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                                  A MODO DE PREÁMBULO 

 

La presión psicológica de un acontecimiento bélico sobre los que lo sufren puede 

llegar a provocar situaciones extremas, por lo general, pero también otras más 

livianas, aunque no menos importantes.  

El caso que hoy nos ocupa ocurrió durante la Guerra de la Independencia en la 

entonces Villa de Cabra. 

Cabra había venido recibiendo, desde hacía más de doscientos años, a ciudadanos 

franceses de varias profesiones. Tenderos de telas y de especias, sederos, 

destiladores de aguardientes, caldereros, molineros, panaderos… 

A algunos de ellos nos hemos referido ya en varias ocasiones, como es el caso de 

la familia Soca, los Bernal o los Fuillerat. 

La referencia será, en esta ocasión, a la familia Bladero Ubalde. 

A finales del siglo XVII ya reside en Cabra un francés llamado Pedro Ubalt 

Casabona, lencero, que va a casar con doña María Roldán García, prima del 

historiador don Narciso García Montero. Tiene casa y tienda de telas en la calle 

de los Hospitales (hoy José de Silva). 

Se casan el día 31 de agosto de 1699. Por las actas de desposorios y moniciones 

sabemos que es hijo de Domingo Ubalt y de María Casabona, franceses y que 

había nacido en Onuca, en el antiguo Reino de Navarra. Reside en Cabra desde 

hace dos años. 

Pedro Ubalt (ahora se le conoce como Ubalde) muere el día 29 de enero de 1718 

y su viuda se hace cargo de la tienda de telas, a la que añade la venta de especias 

y otros artículos. Todavía la regentaba en el año 1751.  (Ensenada, pregunta nº 

32, fº 101r. Se indica que doña María Roldán, viuda, tiene una tienda de 

“especería y mercería”, que rinde 550 reales al año) 
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Hijos de ellos fueron, entre otros, el clérigo don Carlos Ubalde Roldán y doña 

María Antonia, que casaría con el francés Francisco Bladero, mercader de tejidos, 

natural de Olorón (Aquitania). 

Francisco y María Antonia abrieron una tienda de telas en Cabra. 

En respuesta a la pregunta nº 32 del Catastro de Ensenada (año 1752), se dice que 

don Francisco Bladero tiene una tienda de ropa que renta 2.200 reales al año. (fº 

100r). 

La familia Bladero Ubalde fue bastante prolífica. Tuvieron, al menos, tres hijos 

y cuatro hijas. 

Por su relación directa con el tema de hoy, tenemos que citar, en primer lugar, a 

don Pedro Manuel Bladero Ubalde (1741-1813), clérigo de menores y fundador 

de una capellanía en Cabra. 

En segundo lugar, a don Juan José Bladero Ubalde (1743-1797), continuador de 

los negocios paternos, a los que unió la administración de bienes de familias 

como los Uclés Enríquez de Herrera o los Alcalde Chinchilla. 

Casó en el año 1766 con doña Josefa Peborda. Hijo de ellos fue Pedro Ignacio 

Bladero Peborda, el protagonista de nuestro relato.  

En el Archivo Histórico Nacional, en la sección de Consejos (leg. 27394, exp.3), 

se conserva el expediente de un pleito mantenido, en el año 1799, entre doña 

Josefa Peborda, viuda de don Juan José Bladero y sus cuñadas, doña Ana, doña 

Gertrudis y doña Antonia Bladero, todas vecinas de Cabra. Se trataba del reparto 

de los bienes del difunto y había ciertas discrepancias sobre la herencia y el 

capital que correspondía a su hijo Pedro Ignacio Bladero para su casamiento. El 

pleito se había desarrollado en dos salas de la Real Chancillería de Granada, para 

acabar en la Escribanía de Cámara del Consejo de Castilla. No se dictó sentencia, 

por acuerdo de las partes. 

Volviendo a nuestro héroe, digamos que Pedro Ignacio Bladero nació en Cabra 

en el año 1774. (APAC, B, 46, fº 197). 
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El día 21 de abril de 1799 casa en Cabra con doña María Tomasa de Santaella, 

hija de Juan Bernardo de Santaella y de María Ruiz. (APAC, D, 20, fº 17) 

En el Cabildo del día 27 de mayo de 1808, presidido por el Corregidor don Javier 

López Duque, se recibe un escrito de “don Pedro Pablo de Valdecañas, 

comandante de estos Cuatro Reinos de Andalucía para la persecución de 

contrabandistas y malhechores”. Informa que la Suprema Junta de Gobierno, 

“recientemente creada en Sevilla para la defensa del Reino”, le ha ordenado 

reclutar “a cuantos hombres puedan tomar las armas” para luchar contra los 

franceses y se faciliten “los auxilios compatibles con sus facultades”. 

Recomienda que los voluntarios se incorporen “armados y montados”, si es 

posible. Firman todos los asistentes, junto al escribano Joaquín Contreras. 

(AACC, Año 1808, fº 33r) 

Este es el momento en que Pedro Ignacio, casado ya y con cuatro hijos, decide 

alistarse a las fuerzas de Valdecañas para luchar contra el francés invasor. 

Sin embargo, una serie de circunstancias llegaron a dar con él en las cárceles 

secretas de la Santa Inquisición de Córdoba, diez años después. 

En la sección de Inquisición del Archivo Histórico Nacional, (leg. 3727, exp.69), 

se custodia el resumen de un largo proceso sobre un posible delito de poligamia 

contra Pedro Ignacio Bladero Peborda, natural de Cabra. 

Se inicia en el año 1815, en la ciudad de Écija, por el Fiscal de Corte. En el inicio, 

se indica que va contra “don Pedro Ignacio Bladero, natural de Cabra, Alférez 

retirado del Regimiento de Caballería de Voluntarios de España, con agregación 

al Estado Mayor de la Plaza de Tenerife, por doble matrimonio. Votado aquí por 

el Tribunal del territorio de Écija, en que reside Bladero. Sea preso, con embargo 

de bienes y se le siga su causa hasta definitiva”. (fº 1r) 

Según la instrucción, por certificación del Santo Oficio de Córdoba, había sabido 

el Tribunal de Écija que, el día 30 de junio de 1816, todavía vivía en Cabra “doña 

María Tomasa Santaella, con tres hijos habidos en su matrimonio con Bladero, el 

cual se hallaba ausente seis años había. Y había noticias de que había estado en 

Canarias y después se había trasladado a esta Península”. (Ibidem) 
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Mediante un anónimo, el Tribunal supo que “en 14 de octubre de 1810 se 

embarcó Bladero en Cádiz para Tenerife, llevando consigo a una mujer, que 

murió en el mismo Puerto de San Cruz, de sobreparto o peste. Que a dicha mujer 

la hizo pasar Bladero por su mujer propia, exhibiendo los documentos que 

pertenecían a la que lo era legítimamente. Y con este fraude, se volvió a casar allí 

con doña Juana Nepomuceno Dapelo, con quien había vivido hasta fines del año 

de 1815, en que se había venido a esta Península”. 

El expediente nos permite conocer algunos datos interesantes sobre las 

circunstancias del posible delito. 

Entre las personas que intervienen en el mismo figura don Antonio Francisco 

Fabrini, Ujier de Cámara de Su Majestad. Fabrini había sido testigo de algunos 

de los hechos y había estado presente en el barco cuando murió la compañera de 

Bladero. 

Por certificación de la parroquia de San Cristóbal de la Laguna, se sabe que Pedro 

Ignacio se había casado allí, el día 12 de octubre de 1811, “con doña Juana 

Nepomunceno Dapelo Savinón, hija de don Domingo, Teniente de Milicias, 

Administrador General de las Rentas Episcopales”. Del novio se dice que era 

“Alférez retirado del Regimiento de Caballería de Voluntarios de España, 

agregado al Estado Mayor de San Cruz, natural de Cabra, viudo de doña María 

Santaella”. Se citan los nombres de sus padres. 

Por declaraciones del párroco de San Cristóbal de la Laguna y otros testigos, el 

Tribunal conoce que, en este segundo matrimonio, Bladero había tenido otros dos 

hijos. 

A través del Ministerio de la Guerra, el Tribunal supo que Bladero residía ahora 

en Écija, “con casa abierta”, a quien el Comandante de Armas de aquella 

localidad le había prohibido ausentarse “hasta nueva determinación”. 

A petición del Fiscal, con fecha 2 de octubre de 1817, se solicita que ”por el 

Tribunal de Córdoba sea preso en cárceles secretas, con embargo de bienes” y 

que se le siga la causa allí, hasta que sea definitiva. Ordenada su detención el día 
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7, Bladero escapó y “anduvo errante” hasta ser detenido, el día 1 de junio de 

1818, por el Tribunal del Santo Oficio de Sevilla. (Ibidem, fº 2r) 

En ese momento, Bladero no llevaba consigo documentación de interés y pocos 

muebles, por lo que se ordenó embargar sus bienes de Cabra, consistentes en tres 

fincas vinculadas, que rentaban poco más de cien ducados al año. Pero la esposa, 

doña María Ruiz Santaella, reclama estos bienes para sus alimentos y los de sus 

tres hijos, argumentando que el marido se había gastado “en el servicio hecho en 

favor de la Patria, su dote de 1500 reales”. 

Bladero declara ante el Tribunal, por primera vez, el día 15 de junio de 1818. 

Dice estar casado con doña María Tomasa Ruiz Santaella, con la que había tenido 

cuatro hijos, de los que viven tres. Tiene 43 años. Que había estudiado seis años 

de Filosofía y Teología en el Colegio de San Pelagio, de Córdoba. Y dos de Leyes 

en Sevilla.  

Que “ya casado y con hijos, salió en el año de 8 a la defensa de la Patria, 

mantenido y armado a su costa, bajo las órdenes del Marqués de Valdecañas, con 

quien se halló en todas las acciones precedentes a la rendición de Dupont. Que 

después se mandaron dispersar aquellas tropas. Y al expresante, le concedió la 

Suprema Junta grado de Alférez, con fuero y uso de uniforme. Y que luego que 

entraron los franceses en Andalucía, se fue a Cádiz, donde pidió y se le destinó, 

con el mismo grado y sueldo de 180 reales mensuales a la isla de Tenerife, donde 

había permanecido desde el año de 10 hasta el 14 [sic], en que, evacuada su Patria 

de Franceses, pidió y se le concedió un año de licencia para venir a cuidar sus 

haberes, si algo le hubiere quedado. Y permaneció en Sevilla más de un año. Y 

después anduvo por Carmona, Écija, su pueblo, Guadaira y otros, hasta que fue 

preso por el Tribunal.” 

En realidad, el jefe de Bladero había sido el II conde de Valdecañas, don Pedro 

Pablo Valdecañas Ayllón de Lara (Lucena, 1758-1825). A finales de mayo de 

1808, reclutó entre Lucena y los pueblos cercanos a unos 4.000 hombres y 500 

caballos, que iban a luchar contra los franceses en la batalla de Alcolea (7 de 

junio) y luego en la de Bailén (19 de julio). Se trataba de personas sin ninguna 

preparación militar, que iban a actuar a modo de guerrillas.  
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El detenido continúa su declaración afirmando que casó en Tenerife con su 

segunda esposa, por entender que había fallecido la primera, según documentos 

que tenía en su poder. 

En una segunda declaración, pide ser juzgado de acuerdo con su fuero militar, lo 

que confirma en una tercera intervención. 

El día 3 de julio, el Tribunal publica la acusación definitiva y se le ofrece la 

defensa por alguno de los tres abogados del Tribunal, pero Bladero prefiere que 

le defienda don Domingo Azcona, a quien ya había entregado los documentos 

necesarios. (Ibidem, 2v) 

Entregadas las conclusiones del Inquisidor Fiscal, el día 10 de julio se inicia el 

procedimiento de pruebas y testigos. El día 7 de agosto, se da copia a Bladero de 

todas las diligencias, para que declare su postura. (Ibidem, 3r) 

Declara que le mujer que iba con él en el barco se llamaba doña María Antonia 

de Acuña y Domínguez, natura de la villa de Cañete de Aceituno, en el obispado 

de Málaga. 

Por su parte, el abogado defensor aporta una certificación de la Junta de Gobierno 

de la villa de Cabra, de fecha 11 de septiembre de 1808, expedida a petición de 

un hermano político de Bladero. En ella se dice que una vez que los franceses 

ocuparon la ciudad de Córdoba, Bladero, siendo casado y con hijos, había salido 

“para servir voluntariamente, con caballo, armas y dinero, y permaneció en el 

ejército, bajo las órdenes del Coronel de Caballería don Pedro Pablo Valdecañas, 

sabiendo de público y notorio haberse portado exactísimamente”. (Ibidem, 3v- 

4r) 

También se entrega al Tribunal la copia de un memorial de súplica que había 

elevado al Rey su esposa, doña María Tomasa de Santaella. La firmante resalta 

los sacrificios de su marido en la lucha con los franceses. Afirma que, tras la 

rendición de Dupont, Bladero había marchado a Sevilla, donde la Junta le dio el 

grado de Subteniente sin sueldo. “Que, para poder sostenerse allí, vivió en una 

pequeña habitación con un primo suyo, Beneficiado, y una señora conocida, a 



  

 

 La guerra de Independencia en Cabra 

 

 

  

9 

 

quien pagaban medio duro. Y para evitar que esta unión, que hizo la necesidad, 

no fuera escandalosa, extendió Bladero la voz de que era su mujer”. Que, con la 

llegada de los franceses, se marcharon a Cádiz, en las mismas circunstancias. 

Doña María Tomasa continúa diciendo que cuando llegaron los franceses a 

Cabra, confiscaron sus bienes. Que, al verse sin recursos, pidió “que un tío suyo 

escribiese a su marido una carta a Cádiz en que, para más obligarle a venir, le 

dijo que la exponente había muerto, quedando sus hijos en total abandono”. 

La esposa afirma que esta carta le llegó a Cádiz cuando empezaba allí la epidemia 

de fiebre amarilla. Que todo el mundo quería salir de allí, como él mismo. Por lo 

que pidió y se le concedió pasar a Tenerife “con Real Despacho de Ayudante. 

Que se fue con él la mujer conocida por suya propia. Y habiendo muerto en el 

barco, todos le tuvieron por viudo. Y él mismo creyó estarlo por la carta que había 

recibido de su tío”. (Ibidem, 4v) 

Que, estando ya en Tenerife, llegó a su marido la noticia de que los franceses 

“habían degollado [a] sus habitantes y quemando sus campos”. De modo que 

pensó que ya no vivían su mujer y sus hijos. Continúa declarando que, “con solo 

6 reales para mantenerse”, casó allí con doña Juana María Dapelo, con quien tuvo 

hijos. 

Que, una vez vuelto a Sevilla, Bladero supo que su mujer e hijos aún vivían en 

Cabra. Que le había enviado una “carta muy sentida, despidiéndose para siempre 

y dejando a su cuidado su indemnización”. 

Esta situación había conducido a la esposa “a un estado de amargura, causandole 

un flujo que le había durado dos años”. 

Suplicaba al Rey “el perdón del aparente delito de su marido y su colocación en 

los Ejércitos”. 

El abogado presenta otras dos cartas de la esposa. Una a don Cristóbal Bendomo 

y otra a su marido, dándole cuenta de todas sus gestiones. 

Es interesante una carta de Fabrini a Dapelo, elogiando a Bladero, su futuro 

yerno, del que dice es viudo y con un hijo [sic]. Le reconoce como una persona 
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“sin vicio alguno y sí talento y disposición para todo”. Cree que Bladero es 

hijodalgo, ya que “en España a ningún Cadete se le daba este título sin hacer 

pruebas de Caballero Hijodalgo Notorio y estar en actual goce”. Pero los Bladero 

Ubalde no eran hijosdalgo… 

En nuestra opinión, el documento más importante es la carta que exhibe el 

abogado de Bladero, remitida en septiembre de 1810 por el clérigo don Pedro 

Manuel Bladero a su sobrino Pedro Ignacio. En ella le dice que “los franceses le 

han confiscado todos sus bienes y que su mujer había muerto, tres meses habrá, 

de la enfermedad que padecía a su salida”. (Ibidem, 5 r-v) 

Dado que el Clérigo de Menores había muerto en el año 1813, el Tribunal remite 

la carta a Cabra para que sea cotejada la letra con otros documentos del difunto. 

El encargado del cotejo localizó varias escrituras y recibos de arrendamientos de 

las capellanías del difunto y le pareció que las letras eran semejantes a las de la 

carta. 

El Tribunal pide que declare la esposa. Ella afirma que todo lo que había hecho 

había sido sin presión alguna, que era la verdad. Que ella no había inducido al 

clérigo a escribir la carta, que lo hizo por voluntad propia. (Ibidem, 5v) 

Que supo, tiempo después, lo de la carta por su hermano Francisco Ruiz 

Santaella. 

Sin embargo, en el memorial enviado al Rey, ella dice que pidió a su tío que 

escribiera la carta y la enviara a Cádiz por medio de un contrabandista. (Ibidem, 

6r) 

El Tribunal, en Auto de 22 de diciembre de 1818, aceptó lo pedido por la defensa 

y no publicó sentencia de condena. 
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      La villa de Cabra a principios del siglo XIX 

   

La villa de Cabra pasa unos momentos de grave crisis al comienzo del siglo XIX. 

Crisis de ideas, crisis económica y crisis de natalidad. 

Una buena perspectiva del tema se puede ver en el libro Cabra en el siglo XIX, 

de José Calvo Poyato y José Luis Casas Sánchez, que también estudia con detalle 

las circunstancias que afectan a Cabra durante la Guerra de la Independencia, el 

tema de nuestro trabajo. 

En un Cabildo celebrado por el Concejo de Cabra, el día 4 de abril de 1808, se 

recibe copia de una Real Provisión por la que el Rey Carlos IV abdica en favor 

del Príncipe de Asturias, don Fernando VII. Dada en Aranjuez el día 19 de marzo 

de 1808. (AACC, año 1808, sin foliar) 

Pero el pueblo de Cabra comienza a temer que las cosas no van bien cuando, en 

el Cabildo del día 25 de mayo de ese año, se recibe un traslado de la Real 

Provisión por la que el rey Carlos IV nombra al Gran Duque de Berg Teniente 

General del Reino. Berg era el jefe de las tropas de Napoleón. Carlos IV ordena 

al Consejo de Castilla, a la Junta Suprema de Gobierno y a todas las autoridades 

y ciudadanos que le obedezcan. Dada en Bayona, 4 de mayo de 1808. 

Ya han llegado noticias de los hechos del 2 de mayo en Madrid y de las revueltas 

populares que empiezan a surgir en otras partes. 

En el Cabildo del día 27 de mayo de 1808, presidido por el Corregidor don 

Francisco Javier López Duque, se recibe un escrito de “don Pedro Pablo de 

Valdecañas, Comandante de estos Cuatro Reinos de Andalucía para la 

persecución de contrabandistas y malhechores”. Informa que la Suprema Junta 

de Gobierno, “recientemente creada en Sevilla para la defensa del Reino”, le ha 

ordenado reclutar “a cuantos hombres puedan tomar las armas” para luchar contra 

los franceses y se faciliten “los auxilios compatibles con sus facultades”. 

Recomienda que los voluntarios se incorporen “armados y montados”, si es 

posible. Firman todos los asistentes, junto al escribano Joaquín Contreras.  
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A finales de mayo de 1808, el II conde de Valdecañas, don Pedro Pablo 

Valdecañas Ayllón de Lara (Lucena, 1758-1825), ya había reclutado entre 

Lucena y los pueblos cercanos a unos 4.000 hombres y 500 caballos, que iban a 

luchar contra los franceses en la batalla de Alcolea (7 de junio) y luego en la de 

Bailén (19 de julio). Se trataba de personas sin ninguna preparación militar, que 

iban a actuar a modo de guerrillas. 

En Sevilla, el día 27 de mayo de 1808, se había fundado la llamada Junta Suprema 

de España e Indias, que iba a tener un papel importante en la resistencia militar 

del sur de España. La presidía el ex-Secretario de Estado Francisco de Saavedra.  

Tras su creación, la Junta se dirige a las ciudades importantes andaluzas, pidiendo 

la constitución de llamadas Juntas locales de Gobierno. En Cabra se recibe el día 

29. 

El día 2 de julio de 1808 se puso en marcha la Junta local de Gobierno de Cabra, 

que se iba a encargar, entre otras funciones, de controlar las bandas de 

malhechores de la comarca. En principio, iba a incluir las localidades de 

Carcabuey y Priego. 

Había quejas fundadas de la inseguridad del campo y de los caminos, en los que 

grupos de delincuentes se aprovechaban de los momentos de inseguridad y 

desconcierto para perpetrar sus fechorías. 

En el mes de noviembre de 1808, las tropas de Napoleón llegarían a España y 

tomarían Madrid, por lo que la Junta Suprema Central se vio obligada a 

desplazarse, primero a Extremadura y luego a Sevilla, donde se establecería el 

día 16 de diciembre de 1808.   

Volviendo a nuestra ciudad, digamos que, el día 20 de julio, Cabra celebró la 

victoria de Bailén con repiques generales de campanas y la celebración, en la 

iglesia mayor de un solemne “Te Deum”. 

En el Archivo Histórico Nacional se conservan dos informes de la Junta de 

Gobierno de Cabra, de fecha 17 de noviembre de 1808, dirigidos a la Suprema 

Junta Central y a su presidente, el conde de Floridablanca.  
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(ESTADO,66,A,N.103-104) 

En el primero de ellos, los componentes de la misma se quejan de la situación del 

país y se alegran de la constitución de la Junta Central “con el voto general y 

uniforme de todas las provincias del Reino, durante la opresión y ausencia de 

Nuestro Rey el Señor Don Fernando Séptimo”. Se informa que, de acuerdo con 

la autoridad eclesiástica, se había celebrado en estos días un solemne “Te Deum” 

en la iglesia parroquial “para solemnizar tan feliz y apetecida noticia”. Se dice 

que al acto habían asistido “ambos Cabildos, la Junta y Nobleza y el pueblo en 

general”. Solemnidad a que también contribuyeron “las quatro comunidades 

Regulares y dos de Religiosas de este pueblo”. Los vecinos, además, 

“manifestaron su júbilo y alegría, iluminando a porfía, por tres noches, sus casas 

y desahogando sus espíritus compungidos, usaron de algunos fuegos artificiales. 

Y ubo repetidos repiques de campanas”. 

A continuación, durante nueve días, se celebraron en todas las iglesias “rogativas 

por el feliz éxito de nuestras armas y victoria contra los enemigos”. 

Unos vecinos que, “poseídos del mayor entusiasmo, no han perdonado 

disputarse, a porfía, ser los primeros en concurrir a las acciones y ataques que 

sufrió Córdoba, y a los brillantes que se consiguieron entre Bailén y Andújar, de 

cuyos servicios dará esta Junta una posible idea a V. M.” 

El segundo escrito, mucho más amplio, es un informe detallado de las actividades 

de la Junta desde su constitución, hacía unos meses.  

Se indica que, con anterioridad, se había recibido en Cabra con mucha ilusión la 

creación de la Junta Suprema de Sevilla, que les invitó a “que se alistasen y 

saliesen al encuentro del Exército tirano, que había pisado el suelo de estas 

Andalucías”. 

Que “su primer objeto fue el del alistamiento de hombres, caballos y recibir 

donativos”. 

Que los vecinos se habían alistado “sin prevalerse de ezepciones por ser casados, 

faltos de talla, Nobles, ni de otras causas, por justas que fueran”. Que, en cuatro 



 

  

 

 Antonio Moreno Hurtado 

 

 

  

14 

 

días, habían conseguido reunir un número de “combatientes como de unos 

quinientos, sesenta caballos y algunas armas”, que participaron en el ataque “a 

las ventas de Alcolea, causándole al Exército enemigo mucho destroso”. 

Que, después, habían regresado al pueblo para reorganizarse e incorporarse al 

“Exército de Andalucía, bajo las órdenes de su General en Gefe don Francisco 

Xavier Castaños”, con quien lucharon “asta después de averse concluido 

felizmente la Batalla entre la Ciudad de Andújar y Bailén, regresando a el seno 

de sus familias cubiertos de honores y triunfos”. 

En cuanto a la recaudación de dinero para los gastos de la guerra, citan un 

Cuaderno de Suscripciones en el que se detalla una recaudación, hasta finales de 

octubre, de 214.297 reales de vellón, incluidos 70.000 reales que se habían sacado 

de los fondos del Pósito. Con este dinero se había contribuido a los gastos de las 

tropas acuarteladas en Bujalance, Porcuna, Arjona, Arjonilla e incluso Bailén.  

También se habían remitido víveres por valor de 50.000 reales y se había dado 

dos reales diarios a cada una de las viudas de Cabra que tenían hijos en la guerra. 

Por otra parte, se había socorrido a tropas transeúntes, como las del general 

Vedel, de camino a la costa. 

Por orden del Supremo Gobierno Central se habían reclutado 156 nuevos 

soldados y recaudado otros 64.000 reales, del reparto que correspondió a Cabra 

de los dos millones pedidos al “Reyno de Córdoba”. 

Que todo se había hecho por la buena voluntad y celo de una población de “unos 

dos mil quinientos vecinos” solamente. 

La Junta de Gobierno de Córdoba, antes de fundirse con la de Sevilla, había 

condecorado al presidente de la de Cabra, el abogado y corregidor don Francisco 

Javier López Duque “por su asierto, asendrada conducta y actividad en dirigir las 

operaciones de ella, con los onores de Auditor de Guerra”. También se había 

condecorado a los vocales don Juan Antonio Ruano y Aguilera, regidor decano y 

a don José del Castillo, administrador de Rentas Reales. 
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Se declara que el resto de vocales no ha solicitado distinción alguna, pero en el 

informe se hace elogio de los mismos y se sugiere algún tipo de condecoración 

para ellos. 

Firman ambos documentos los componentes de la Junta local, el corregidor Javier 

López Duque, el vicario José María Güeto y Luque, los regidores Rafael Alcalde 

[Chinchilla], Felipe Gutiérrez de Quevedo y los Diputados del Común, Gregorio 

de Mora y Justo de Cuevas y Romero, que actúa de secretario. 

Más adelante, el día 28 de diciembre de 1808, la Junta remite un nuevo informe 

a la Central, en términos semejantes al segundo que hemos analizado. 

El comienzo del escrito, dirigido al conde de Floridablanca, hace referencia, 

precisamente, al memorial anterior. Lo lleva en mano uno de los vocales de la 

Junta, don Rafael de Alcalde Chinchilla, regidor del Concejo local. (Ibidem, 105) 

A los datos ya citados, se añade que, últimamente, se había abierto en Cabra una 

Subscripción de Vestuarios para el Exército, de la que se venía encargando uno 

de los vocales de la Junta. 

También se ha contribuido al alistamiento o requisisión de caballos, de los que 

ya se han llevado a Córdoba veinte costeados por el Pósito y doce por donativo 

de los vecinos. 

Que, en los últimos días, se han recaudado más de 120.000 reales y se añade: 

“Ojalá Señor, que la Junta de esta Villa pudiera, con sus íntimos y verdaderos 

deseos que le animas, de patriotismo y asendrado amor a su suspirado Soberano, 

pudiera conseguir mayores ventajas y adelantamientos en los servicios del Pueblo 

que gobierna; pero no ha podido conseguir más fruto; y conoce es superabundante 

para las cortas Riquezas, Haciendas y Caudales que posee este vecindario” . 

En esta ocasión, solamente firman tres personas. El corregidor y presidente y los 

vocales Ruano y Alcalde, regidores del Cabildo local.  

En el expediente se encuentran las copias de dos escritos de contestación de la 

Suprema Junta, desde Sevilla.  
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En una de ellas, fechada el 11 de enero, se agradecen “los sentimientos de 

obediencia, adhesión y amor al cuerpo soberano nacional, así como los esfuerzos 

y sacrificios que han hecho la Junta y ese vecindario en favor de la causa pública”. 

(Ibidem, 106) 

Mientras tanto, el día 22 de abril de 1809, la Junta de Córdoba pidió a la Suprema 

de Sevilla la supresión de la Junta de Cabra, en cumplimiento de la Real Orden 

de 1 de enero anterior. (Ibidem, 36) 

La segunda carta de la Junta Suprema, fechada en Sevilla el día 5 de mayo de 

1809, comunica a la de Cabra su disolución, por haber recuperado estas funciones 

“la Justicia y el Ayuntamiento, a quienes deben pertenecer de aquí en adelante… 

lo que no hace desmerecer en nada el concepto que esa Junta se ha grangeado por 

los muchos y eminentes servicios hechos a la causa pública. La Junta Suprema 

los conservará eternamente en su memoria, así para hacer el debido aprecio de 

ellos, como para las recompensas a que los individuos de esa Junta se han hecho 

acreedores”.  

Al pie del escrito se dice que esta resolución se enviará también a la Junta de 

Córdoba, “a los efectos convenientes”. (Ibidem, 7) 

No hemos podido localizar ninguna otra información sobre estas recompensas 

que se anuncian. 

En el Archivo Histórico del Ayuntamiento de Cabra se conservan varios 

expedientes sobre las actividades de la Junta de Gobierno local, durante los años 

1808 a 1810. (Caja 54, cuadernos 1 a 6). 

En concreto, hay una copia de los informes de noviembre y diciembre de 1808 

ya citados y un escrito de agradecimiento de la Junta Suprema, así como la Orden 

de disolución de 5 de mayo de 1809. 

Por otra parte, solo nos resta decir que, a finales de 1808, la Junta local egabrense 

tenía noticias del envío de un centenar de prisioneros franceses para su custodia. 

Para ello se responsabiliza al teniente don Rafael Lugones. Los franceses 

estuvieron en Cabra en un estado de semilibertad vigilada, aunque hubo algunos 
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conatos de agresión por parte de ciertos egabrenses, enardecidos por los 

acontecimientos de la guerra. 

Como indicábamos anteriormente, en Sevilla, el día 27 de mayo de 1808, se había 

creado la llamada Junta Suprema de España e Indias, que iba a tener un papel 

importante en la resistencia militar del sur de España. La presidía el ex-Secretario 

de Estado don Francisco de Saavedra.  

El 6 de junio de ese año, dicha Junta Suprema había emitido una Declaración de 

Guerra al emperador de Francia, Napoleón I, con lo que se iniciaba, de manera 

oficial, la Guerra de Independencia Española.  

En el mes de septiembre de 1808, tras una negociación entre todas las Juntas 

provinciales y la anulación de las abdicaciones de Bayona por parte del Consejo 

de Castilla, se acuerda la creación de una Junta Real Suprema y Gubernativa del 

Reino que ejerciera los poderes ejecutivo y legislativo españoles durante la 

ocupación napoleónica de España y coordinara todas las acciones contra el 

enemigo. La iba a presidir, desde Aranjuez, don José Moñino, conde de 

Floridablanca.  

En el mes de noviembre de 1808, las tropas de Napoleón llegarían a España y 

tomarían Madrid, por lo que la Junta Suprema Central se vio obligada a 

desplazarse, primero a Extremadura y luego a Sevilla, donde se establecería el 

día 16 de diciembre de 1808.   

Uno de los primeros objetivos de la Junta Suprema sevillana había sido la 

formación del llamado Ejército de Andalucía, a las órdenes del general don 

Francisco Javier Castaños, el héroe de Bailén. 

Un ejército al que había que dotar de medios materiales e instrumentales. Se pidió 

al pueblo colaboración para hacer los uniformes y la dotación de especialistas 

para las fábricas de armas de Cádiz, Granada y Sevilla. 

El día 28 de diciembre de 1808, la Junta local de Gobierno remite un informe a 

la Central, en el que, entre otras cosas, se indica que se había abierto en Cabra 
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una “Subscripción de Vestuarios para el Exército”, de la que se venía encargando 

uno de sus vocales. 

El tema de los uniformes españoles, durante nuestra Guerra de Independencia, es 

largo y muy complejo. Porque el conflicto duró mucho, nuestro país estuvo casi 

totalmente invadido por las tropas francesas y el ejército español desaparece casi 

por completo en 1809.  

A partir de ese año crítico, se crearon innumerables unidades para combatir al 

invasor y a cada una de ellas se le dotó de un uniforme propio, aprovechando el 

material que había en cada uno de los pueblos en que se reclutaban los vecinos. 

Para un diseño más o menos común, se seguía el criterio del oficial que los 

llamaba a filas, a veces, bajo forma casi de guerrillas.  

Este desbarajuste en la vestimenta se fue paliando poco a poco al reconstruirse el 

ejército en 1812. El nuevo diseño de uniforme solo lo lograron tener varias 

unidades, las mejor entrenadas, aunque conviviendo con los otros trajes militares, 

que no desaparecieron hasta un año después de acabada la Guerra de la 

Independencia, es decir, hasta 1815. 

Este es un ejemplo de uniforme usado durante la Guerra de la Independencia. Se 

puede observar el uso de materiales de uso ordinario e incluso la presencia de 

unas humildes alpargatas de cáñamo.  

La Fábrica de Armas de Sevilla, creada en enero de 1809, era la más necesitada 

de personal especialista en la fabricación de estos instrumentos de guerra. La 

dirigía el teniente-coronel de Artillería, don Francisco Javier Dátoli Lasslle 

(1766-1810). 

Para ello, se llevaron a Sevilla a maestros armeros asturianos, vizcaínos y 

guipuzcoanos. Se establece el Colegio de Artillería en el convento de San 

Laureano, donde se habilitan, también, espacios para almacenes de la fábrica. 

(ESTADO, 36.J. N.175-N.216) 
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La necesidad de armas es tal que, el día 2 de septiembre de 1809, la Junta Central 

pide al director de la Fábrica de Sevilla que se triplique la producción de fusiles. 

(Ibidem, N.210) 

En el Archivo Histórico Nacional se conserva un interesante dossier titulado 

Sección de Guerra. Artillería. Fábrica de armas de Sevilla. Relaciones de 

armeros, herreros, cerrajeros y cajeros disponibles en pueblos y ejércitos de 

Andalucía. (ESTADO, 36. N.304-327) 

En ella se recogen las relaciones de estos especialistas de algunos regimientos y 

de ciertos pueblos “de los reinos de Sevilla, Jaén y Córdoba, a excepción de la 

provincia de Cádiz, que pudieran acudir a trabajar a la fábrica de armas de Sevilla, 

a partir de la Real Orden de 14 de agosto de 1809, en la que la Junta solicitaba 

armeros, herreros, cerrajeros y cajeros de entre los soldados que estuvieran 

alistados en los cuerpos de ejército y que no estuvieran empleados de armeros de 

regimientos, y de las gentes de los pueblos de los reinos de Sevilla, Jaén y 

Córdoba, a excepción de la provincia de Cádiz, que no estuvieran destinados a 

las fábricas establecidas en Granada y Cádiz.” 

Se hace mención expresa del Ejército de Extremadura, del Real Cuerpo de 

Artillería de Marina y de las localidades de Priego, Cabra, Ardales, Aracena, 

Torredonjimeno, Algatocín, La Rambla, Paterna de Rivero y Santa Eufemia. 

En las capitales de provincia se publican edictos para la adquisición y 

construcción de cañones de fusil. 

Desde Sevilla, el día 12 de agosto de 1809, don Francisco Dátoli, director de la 

fábrica de fusiles de Sevilla, pide que se ordene a todos los pueblos de Andalucía 

que le envíen una relación de todos los armeros disponibles. (Ibidem, N.306) 

Dos días más tarde, el 14 de agosto, la Junta Central Suprema Gubernativa del 

Reino, desde Sevilla, publicaba una Real Orden, mandando hacer relaciones de 

los armeros, cerrajeros y cajeros de entre los soldados de algunos Regimientos 

del Ejército y de los habitantes de los pueblos de los “Reinos de Sevilla, Jaén y 

Córdoba”, a excepción de la provincia de Cádiz, para que acudieran a la Fábrica 
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de Armas de Sevilla. Se especifica que no deberían estar “destinados a las 

fábricas establecidas en Granada y Cádiz”. (Ibidem, N.307) 

En dicha Orden se pedía información, en el plazo máximo de ocho días desde su 

comunicación, en la que se señalaran todos los datos personales y profesionales 

de los especialistas citados, indicando, además, el tipo de herramientas que 

tenían, a saber, “tornillos de banco, yunques, bigornias y demás herramientas que 

se transportan con facilidad”. Se ordena señalar los maestros y oficiales “que 

estén prontos para trasladarse, en todo o en parte, a esta Capital con sus 

herramientas.” Se pide, también, que se “exprese el número de estos artífices que 

son absolutamente precisos para el servicio de los pueblos”. 

Entre otras medidas extraordinarias, se llega a ordenar el embargo de la tornillería 

y piezas de cerrajería que pudieran ser fundidas para fabricar los elementos 

metálicos de los fusiles y escopetas. 

Pero no faltan las quejas por el trato preferente que se está dando a la Fábrica de 

Sevilla. El día 3 de septiembre de 1809, el conde de Río Molino, director de la 

Fábrica de fusiles de Cádiz, solicita que el personal que se le ha asignado no sea 

llevado a la fábrica de Sevilla. (Ibidem, N.317-318). 

Entre el 19 de septiembre y el 14 de octubre de 1809, los pueblos de Santa 

Eufemia, Paterna de Rivera, La Rambla, Algatocín, Torredonjimeno, Aracena, 

Ardales, Cabra y Priego, responden a la llamada de la Real Orden de 14 de agosto 

de 1809. (Ibidem, N.319-327) 

En el caso concreto de Cabra, en cumplimiento de la norma y de la Comisión que 

le ha encomendado el Ayuntamiento, el día 30 de septiembre de 1809, don 

Andrés Fernández del Rivero, regidor de Cabra, expide el informe siguiente: 

“Don Andrés Fernández del Rivero, Maestrante del Real e Ilustre Cuerpo de la 

Ciudad de Ronda, Rexidor del Ayuntamiento de este Villa, a virtud de la 

Comisión que por él se me ha dado, en cumplimiento de Real Orden, he hecho 

expeculación de los Herreros, Armeros y Cajeros que hay en esta dicha Villa y 

son, a saber: 
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Carpinteros. 

Salvador de la Cruz, de 54 años, con accidentes habituales, de estado casado. 

Expone es Maestro de Carpintero de lo blanco, hecha cajas de escopetas y para 

ello fue llamado por la Superior Junta de Córdoba, donde fue aplicado, con un 

hijo que tiene también del mismo exercicio, a la Real Maestranza; trabajó algún 

tiempo en ella y le dieron Lizencia para retirarse a esta su Villa, en clase de 

Comisionado, a fin de hacer conducir la porción de caxas de fusil que pudiese su 

industria; quedándose el dicho su hijo, como actualmente está, en dicha Real 

Maestranza. 

Antonio Bueno, de 57 años, enfermo habitualmente y quebrado de la ingle 

derecha; su oficio Barbero, pero por su afición hace algunas caxas para escopetas 

de gente del Pueblo. 

Herreros y Zerrajeros. 

Juan de Aguilar, de 61 años, con accidentes habituales, herrero, que solo trabaja, 

lo que puede, en hacer rexas de arado y otras piezas de jornalería. 

Thomas de Luque, de 35 años, Maestro de Zerrajería para lo que se ofrece en el 

pueblo, aunque no hace fusiles ni escopetas; el qual fue llamado a dicha Ciudad 

de Córdoba y por no ser útil le mandaron venirse. Y se quedaron en ella dos 

oficiales que tenía, los que todavía están allí trabajando. Y por ello se halla solo 

en este pueblo. 

Josef Serrano, de 36 años, tuerto del derecho y con una pierna mala; es herrero 

de rexas de Arado y obra basta. Y no hace escopetas ni fusiles, ni tiene 

instrumentos para ello. Y su hijo Josef está trabajando en la Maestranza y Parque 

de Artillería de la dicha Ciudad de Córdoba. 

Juan Calderón, de 56 años, es Herrero de obra basta y no sabe hacer fusiles ni 

escopetas. 

Josef María Montoya, de 40 años, herrero de hacer rexas de Arado y otras piezas 

para labores del campo y servicio de las Casas. Y también de zerrajería y forxar. 
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Y para que conste, en observación de la citada Real Orden, doy esta Relación que 

firmo en esta Villa de Cabra, a 30 de Septiembre de 1809. = Andrés Fernández 

del Rivero”. 

El día 14 de octubre de 1809, el Ayuntamiento egabrense remite el informe a 

Sevilla. Lo dirige al “Excmo. Señor don Martín de Garay”, secretario de la 

Suprema Junta, que presidía don José Moñino, conde de Floridablanca.  

Garay había presidido la Junta de Extremadura hasta su fusión, el 25 de 

septiembre de 1808 en Aranjuez, en la llamada Junta General Suprema, integrada 

por treinta y cinco miembros de todas las provincias movilizadas. 

En el oficio se indica que se había hecho por indicación de “la Superior Junta de 

esta Provincia”, que había ordenado formar “la relación adjunta de los Armeros 

y Cerrajeros que actualmente hay en esta Villa” y enviarla directamente a Sevilla. 

Firman el Corregidor don Francisco Xavier López Duque y el regidor don Andrés 

Fernández del Rivero. 

Por una parte, el Ayuntamiento de Cabra cumple la orden recibida, pero se 

reserva hacer algunas aclaraciones sobre la salud de algunos de sus especialistas. 

Tal vez, con la sana intención de que el pueblo no se quedara sin ellos. 

Se insiste en que se trata de profesionales sin una especial formación para la 

fabricación de los elementos fundamentales de los fusiles y escopetas.  

En los escritos de la época se hace referencia a los “cajeros”, que habían de 

preparar “las cajas de fusil” o soportes de madera en que colocar los dispositivos 

metálicos que hacían los cerrajeros.  

También se cita, con frecuencia, a los “armeros”, que se encargarían del encaje 

final de las armas y de las pruebas oportunas. 
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      La Guerra de la Independencia vista por los vecinos egabrenses 

 

La primavera del año 1808 aparece convulsa desde el punto de vista político y 

social. 

Hemos podido encontrar algunos datos en las actas capitulares de ese año, pese 

al mal estado de conservación de las mismas. (caja 28, exp. 3) 

En el Cabildo del día 4 de abril, se recibe copia de la Real Provisión por la que el 

Rey Carlos IV abdica en favor del Príncipe de Asturias, don Fernando VII. Dada 

en Aranjuez, el día 19 de marzo de 1808. A Cabra llega una copia de fecha 20 de 

marzo. 

A título de curiosidad, digamos que, por ese tiempo, todavía se cobraba un 

impuesto de cuatro maravedíes por cada cuartillo de vino que se vendía en Cabra. 

En el Cabildo del día 12 de mayo se acuerda requerir a la arrendadora de dicho 

impuesto, doña María Grande, para que se ponga al día en los pagos, de 120 reales 

mensuales, a que se había comprometido. Lleva dos meses sin pagar. 

En el Cabildo del día 25 de mayo, se recibe traslado de la Real Provisión por la 

que el rey Carlos IV nombra al Gran Duque de Berg Teniente General del Reino, 

que era, al mismo tiempo, jefe de las tropas de Napoleón. Se ordena al Consejo 

de Castilla, a la Junta Suprema de Gobierno y a todas las autoridades y 

ciudadanos que la obedezcan. En Bayona, 4 de mayo de 1808. 

En el Cabildo del día 27 de mayo de 1808, presidido por el Corregidor don Javier 

López Duque, se recibe un escrito de “don Pedro Pablo de Valdecañas, 

Comandante de estos Cuatro Reinos de Andalucía para la persecución de 

contrabandistas y malhechores”. Informa que la Suprema Junta de Gobierno, 

“recientemente creada en Sevilla para la defensa del Reino”, le ha ordenado 

reclutar “a cuantos hombres puedan tomar las armas” para luchar contra los 

franceses y se faciliten “los auxilios compatibles con sus facultades”. 

Recomienda que los voluntarios se incorporen “armados y montados”, si es 

posible. Firman todos los asistentes, junto al escribano Joaquín Contreras.  
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A la participación de ciudadanos de Cabra ya nos hemos referido en una ocasión 

anterior. 

En el Cabildo del día 28 de junio, el regidor don Jacinto Notario presenta una 

carta impresa de la Suprema Junta de Gobierno de Sevilla en la que se ordena “el 

establecimiento de las Juntas de los pueblos” y pide que se le dé un traslado de 

lo que se acuerde. 

El día 6 de julio, en Bayona, el rey José I aprueba una Constitución para el Reino 

de España. 

Mientras tanto, el día 20 de julio, Cabra celebró la victoria de Bailén con repiques 

generales de campanas y la celebración, en la iglesia mayor, de un solemne “Te 

Deum”. 

En el Cabildo del día 31 de agosto, se recibe una orden, de fecha 27, del 

Administrador General de Rentas de la provincia para que se continúen cobrando 

todos los “ramos de extraordinaria contribución, servicio de criados y luxo, 

impuesto sobre el vino, aguardiente y licores y demás que corresponde al Real 

Fondo de Amortización”. 

Entre las medidas coercitivas del ejército invasor para recaudar fondos para la 

guerra estaba la de tomar rehenes de ciudadanos notables de los pueblos y 

encerrarlos en una cárcel de la capital, con la amenaza de acabar con sus vidas si 

no se pagaba la deuda. 

A finales de 1808, la Junta local de Defensa tiene noticias del inmediato envío de 

un centenar de prisioneros franceses para su custodia en Cabra, en un régimen de 

semilibertad vigilada. Para ello se responsabiliza al teniente don Rafael Lugones.  

A comienzos de 1809 se organizan en Cabra las llamadas “milicias honradas”, 

formadas por voluntarios locales, bajo las órdenes del teniente coronel don 

Casimiro Valera.  
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Don Casimiro Valera casaría con una tía de don Juan Valera. Muchos años 

después, se iban a convertir en los personajes principales de la novela “Pepita 

Jiménez”. 

Una Orden, de 19 de febrero de 1809, ordenaba la disolución de la Junta de 

Defensa de Cabra, como veremos en otro lugar. 

En el mes de marzo llega a Cabra la noticia de que vienen a Cabra más prisioneros 

franceses. Son heridos de la batalla de Bailén. El día 25 de marzo de 1809, se 

acuerda ingresarlos en el Hospital de San Juan de Dios, pese a los reparos del 

prior. 

En la Junta del 1 de mayo, todavía sin disolverse, se recibe la noticia de que Cabra 

había sido incluida en el partido judicial de Lucena, con la reacción adversa de 

bastantes vecinos.  

El año 1810 es un momento crítico para los habitantes de Cabra. 

A comienzos de ese año, aparecen tropas francesas en Cabra. Muchos vecinos 

deciden huir por miedo. Entre ellos el corregidor Francisco Javier López Duque. 

Se hace cargo del Ayuntamiento el teniente de corregidor don Juan Antonio 

Ruano Aguilera. 

Los franceses requisan mucho dinero y víveres, como tributo especial. Aparte de 

imponer un impuesto fijo mensual de 81.936 reales para atender su 

mantenimiento en la zona. (Albornoz, 188-189) 

El rey Carlos IV abdica en Aranjuez el día 19 de marzo de 1810 y las cosas se 

precipitan.   

Pero hay que guardar las apariencias… 

En el Cabildo del día 8 de abril de 1810, se acuerda celebrar, al día siguiente, un 

solemne “Te Deum” y la instalación de luminarias en el pueblo, por la llegada a 

Córdoba del rey José Napoleón. 
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El día 9 de agosto de 1810, desde Córdoba, se remite un programa sobre los actos 

a celebrar “por los días” o aniversario de boda del Emperador Napoleón 

Bonaparte y su esposa la Emperatriz María Luisa. Se avisa que, el día 15, a las 

nueve y media de la mañana, se había de celebrar “un oficio divino” en todas las 

iglesias de la provincia, con profusión posterior de cohetes y salvas militares. 

Cabra lo hizo puntualmente. 

Una población mayoritariamente inculta, monárquica, católica y algo ingenua, 

era fácilmente manipulable. Del mismo modo que se llena la iglesia para celebrar 

la victoria de Bailén, se hace también para aclamar la llegada a Córdoba del Rey 

intruso o el aniversario de boda del monstruo invasor. 

En septiembre de 1810, se va a producir una importante rebelión popular en la 

zona de la Subbética, de la que tratamos en otro lugar. 

La reacción francesa es inmediata y las tropas vecinales capitulan el día 17. 

El general de brigada Barón de Saint Paul exige la entrega inmediata de doce 

vecinos relevantes para su ejecución. 

Al final, la cosa se queda en tres presos comunes, que fueron ajusticiados por los 

franceses junto a la ermita de Belén. 

Mientras tanto, como rehenes, se envía a Córdoba a don Antonio Vargas 

(Procurador Síndico del Común), don Lorenzo Cuenca Romero y don Joaquín 

Fernández Tejeiro. 

Cabra estuvo tomada por las tropas francesas entre el 18 de septiembre de 1810 

y mediados de 1812, aunque, posteriormente, se registran algunas incursiones 

temporales a lo largo del verano, lo que volvió a provocar la alarma y desasosiego 

de los egabrenses.  

Un Real Decreto de la Regencia del Reino, de 18 de marzo de 1812, en nombre 

del rey Fernando VII, ordenaba celebrar, el primer día festivo desde la 



  

 

 La guerra de Independencia en Cabra 

 

 

  

27 

 

proclamación de la Constitución, una misa solemne en acción de gracias y Te 

Deum en todas las parroquias del reino.  

En Cádiz, la ceremonia oficial de la publicación se hizo el día 19 de marzo, en 

cuatro lugares de la ciudad, sobre un tablado, bajo un dosel con el retrato del Rey. 

Las zonas ocupadas por los franceses hubieron de esperar a su liberación para 

cumplir con este precepto legal. 

En Madrid, se haría el día 15 de agosto. Fiesta de la Asunción. Tres días después 

de la entrada en Madrid de las tropas del duque de Wellington. 

Por fin, el día 7 de octubre de 1812, se celebra en Cabra la publicación de la 

Constitución de Cádiz. 

Pero, ¿cuál es el sentimiento de los egabrenses por esas fechas? 

El Manuscrito de cosas notables del convento de las madres agustinas nos permite 

conocer la visión del problema desde la clausura monacal. 

"Pasados algunos años de la Revoluzión de Franzia en la que, por última 

desgrazia de aquel Reino, tubo Napoleón Bonaparte maña para que, 

engañándolos [a] todos, se coronase como Emperador. Y no contento con esto, 

parece quería ser señor de todo el mundo. Pretestando paso para Inglaterra [sic] 

se llenó a España de tropas francesas, quál fuera la solapa de este caso se queda 

para los ystoriadores, q[u]e yo sólo lo toco para seg[u]ir el ylo de n[uest]ras 

abenturas. Dispuso su Mag[esta]d yziera su padre renuncia de la Corona en 

n[uest]ro amado Fernando VII, lo q[u]e fue para todos de un gozo tan grande 

q[u]e no se puede esplicar, que andaban las cosas tan fatales q[u]e ya asta los 

vienes eclesiásticos se vendían con Orden Real... pues engañaron a el nuebo 

Rei...y con el mismo engaño se lo llevaron a Franzia...y se acavó en España la 

familia Real, porque los Reyes padres se fueron de su boluntad, que no fue 

necesario los llevaran. Y quedamos todos bajo el govierno francés. Lo q[u]e en 

este tiempo pasamos no lo puedo yo decir y gracias a Dios y a María S[antísi]ma 

q[u]e nos libraron, porq[u]e este pueblo fue de los q[u]e menos padecieron, 

porq[u]e todo se quedó en sustos y dineros, q[u]e ya no savíamos de donde 
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sacarlos. En fin se fueron yendo los franceses porq[u]e Dios quiso inviarlos a 

Franzia, y con la misma providenzia de su M[agesta]d vino n[uest]ro deseado Rei 

Fernando VII, q[u]e si todo esto se ubiera de aber consegido a fuerza de armas 

no le ubiéramos visto el fin...". (ff. 92v-93) 

El Manuscrito recoge, además, una copia, sin fecha, de un escrito remitido por la 

Priora del mismo, la madre Josepha del Espíritu Santo, al Rey Fernando VII una 

vez restaurada la monarquía, tras la invasión francesa. La Priora se queja de la 

invasión francesa y hace referencia a una Real Cédula, dada en el Pardo el 21 de 

febrero de 1807, que autorizaba a segregar y vender la séptima parte de los bienes 

propios de la Iglesia, comunidades y fundaciones eclesiásticas, autorizada por el 

Papa en un Breve de fecha 12 de diciembre de 1806.  

La comunidad agustina de Cabra se había visto desposeída de una de las fincas 

"de más aprecio" (posiblemente el cortijo de Torredonjimeno), mediante un 

procedimiento que el convento calificaba de irregular. Por ello denunciaba el 

incumplimiento de varios capítulos de la Real Cédula, especialmente los que 

garantizaban la intervención de los propietarios en el proceso de elección de las 

fincas a exonerar y la determinación de su valor. Según el escrito "si el valor en 

que fue vendida la finca huviera servido a la Nación para sacar a V.M. de su 

penoso e injurioso Cautiverio, callaría la Com[unida]d respetando el noble objeto 

a que se destinó, pero la compra fue hecha con vales reales que el nuevo poseedor 

había ya ingresado en la Caxa y todas las más de las diligencias practicadas en 

los años de 1808, 1809 y 1810 en los que, como principiava la Revolución, la 

desorganización de las cosas estavan en el grado que es público y notorio, y aún 

ocupado el terrero por el Invasor".  (ff. 100-101) 

La finca de Torredonjimeno no figura entre las relacionadas en el Real Decreto 

de 16 de octubre de 1810. Debió ser subastada con anterioridad en Jaén, de 

acuerdo con los establecido por los Reales Decretos de 9 de junio y 27 de 

septiembre de 1809. 
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El manuscrito de don José del Carpio y Montilla, Apuntes para una historia de 

Cabra, del año 1893, es bastante escueto. El autor ha llegado a conocer a 

descendientes directos de quienes sufrieron la desagradable experiencia en Cabra. 

“Real Orden. En 1810 mandó el Rey aplicar a las necesidades del Estado toda la 

plata de las Iglesias de esta Diócesis que no fuera de absoluta necesidad para el 

culto. En Cabra se hicieron los inventarios mandados formar de Real Orden y 

aunque, según cuentan los antiguos, se llevaron mucha plata, pudo reservarse no 

poca. 

Invasión francesa. 

En el mismo año y en el mes de Septiembre, el Gobierno intruso impuso a esta 

Villa una multa de más de 400.000 reales por haberse sublevado contra los 

franceses que estaban en Lucena, y de lo contrario amenazaron a esta Villa con 

entrar a saqueo e inmolar doce victimas entre las personas principales; tocóle a 

la fábrica [de la iglesia mayor] dar 8.000 y pico de reales.” (238r-240r) 

En el verano de 1813, el Ayuntamiento de Cabra recibía una curiosa carta, con 

una proposición de rogativa, para que la Virgen de la Sierra intercediera en la 

finalización de la guerra de la Independencia (AHAC, caja 216, doc. 38. "Carta 

que anuncia una rogativa. 1813"). Algo que iba a ocurrir el día 30 de octubre, con 

la capitulación de las tropas francesas en Pamplona. 

Aunque fuera ya del conflicto bélico, no podemos dejar de señalar un hecho, entre 

anecdótico y humorístico, que nos relata don José del Carpio. 

Estamos ya en junio de 1623, en el llamado “segundo periodo absolutista”. 

El Cabildo local acuerda quitar la lápida de la Constitución de la fachada de la 

Casa Consistorial y reponer en sus cargos a los componentes del Ayuntamiento 

que ejercían a fecha de 1 de marzo de 1820. 

Vuelve a haber presos políticos y se hace la purificación de empleados públicos 

y de profesores del Colegio de Humanidades. 
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Se recuperan los privilegios señoriales y se acuerda celebrar un solemne “Te 

Deum” de acción de gracias.   

Así lo relata el señor Carpio Montilla. 

“Motín del Pueblo. En 12 de Junio de 1823, se amotinó el pueblo, pidiendo a 

gritos que se cantase un solemne “Te Deum” en acción de gracias por la caída del 

sistema revolucionario constitucional. El Vicario, que era miembro de la Junta de 

seguridad, accedió a los deseos del pueblo y se cantó el “Te Deum”, con 

asistencia del Municipio y una enorme multitud, que llenó por completo toda la 

Iglesia. Por cierto que no faltó un patriota que, aprovechándose de la confusión 

robó una de las paces, que tenía de peso 1.280 reales de plata y de un valor total 

de 4.030 reales”. 
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               Una propuesta original del capitán Comedias 

 

En el Archivo Histórico Nacional se conserva un legajo curioso, titulado 

“Pensamientos útiles. Planes, memorias, ideas políticas y militares remitidas por 

particulares”. (ESTADO, 52.D) 

Recoge 39 documentos diversos, remitidos a la Junta Suprema Central 

Gubernativa del Reino, entre el día 1 de agosto de 1808 y el 17 de enero de 1810, 

que incluyen, entre otras propuestas: quejas del funcionamiento de las tropas en 

ciertos lugares y de la formación y actitud de sus jefes, petición de protección de 

los bienes eclesiásticos, sugerencias de invocaciones a hacer antes de las batallas, 

procesiones, rogativas, envío de sacerdotes a los territorios liberados, 

alistamiento forzoso de vagos y maleantes de ciertas zonas españolas o incluso 

nuevas tácticas de guerra para resolver la crítica situación del momento. 

En este último apartado, el más numeroso, nos encontramos con un vecino de 

Cabra, llamado don Pedro María de Heredia, que hace la suya, bajo el título de 

Propuestas varias sobre la oposición bélica a los franceses, y solicitud de la 

reimpresión de la carta "El soldado católico en guerra de Religión" y de la 

“Instrucción Cristiana Militar”.  

La remite, desde Cabra, el día 27 de abril de 1809. (Ibidem, N.182). 

Pero, veamos primero quien es este personaje egabrense. 

Don Pedro nació en Cabra el día 16 de septiembre de 1775, a las once de la 

mañana. Fue bautizado al día siguiente, recibiendo los nombres de Pedro María 

José. (B, 46, 344) 

Era hijo de don Pedro José de Heredia Cabrera y de doña Teresa Ángela del Río. 

Era quinto nieto de don Alonso José de Heredia y Cabrera, Caballero de Santiago 

y Comendador de dicha Orden por el año 1630.  
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Por el año 1638, don Alonso José de Heredia tenía el cargo de Camarero del 

duque de Sesa en Cabra. 

En el año 1649 compra al arquitecto Luis González Bailén unas casas principales 

de la calle de Priego, donde iban a fijar su residencia los Heredia durante 

trescientos años. 

En ese momento, don Alonso José de Heredia estaba en Nápoles, como asistente 

del Gran Almirante y Capitán General del Mar de aquel Reino, don Francisco 

Fernández de Córdoba, duque de Sesa. 

Algunos de sus descendientes iban a ocupar cargos de responsabilidad en los 

territorios de los duques de Sesa y condes de Cabra. 

Volviendo al tema que nos ocupa, digamos que don Pedro María era conocido en 

Cabra como “el capitán Comedias”, precisamente por su aversión al teatro y a 

ciertas manifestaciones públicas de diversión del pueblo. 

Dotado de una notable cultura, el señor Heredia se hacía imprimir, entre otras 

cosas, determinados documentos de corte religioso, reuniendo en volumen lo que 

podría entenderse como un “devocionario” privado. De lo que resultaba unos 

volúmenes cuidadosamente encuadernados para las estanterías de su casa. 

Nosotros hemos tenido la oportunidad de conocer algún tomo de este tipo en la 

biblioteca particular de un buen amigo y paisano. 

Era tío de don Fulgencio María de Heredia y Cabrera, autor de la Historia del 

Hospital de Beneficencia de Cabra (1880) 

Cuando hace su propuesta al Gobierno, el señor Heredia tiene 33 años y es un 

militar retirado. No sabemos si por herida de guerra o accidente. 

En su carta, fechada en Cabra el día 27 de abril de 1809, dice llamarse “Don 

Pedro María de Heredia y Río, Rexidor perpetuo y Capitán retirado del Provincial 

de Soria”. 
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Se queja, al comienzo, de haber hecho otras propuestas, con anterioridad, de las 

que no ha recibido respuesta. 

Una de ella, “a mi buelta del exercito y de Jaen, desde donde con fecha 16 del 

corriente expuse a V.M. los trabajos de los soldados enfermos, cuyo cuidado es 

tan importante para la salud de la Patria”. Cita un impreso, firmado de la Junta 

Suprema Central, en que se “exige … al Pueblo de Sevilla … que qualquiera 

exponga francamente su consejo, de que le darán las gracias”. 

Algo que no había ocurrido con otras propuestas anteriores, lo que no le ha 

desanimado.  

Incluye algunas citas bíblicas y de los Padres de la Iglesia para justificar su 

posición. Dice ser consciente de los posibles errores humanos en este tipo de 

propuestas, pero también de los aciertos, para llegar al consejo de “no mirar a 

quien lo dice, sino a lo que se dice”. 

Cita alguna fábula famosa en su tiempo, como la de la “Asamblea de animales”, 

en que se atiende a la fuerza del que habla, como el toro y el elefante, 

despreciando la voz sensata y prudente del pobre asnillo. 

Recuerda que, en agosto del año anterior, había enviado una propuesta “sobre el 

estado del Exercito al Sr. Presidente de la Junta de esa Ciudad, cuya autoridad 

era entonces la que se reconocía por estos Reynos”. 

Otra, en diciembre, “a esta Junta Superior de Cordoba, con motivo de entregar 

una partida de dispersos de varios Cuerpos, que recogi de la retirada de las 

Castillas”. 

Una más, el 12 de enero y otra en febrero, que ruega se lean y que, “disimulando 

los errores que en todas ellas hubiere… se tenga presente lo que Dios haya 

querido que diga para el bien del Reyno”. 

Renuncia a sugerir “proyectos y operaciones militares”, reconociendo la mejor 

preparación de otras personas.   
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Recomienda hacer como Temístocles y Leónidas ante los temibles ejércitos de 

Jerjes, en el Paso de las Termópilas. 

Heredia inserta, con frecuencia, citas latinas para reforzar su postura. 

Según Heredia, “la defensa de los Pueblos y su fortificación conduce mucho…” 

pero hay que “hacer lo último del esfuerzo para socorrerlo”. 

Rechaza la ignorancia de quienes “no tienen mas instrucción que la que se 

adquiere en los periodicos y demas papeles modernos”. 

Les remite a la historia y a “las leyes de Partidas”, con nuevas citas a la Biblia y 

a situaciones heroicas, para afirmar “Nada de francés, nada del nuevo cuño. 

Nuestras leyes y santas costumbres”. 

Estos son los “dos sólidos principios” en los que funda la felicidad del Reino. 

“Qual debe ser el Rey para con Dios y para con su pueblo. Qual debe ser el Pueblo 

para con Dios y para con su Rey”. 

Respetar las leyes propias, “sin necesidad de códigos Napoleonicos, 

Robespieranos, Convencionistas ni Asambleistas”. 

“Poner todos los medios justos… para defender este nuestro Codigo sabio”. 

Seguir el ejemplo de San Fernando y otros líderes que les habían precedido. 

Suplica la reedición y distribución de una carta de fray Diego José de Cádiz 

titulada “El Soldado Católico en guerra de Religión” y el librito “Instrucción 

Cristiana Militar”, reimpreso en el año 1789, de los que ofrece aportar algunos 

ejemplares, si no hubiera disponibles en la Junta Suprema. 

Sugiere, por último, que se hagan sufragios por las almas de los militares 

difuntos, como agradecimiento por su sacrificio. 

Está claro, no confía en las novedades culturales y filosóficas del momento y 

quiere volver a lo anterior. 
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Don Pedro María de Heredia es un hombre anclado en el pasado, en el Antiguo 

Régimen, que ve con preocupación cualquier tipo de novedad social o religiosa. 

Una especie de Quijote moderno. Un iluminado que cree tener el remedio para 

todos los males de su generación. 

Rechaza las manifestaciones públicas del pueblo, que considera peligrosas para 

lo establecido hasta entonces. 

En el año de 1825, don Pedro M.ª de Heredia, con el rango de capitán y 

acompañado de su hermano don Segundo, marchó en peregrinación a Roma, para 

ganar el Santo Jubileo, de donde no iba a regresar. Allí dio públicas muestras de 

su extraordinaria piedad, su ejemplar virtud y sus conocimientos. 

Uno de sus objetivos era, también, implorar ante la Santa Sede la declaración de 

un milagro de la Virgen de la Sierra. El domingo 11 de enero de 1824, la Virgen 

había obrado el prodigio en la persona de un vecino, llamado Juan Granados, de 

30 años. El hombre había perdido la vista como secuela de una dolencia de 

tabardillo.  

Se había iniciado un expediente en el obispado de Córdoba, pero la causa no 

avanzaba, por lo que don Pedro decide marchar a Roma e insistir allí.  

Tampoco iba a conseguirlo, pero sí que cundiera su fama en el Vaticano como 

una persona virtuosa y venerable. 

Con fecha 10 de octubre de 1827, por decisión de1 Papa León XIII, se le entregó 

una reliquia de San Feliciano, un vaso teñido con su sangre, extraído de las 

Catacumbas donde estaba sepultado el mártir romano, del tiempo de Diocleciano. 

Don Pedro hizo labrar un cuerpo en cera, para introducir en él la reliquia, que iba 

a guardar en su casa, hasta que, en el año 1845, la remitió a España para que fuese 

instalada en alguna iglesia de Cabra. 

Después de varios años en la casa de su hermano don Tomás de Heredia, en 

Aguilar, el depósito definitivo se haría en la capilla de Santa Catalina, en la iglesia 

de Santo Domingo, donde continúa. Don Pedro María de Heredia muere en Roma 

en el año 1852, soltero. 



 

  

 

 Antonio Moreno Hurtado 

 

 

  

36 

 

 

 



  

 

 La guerra de Independencia en Cabra 

 

 

  

37 

 

             Rebelión contra las tropas francesas 

 

Comentábamos, con anterioridad, que el año 1810 es un momento crítico para los 

habitantes de Cabra. 

A comienzos de 1810, aparecen tropas francesas en Cabra y muchos vecinos 

deciden huir por miedo. Entre ellos, el corregidor Francisco Javier López Duque, 

por lo que se hace cargo del Ayuntamiento el teniente de corregidor don Juan 

Antonio Ruano Aguilera. 

Los franceses requisan mucho dinero y víveres, como tributo especial. Aparte de 

imponer un impuesto fijo mensual de 81.936 reales para contribuir a sus gastos 

de mantenimiento. (Albornoz, 188-189) 

El rey Carlos IV abdica en Aranjuez el día 19 de marzo de 1810.   

Su hijo, el rey Fernando VII, también abdica. Lo hace, en Bayona, el día 5 de 

mayo del mismo año, con lo que la corona española pasa al emperador Napoleón 

Bonaparte, que la cede a su hermano José el día 7 de julio. 

Muchos acontecimientos importantes para un pueblo profundamente monárquico 

que no acababa de entender lo que pasaba en su país. 

Desde finales de mayo de 1810, muchos egabrenses ya luchan contra el ejército 

invasor en unos agrupamientos paramilitares dirigidos por el conde de 

Valdecañas. 

Don Pedro Pablo Valdecañas Ayllón de Lara (Lucena, 1758-1825), había 

reclutado en Lucena y los pueblos cercanos a unos 4.000 hombres y 500 caballos, 

que iban a luchar contra los franceses en la batalla de Alcolea (7 de junio) y luego 

en la de Bailén (19 de julio). Se trataba de personas sin ninguna preparación 

militar, que iban a actuar a modo de guerrillas. 
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Cabra contribuyó con 501 hombres y 68 caballos, que llevó a Córdoba don Rafael 

Lagunero, alférez de Caballería retirado y que puso a las órdenes del conde de 

Valdecañas. 

Tras la batalla de Bailén, la tropa del conde de Valdecañas se había disuelto. 

Algunos de sus componentes consiguieron ser aceptados en el ejército regular, 

pero otros muchos regresaron a sus pueblos. 

No obstante, la presencia constante de tropas francesas en el sur de Córdoba iba 

a provocar un nuevo movimiento de sublevación, que iba a ser apoyado, desde la 

Serranía de Ronda, por el comandante don Pedro Cortés. 

Mientras tanto, el día 19 de junio de 1810, toman posesión los nuevos miembros 

del Ayuntamiento de Cabra, nombrados el día 15 por el Prefecto de la provincia 

de Córdoba, en nombre de Napoleón Bonaparte. (AACC, año 1810, fº 164) 

Para colmo, a finales de septiembre de 1810, llegan noticias de una nueva 

epidemia de fiebre amarilla en la costa andaluza y se toman medidas para evitar 

el contagio. 

Por esos días, hay que anotar una rebelión popular, en la zona de la actual 

Subbética, contra la opresión de los franceses.  

Los días 13 y 14 de septiembre, bandas organizadas de vecinos de Lucena, Cabra, 

Rute y otros lugares se reúnen en Lucena para evitar la entrada del coronel 

Bourban Burset. 

El día 15, los franceses consiguen entrar en Lucena, pero, el mismo día, ante la 

actitud de los pueblos sublevados, el coronel Bourban se ve obligado a abandonar 

la ciudad. 

Como reacción lógica, los franceses asedian Lucena, que está defendida con la 

ayuda de vecinos egabrenses y de otros lugares cercanos.  

No obstante, la fortaleza de las fuerzas invasoras hace que la ciudad capitule el 

día 17. Una rendición que incluye a Cabra y Rute. 
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Como medida de represión, el día 18 de septiembre de 1810, llega a Cabra el 

general de brigada Barón de Saint Pau, lo que produce la huida de numerosos 

egabrenses. 

Se piden 12 vecinos relevantes, para su ejecución, además de imponer una fuerte 

sanción económica. 

Finalmente, fueron conducidos a Córdoba los hacendados don Antonio de 

Vargas, don Lorenzo Cuenca Romero y don Juan Fernández Tejeiro. 

Tejeiro era regidor del Ayuntamiento y Vargas era el Síndico Procurador General 

del mismo. 

En ningún acta capitular de esos días aparece mención alguna a estos 

acontecimientos y sus consecuencias para el pueblo. 

Sabemos de la intervención de don José Sarraille, un ciudadano francés 

establecido como comerciante en Cabra desde hacía muchos años. Dado que 

hacía de intérprete con los franceses, Sarraille y su hijo Juan María, que luego 

sería Subprefecto del partido de Lucena, consiguieron calmar la ira del general 

francés y lograron que no se saquease el pueblo de Cabra. También consiguieron 

que, de los doce rehenes previstos para su ejecución, solamente se fusilara a tres 

presos comunes. (Albornoz, 176) 

En un trabajo posterior, analizaremos otras intervenciones de la familia Sarraille 

durante la dominación francesa. 

El Cabildo del día 22 de septiembre de 1810, recoge ciertas “medidas de 

seguridad” a tomar por los vecinos ante el peligro de asaltos e insultos de 

personas insurgentes. Se dice que es “para la defensa del pueblo contra los 

bandidos o partidas de insurgentes”. Ante cualquier situación de peligro, a toque 

de campana, todos los vecinos deberían ir a la plaza mayor “con las armas y 

defensas que pudieren”. Se incluye a hortelanos y trabajadores del campo. 

Se acuerda que se divida el pueblo en “cuarteles”, con un responsable que lleve 

la lista de los componentes de su “cuadrilla”. 
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Que se forme una “partida de tiradores”, asalariados, que hagan rondas por el 

pueblo y el campo, vigilando la presencia de posibles malhechores. 

Por último, se acuerda que se “cerque el pueblo, dejando las menos puertas 

posibles”; que las vigile la “Milicia Cívica” y que nadie salga del pueblo después 

del toque de campana. (AACC, año 1810, ff. 285-86) 

Una forma sutil para evitar hablar de lucha directa contra los franceses, en caso 

de que quisieran entrar en el pueblo de forma violenta. 

En el Archivo Histórico Nacional se conserva un pequeño expediente sobre las 

actividades de ciertos grupos armados que hostigaban a las tropas francesas 

establecidas al sur de la provincia de Córdoba. 

Con fecha 17 de septiembre de 1810, desde la Serranía de Ronda, donde había 

establecido su cuartel general el germen de lo que iba a ser el Ejército de 

Andalucía, se hacen los “preparativos y proyectos para la sublevación de los 

pueblos de Cabra, Lucena, Rute y otros de la Serranía”. (Diversos-Colecciones, 

94, nº 11, fº 1) 

Al frente del dispositivo está don Pedro Cortés, “Comandante General de la 

Sierra”, que tiene su cuartel general en la villa de Ubrique (Cádiz). 

El día 18, martes, el comandante Cortés, desde Ubrique, publica un Bando o 

Proclama, que se reparte en todos los pueblos cercanos. 

El texto es el siguiente:  

“Españoles habitantes de los pueblos de Andalucía. 

Nuestros hermanos de las Villas de Luzena, Cabra, Carcabuey, Rute, Priego e 

inmediatos, imitando el valor y Patriotismo de los Serranos, se han sublevado el 

día 13 del actual y siguiente, acometiendo a los Enemigos que devastaban su País; 

de los que ha quedado pocos con vida, y jurando todos defender hasta morir los 

sagrados derechos de su Nación, vengando los ultrages cometidos por aquellos 

pérfidos a nuestro Rey y Religión. 
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La hora es llegada, Andaluces, de que los Franceses abandonen estas fértiles 

Provincias, refugiándose escarmentados a los Pirineos, si vosotros teneis energía 

y recordais que sois Españoles, castigándolos por los Insultos que habéis sufrido, 

la violencia a vuestras Mujeres e Hijos, la destrucción de buestros Templos y la 

ruina de vuestros caudales. 

El Supremo Consejo de Regencia de España e Indias, que tan sabiamente nos 

gobierna a nombre de nuestro legítimo Soberano, el Señor Don Fernando 7º, ha 

dedicado todo zelo y esfuerzos a la formación de Exércitos que ya están 

organizados y auxiliarán vuestras operaciones, así como lo haré Yo con la 

División de Tropas de mi mando, subministrándoos también quantas municiones 

necesitéis y demás auxilios que os pueda franquear. 

Quartel General de Ubrique, 18 de Septiembre de 1810. 

Pedro Cortés, Comandante General de la Sierra”. (fº 10) 

En el documento se indica claramente que el ataque de los grupos de la actual 

Subbética había sucedido durante los días 13 y 14 de septiembre de 1810, en 

defensa de la ciudad de Lucena, antes de su toma por las tropas del coronel 

Bourban.  

El mismo día 18 de septiembre, el comandante Cortés remite un escrito a don 

Francisco Javier Abadía, en el que le comunica la redacción del bando o proclama 

sobre “la sublevación de Luzena, Cabra, Carcabuey, Rute, Priego e inmediatos… 

para conseguir la imitación de otros Pueblos” cercanos a los que se “hallan 

ocupados y confinan con esta Sierra”. Le dice que ha conocido los hechos de 

estos pueblos de la provincia de Córdoba por el coronel don Simón Manso y el 

Corregidor de Estepona. (fº 9) 

Don Francisco Javier Abadía y Aragorri (1770-1836) fue un militar español. En 

el año 1808 ostentaba el cargo de Brigadier y Sargento Mayor de la plaza de 

Cádiz. Cuando conecta con el comandante Cortés era ya Comandante General 

del Campo de Gibraltar, Jefe de las Tropas de la costa de Málaga y de la Serranía 

de Ronda. En el año 1812, fue nombrado Ministro de la Guerra, puesto al que 

renunció. 
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El día 20 de septiembre, desde Algeciras, el General Abadía responde a Cortés, 

felicitándole por su actuación y dándole licencia para tomar las iniciativas que 

estime oportunas, salvo aquellas de carácter extraordinario.   

En cuanto a la actitud de los pueblos cordobeses sublevados, afirma que 

“patentizan una prueba nada equívoca de su Patriotismo y honor a la verdad … 

deseosos de sacudir el infame Yugo que les oprime”. Espera que esta actitud sirva 

de ejemplo a otros ciudadanos. (fº 8) 

El mismo día 20, el comandante Cortés remite un nuevo escrito a su superior 

directo, el general Abadía, en el que le comunica que ha aceptado el ofrecimiento 

del teniente don Ramón Escalera, para activar la sublevación de Lucena, Cabra, 

Rute y demás, para lo que le ha sido expedido el oportuno pasaporte con el 

nombramiento de “Comandante de Partida”. Se le autoriza a residir en la Villa de 

Baena, “su Patria”. Indica que lo ha decidido en vista de “su intrepidez, 

conocimientos militares y del País”. Redactado en el Cuartel General de Ubrique. 

(fº 7) 

El día 25, Cortés anuncia al teniente Escalera su nombramiento. (fº 5) 

De manera que, a finales de septiembre de 1810, se reorganizan las partidas de 

ciudadanos voluntarios que, dirigidos por el teniente don Ramón Escalera, iban a 

seguir la lucha, en tierras de la Subbética, contra el ejército invasor. 

En el expediente citado del Archivo Histórico Nacional, se conserva, también, un 

escrito de Abadía a Cortés, de 9 de septiembre de 1810, sobre determinadas 

incidencias en la villa de Júzcar y el envío de oficiales y suboficiales de otros 

destinos a la Serranía de Ronda para servir a sus órdenes, así como la remisión 

de dinero para ayudar a su subsistencia. También le aprueba las proclamas que 

ha hecho circular “a los vecinos de Ronda y a los valientes Serranos”. (fº 4) 

Júzcar es un pueblecito de la Serranía de Ronda, en el Valle del Genal, que cuenta 

con unos 250 vecinos en la actualidad. Digamos que, desde 2011 a 2017, se le ha 

conocido como el “Pueblo Pitufo”, por haberse pintado de azul y haber colocado 

en él figuras alegóricas a la serie televisiva.  
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El acta del Cabildo egabrense, de 4 de enero de 1811, recoge la urgencia de 

cumplir la ”superior orden” de formar una “compañía de tiradores” en esta Villa 

y se acuerda hacer el “acopio de paños para los bestuarios” . Se calcula un gasto 

extra de cinco mil reales de vellón. 

Más adelante, con la finalidad de contrarrestar y controlar los movimientos 

paramilitares de los ciudadanos, contrarios a la monarquía intrusa, el rey José 

Napoleón, mediante un Decreto de 26 de marzo de 1811, ordena la formación de 

una “milicia cívica” en todas las poblaciones españolas. Para su dirección se 

nombra a vecinos notables, afectos o al menos no opuestos al nuevo régimen.  

El Diario de Madrid, del martes 16 de abril, recoge la orden de organización de 

la “milicia cívica” de Cabra. 

 “Art. IV. En la villa de Cabra se formará un batallón. 

Queda nombrado para comandante de este batallón D. Francisco María Lechuga; 

para ayudantes D. Carlos Buil y D. Francisco Antonio Quevedo y para 

abanderado don Pedro Oxinaga. 

Así mismo quedan nombrados para capitanes y oficiales de las quatro compañías 

los individuos que siguen. 

Capitanes.  

D. Antonio de Vargas. 

D. Antonio Andrés Galiano.  

D. Manuel Notario. 

D. Pedro Miguel de Luque.  

Tenientes. 

D, Ramón de la Peña 

D. Rafael Lagunes.  
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D. Lorenzo Cuenca Romero. 

D. Felipe Gutiérrez de Quevedo.  

Subtenientes.  

D. Juan Josef de Ulloa. 

 D. Josef de Luque Beltrán. 

D. Francisco de Paula de Vargas.  

D. Joaquín Fernández Texeiro.” 

 

Por esos días todavía era Corregidor de la Villa de Cabra don Juan María Álvarez 

de Sotomayor y Notario, nombrado en el año anterior. 

En cuestión de pocos meses, dentro del año 1811, sería sustituido por don Juan 

Antonio Ruano y Aguilera y, poco después, por don Antonio José de Vargas, con 

nombramiento del rey José Napoleón.  

 Era escribano del Cabildo don Joaquín Contreras y Lozano. 
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                 La liquidación de Bienes Nacionales 

 

La política desamortizadora del Gobierno con respecto a los bienes eclesiásticos 

en general tuvo una especial incidencia en Cabra.   

La desamortización tuvo como finalidad principal la de intentar la mejora de la 

Hacienda Pública.  

Ya, a mediados del siglo XVIII, se hacía patente la necesidad de sanear la 

Hacienda mediante un sistema eficaz de contribuciones públicas.  

Campomanes creía en la propiedad y en la iniciativa privadas. Estaba convencido 

de que la riqueza privada contribuiría a la riqueza pública.  

Por otra parte, el Catastro de Ensenada (1752) demostró que un porcentaje 

elevado de tierras no se cultivaban o rendían muy poco. Muchas de estas tierras 

estaban en poder de las corporaciones locales, de la Iglesia, de las cofradías y de 

lo que, en términos generales, se llamó las “manos muertas”. Es decir, de unas 

clases privilegiadas que no tributaban a la Corona.  

Las propuestas de Floridablanca (1766) y Olavide (1768) iban en el sentido de 

poner las tierras en manos de personas que las hicieran rentables y produjeran 

beneficios públicos. Se trataba preferentemente de arrendar, no de enajenar los 

bienes públicos. De momento no se tomaban medidas contra las propiedades 

eclesiásticas.  

Pero lo que reformistas e ilustrados consideraron conveniente, se hizo necesario 

a finales del siglo XVIII y principios del XIX. Las guerras con Francia, Portugal 

e Inglaterra llevaron a la ruina al país. A partir de 1794 se comenzaron a emitir 

unos Vales Reales, con un interés anual del 4 por ciento, que se respaldaban con 

propiedades públicas. Poco a poco se empezó a poner cerco también a los bienes 

eclesiásticos.  

Un Real Decreto, de fecha 19 de septiembre de 1798, ordenó la venta de bienes 

de hospitales, hospicios, casas de misericordia, de reclusión y de expósitos, 
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cofradías, memorias, obras pías y patronatos de legos, así como la redención de 

censos pertenecientes a ellos, compensando a dichas instituciones con un interés 

anual del tres por ciento. Era el primer paso de la desamortización, con sus tres 

elementos básicos: apropiación de bienes por el Estado, subasta pública y 

aplicación del dinero conseguido a la Real Hacienda.  

Un Breve Pontificio, dado en Roma el día 14 de junio de 1805, autorizaba la 

enajenación de bienes eclesiásticos hasta la cantidad que rindiera anualmente 

200.000 ducados de oro, sin necesidad de autorización previa por parte de los 

prelados correspondientes, pero con la condición principal de redimir los Vales 

Reales.  

Otro Breve, de 12 de diciembre de 1806, autorizaba la venta de la séptima parte 

de los predios pertenecientes a las iglesias, monasterios, conventos, 

comunidades, fundaciones y a otras cualesquiera personas eclesiásticas e incluso 

el patrimonio de las cuatro Ordenes Militares y la de San Juan de Jerusalén. La 

aplicación parcial se hizo a partir de una Real Cédula de 21 de febrero de 1807, 

con una retribución del tres por ciento anual.  

Esta Real Cédula, dada en el Pardo el 21 de febrero de 1807, autorizaba a segregar 

y vender la séptima parte de los bienes propios de la Iglesia, comunidades y 

fundaciones eclesiásticas. 

Dos años después, el rey José Napoleón firmaba en Madrid, con fecha 27 de abril, 

el Decreto de Supresión de los clérigos regulares. El Decreto, publicado el día 18 

de agosto de 1809, suprimía todas las Ordenes Regulares, Monacales, 

Mendicantes y Clericales de España, por una pretendida actitud hostil de los 

religiosos hacia el nuevo Gobierno. Se les concedía un plazo de 15 días para salir 

de sus conventos y vestir hábitos clericales seculares, lo que suponía la primera 

exclaustración de frailes y monjas en España. 

Los Regulares secularizados deberían establecerse en sus lugares de nacimiento, 

salvo autorización expresa y cobrarían la pensión que había establecido el 

Decreto de 27 de abril de ese año. A cada uno de ellos se les ofrecería un empleo 
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eclesiástico, “según su aptitud, mérito y conducta”. El cobro de las rentas de sus 

bienes se haría por el Gobierno.  

Posteriormente, una Ley de 17 de junio de 1812, iba a incorporar al Estado los 

bienes de las órdenes religiosas disueltas. 

Por otra parte, el día 9 de junio de 1809, José Napoleón firmaba un Real Decreto 

que autorizaba la venta de los ahora llamados “Bienes Nacionales” para el pago 

de la deuda pública.  

Un Real Decreto posterior, de 2 de junio de 1810, ordenaba la constitución de 

una “Comisión de liquidación de la deuda del Estado” y la expedición de 

credenciales a los acreedores para que pudieran usarlas en la compra de los 

”Bienes nacionales”, resultantes de las expropiaciones y confiscaciones llevadas 

a cabo a determinadas instituciones e incluso particulares. 

El día 21 de septiembre de 1810, el Rey José Napoleón nombró Director General 

de Bienes Nacionales al Consejo de Estado don Manuel Sixto Espinosa. (Diario 

de Madrid, nº 267, lunes, 24 de septiembre de 1810) 

Con respecto a la Prensa, la llegada de las tropas francesas a Madrid iba a 

provocar su “dependencia” de la estructura estatal, a partir de mayo de 1808. 

El Diario de Madrid y la Gaceta de Madrid serán incautados y obligados a servir 

a la causa napoleónica, convirtiéndose en portavoces de comunicados oficiales y 

de las subastas públicas. 

Un Real Decreto de 16 de octubre de 1810, iba a señalar las fincas que se 

destinaban a “hipoteca especial de los créditos del servicio corriente, contraídos 

desde 6 de Julio de 1808 hasta 30 de Setiembre último”. 

Estaba expedido en el Palacio Real de Madrid, por el Rey Josef Napoleón “Rey 

de las Españas y de las Indias”. Rubricado por el Ministro Secretario de Estado, 

Mariano Luis de Urquijo. (Diario de Madrid, sábado 3 de noviembre de 1810, nº 

307, p. 541-43). 

La justificación oficial la encontramos en el artículo primero del Decreto. 
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Art. I. “A cuenta de los quatrocientos millones de reales, que en bienes nacionales 

se han destinado por nuestro Decreto de 29 de diciembre del año último de 1809, 

para subvenir a las necesidades del Estado, señalamos por ahora las fincas que 

comprehende el estado, aprobado por Nos, para hipoteca especial de los créditos 

del servicio corriente, contraídos desde el 6 de Julio de 1808 hasta fin de 

Septiembre de este año, que hayan sido incluidos en el estado de atrasos aprobado 

por Nos en 4 del corriente mes.” 

Art. II. “Estas fincas no podrán de modo alguno disponerse para otro objeto.” 

Se trata de “tapar” un gran agujero económico del Gobierno “intruso” con la 

venta de propiedades públicas o requisadas. Su objetivo era la extinción de la 

deuda pública. 

El Estado debe mucho y necesita buscar una fórmula para atender a sus 

proveedores. 

El art. III establece que los acreedores al Estado que prefieran adquirir estas 

fincas, en vez de esperar a cobrar sus deudas, podrán solicitar “libramientos sobre 

el Tesoro público” con los que acudir a las subastas y ejercer los pagos de las 

mismas. Estas certificaciones las firmaría el Director General del Tesoro Público 

y miembro del Consejo de Estado, don Carlos Faipoult. 

La venta de bienes se haría en pública subasta en Madrid, de acuerdo con lo 

establecido por el Decreto de 22 de diciembre de 1809. 

Sin embargo, según el art. X, “el modo de vender señalado por el Decreto de 29 

de Diciembre de 1809, queda derogado, como igualmente qualesquiera otra 

disposición contraria al presente Decreto”. 

Se trata de una auténtica primera desamortización de las propiedades de los 

suprimidos conventos de frailes y monjas y algunos bienes de Propios y de 

particulares, para atender los gastos y deudas acumuladas del llamado “Gobierno 

intruso”. 
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Es muy interesante resaltar que, a efectos de la apreciación de las fincas, las 

“tierras y predios rústicos” se valoraban en doce veces su renta anual. Mientras 

que las “casas y artefactos” se valoraban en ocho veces su renta. En unas subastas 

anteriores, sobre propiedades en Madrid y su provincia, la valoración de las fincas 

fue más alta. Veinte y doce veces, respectivamente. 

De todos modos, el precio de partida era muy barato. 

Para entender la paridad, conviene recordar que, en ese tiempo, un jornal de un 

trabajador no especializado era de unos cuatro reales diarios. 

Pongamos el ejemplo actual de una casa arrendada en Cabra en 500 euros 

mensuales. Tendría una renta anual de 6.000 euros y un precio de venta, de salida, 

de 48.000 euros. 

En las últimas subastas, hubo casas que se llegaron a vender en seis veces la renta 

anual. Es decir, unos 36.000 euros, si volvemos al ejemplo anterior. Una auténtica 

ganga. 

Muchos compradores optaron por seguir arrendando estas fincas que, al cabo de 

seis u ocho años, les habrían devuelto el dinero invertido, manteniendo su 

propiedad. Pero las cosas, afortunadamente, no iban a ir por ese camino. 

El Real Decreto se continúa con la relación de bienes a vender mediante pública 

subasta, comenzado por las fincas rústicas. El orden es alfabético, por provincias. 

En el caso de la provincia de Córdoba, figura, entre un total de 54 fincas, una 

huerta contigua al convento de San Pablo, de 15 celemines, “con agua de pie”. 

Valor de renta de 1.320 reales y de venta en 14.760 reales. 

“La hacienda de las Ermitas en la sierra y término de Córdoba, compuesta de 500 

olivos”. En renta por 800 reales anuales, con un precio total de 9.600 reales. 

La huerta del suprimido monasterio de San Jerónimo, “compuesta de 13 fanegas 

de tierra, con agua de pie, poblada de frutales, naranjos y demás”. Arrendada en 

8.000 reales y apreciada en venta en 96.000. 
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En cuanto a Cabra, aparece una finca de 142 aranzadas y cuarta de olivar y un 

molino de aceite con dos vigas, en el sitio del Colmenar. Con una renta de 20.221 

reales y un precio de venta de 242.652 reales. 

Por otra parte, un conjunto de 115 aranzadas y un octavo, de olivar y estacada en 

18 suertes y en distintos partidos de los términos de la ciudad de Lucena y de la 

villa de Cabra. Más una viga de molino en la calle Ancha, de Lucena. Por todo 

ello, se venía pagando al año 8.668 reales en metálico, más tres fanegas de 

aceituna y doce arrobas de aceite. Se valora la aceituna a 20 reales la fanega y el 

aceite a 35 reales la arroba. De manera que hace una renta anual de 9.428 reales 

y un valor en venta de 113.136 reales. 

Una finca de 6 fanegas de tierra, en el término de Cabra, arrendada a doña María 

Coello en 1.000 reales, lo que hace un precio de venta de 12.000 reales. 

Otra de 3 fanegas de tierra, en el partido del Llano de las Damas, término de 

Cabra, con un valor en renta de 180 reales y de venta en 2.160.  

En cuanto a los edificios a subastar en la provincia de Córdoba, el número era 

enorme.  

En Cabra, se sacan a subasta 24 casas y un portal. Son las siguientes: 

Una casa, en la calle del Granadal, arrendada a Josef Moñiz en 572 reales al año. 

Valor en venta de 4576 reales. 

Una casa, en la calle de la Concepción, arrendada a Rafael Barranco en 396 reales 

al año. 

Una casa, en la calle de Almaraz, arrendada a Juan Valenzuela en 330 reales. 

Una casa, en la calle de Santa Ana, arrendada a Manuel Chacón en 220 reales. 

Una casa, en la calle de Santa Ana, arrendada a Cristóbal de Arroyo, en 198 

reales. 

Una casa, en la calle Álamos, arrendada a Sebastián de Viñas en 550 reales. 
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Una casa, en la calle de la Fuente, arrendada a Antonio Guzmán en 198 reales. 

Una casa, en la calle de las Parras, arrendada a Josef López Zafra en 385 reales. 

Una casa, en la calle del Nogalejo [hoy Redondo Marqués], arrendada a Juan 

Gamero en 264 reales. 

Una casa, en la calle de “Nogales” [será Nogalejo], arrendada a Manuel de 

Campos en 165 reales. 

Una casa, en la calle de Doña Leonor, arrendada a Francisco Félix Ortiz en 308 

reales. 

Una casa, en la calle de Priego, arrendada a Santiago Leiva en 660 reales. 

Una casa, en la calle de Priego, arrendada a Pablo Pastor en 572 reales. 

Una casa, en la calle de Granada [será Granadal], arrendada a doña María 

Magdalena de Arce en 638 reales. 

Una casa, en la calle de Almaraz, arrendada a Bernardo del Moral en 418 reales. 

Una casa, en la calle de los Huertos, arrendada a Paula Jiménez en 374 reales. 

Una casa, en la calle de Baena, arrendada a Pablo Aranda en 352 reales. 

Un portal en la bajada de la Plaza, arrendado a Manuel Ordóñez en 204 reales. 

Una casa indivisa, con cuatro viviendas, arrendadas a Antonio Muñoz, Juan 

Pastor, Juan Barranco y Bartolomé de Mora en 1.477 reales anuales. 

Una casa, en la calle del Cauz, arrendada a Pedro Navarro en 98 reales. 

Una casa, en la calle del Tejar, arrendada a Gavino Pacheco en 220 reales. 

Una casa, en la calle de Hornillo [hoy Teniente Fernández], arrendada a Francisco 

Varo en 341 reales. 

Una casa, en la calle de San Juan, arrendada a Lorenzo Cubero en 622 reales. 
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Una casa, en la calle de las Palomas, arrendada a Beatriz Iglesias en 297 reales. 

Una casa, en la calle de los Álamos, arrendada a Francisco Mariscal en 407 reales. 

Es curioso observar el precio medio de los alquileres de las casas, según las calles 

en que se encuentran. 

El proyecto de subastas lo firman el Director General de Bienes Nacionales, 

Manuel Sixto Espinosa, el Ministro Secretario de Estado, Mariano Luis de 

Urquijo, el Ministro de Hacienda y Gobernación, Francisco Angulo y el propio 

Rey. 

El presupuesto total de las fincas y casas que se sacan a subasta, en esta ocasión, 

es de casi 53 millones de reales. Poco más de la décima parte de lo que el 

Gobierno pretendía recaudar. 

Aunque estos proyectos difícilmente se llegaban a cumplir con exactitud.  

Por entonces, muchos de los bienes sacados a subasta pública se solían declarar 

desiertos en su primera convocatoria, especialmente si se hacía en provincias, por 

lo que las autoridades se veían obligadas a publicar nuevas convocatorias en las 

que ya no se estipulaba un precio de salida. 

Esta circunstancia, unida al hecho de que, en esta ocasión, las pujas eran 

directamente en Madrid, hacía que el ciudadano medio apenas tuviera ocasión de 

enterarse de las mismas a tiempo, con lo que era relativamente normal que 

asistiera un solo pujador que solía imponer el precio de su conveniencia.  

Postores que solían ser intermediarios, casi profesionales, que luego cedían el 

remate a otras personas, obteniendo grandes beneficios. 

Tampoco faltaban los oportunistas de clase media acomodada que consiguieron, 

de este modo, hacerse con propiedades públicas o de las comunidades religiosas 

a precios irrisorios. 

Un caso desgraciadamente habitual en Cabra en el siglo XIX.  
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Pero, en esta ocasión, las fincas salían a un precio muy reducido, por lo que los 

segundos remates de ciertas fincas podían llegar, excepcionalmente, a precios 

relativamente altos. 

Veíamos más arriba que, el día 9 de junio de 1809, el rey José Napoleón había 

firmado un Real Decreto que autorizaba la venta de los ahora llamados “Bienes 

Nacionales” para el pago de la deuda pública.  

A últimos de septiembre y comienzos de octubre de 1810, se inician las primeras 

subastas de fincas. Al principio, se limitan a Madrid y su provincia. Estas pujas 

de bienes madrileños se suelen rematar por encima del precio de salida. 

Con fecha 15 de octubre, don Pedro de Mora y Lomas, Caballero Comendador 

de la Orden Real de España, Consejero de Estado y Prefecto de la provincia de 

Madrid., hace público que se han celebrado “los primeros remates”, de acuerdo 

con su edicto de 30 de septiembre anterior. Se trata de varias fincas en Arganda, 

provincia de Madrid. Anuncia que los segundos remates se harían el día 20, a las 

diez de la mañana, “en la sala del Consejo de Hacienda en que se hace la 

extracción de la lotería”.  

En las primeras subastas, a las fincas rústicas se les señalaba, en principio, un 

valor equivalente a 22 veces el precio de arrendamiento anual. A los edificios se 

les multiplicaba por doce. 

Un Real Decreto, de 16 de octubre de 1810, iba a señalar las fincas que se 

destinaban a “hipoteca especial de los créditos del servicio corriente, contraídos 

desde 6 de Julio de 1808 hasta 30 de Setiembre último”. 

El procedimiento de las subastas y sus remates podemos seguirlo a través de las 

páginas del Diario de Madrid. 

La edición del domingo, 4 de noviembre de 1810, ofrece la primera información 

sobre las subastas de fincas cordobesas. Se trata de fincas rústicas.  

Allí podemos leer: “Continúa el estado nº 1º de bienes nacionales, vendibles en 

subasta pública, conforme al real decreto de 16 de octubre de 1810”. 



 

  

 

 Antonio Moreno Hurtado 

 

 

  

54 

 

Provincia de Córdoba 

Finca                                                               Renta anual         Capital x 12 

p. 546-547 “Ciento quarenta y dos aranzadas y cuarta de oli/var y un molino de 

aceite, con dos vigas, al sitio del Colmenar y término de Cabra”          20.221            

242.652 reales 

p. 547. “Ciento quince aranzadas y un octavo de olivar y estacas en dieciocho 

suertes… en los términos de la ciudad de Lucena y villa de Cabra y una viga de 

molino en la calle Ancha…”                9.428             113.136 

p. 548. “Otra tierra de 6 fanegas, término de la villa de Cabra, arrendada a doña 

María Coello en”                                                                   1.000              12.000 

p. 548. “Otra de tres fanegas, partido del Llano de Damas, término de la villa de 

Cabra “                180                2.160 

Don Pedro de Mora y Lomas, Prefecto de la provincia de Madrid, convocaba, 

mediante Edicto, el día en que se iban a celebrar los primeros remates de los 

bienes nacionales correspondientes. Solo se hacía cuando se habían recibido 

posturas para los mismos. 

El día 9 de noviembre, viernes, el Diario de Madrid anunciaba la subasta de varias 

fincas urbanas en la provincia de Córdoba. Pero, en esta ocasión, nadie se había 

interesado por las propiedades de Cabra. 

En el periódico del lunes, 17 de diciembre de 1810, aparece un Edicto de don 

Pedro de Mora en el que se anuncia que hay postura de 113.136 reales de vellón 

para las “115 aranzadas y un octavo, de olivar y estacada en 18 suertes y en 

distintos partidos de los términos de la ciudad de Lucena y de la villa de Cabra. 

Más una viga de molino en la calle Ancha, de Lucena”. Se ofrece pagar el mismo 

precio de salida. Se anuncia el primer remate para el día 29 de diciembre. 

El periódico del día 28 de diciembre anuncia que, el día anterior, se habían 

presentado las primeras posturas para las subastas. Entre ellas, la finca de Cabra, 
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de 6 fanegas de tierras arrendadas a doña María Coello, valorada en 12.000 reales. 

Se ha recibido una oferta por ese mismo precio. Se cita a los interesados para un 

primer remate, a celebrar el día 8 de enero. 

El domingo, 30 de diciembre de 1810, el periódico anuncia que se ha hecho el 

primer remate de las tierras citadas de Cabra y Lucena y la viga de molino de la 

calle Ancha. Ha habido un único postor, que ofrece pagar el precio de salida. Es 

decir, 113.136 reales de vellón. 

Se anuncia que el segundo remate se celebraría el día 3 de enero, a las diez de la 

mañana, “en una de las salas del suprimido Consejo de Indias”. 

El periódico del día 8 de enero de 1811, martes, anuncia que, el día anterior, se 

ha recibido una oferta para las 142 aranzadas y cuarta de olivar y un molino de 

aceite, con dos vigas, al sitio del Colmenar y término de Cabra. Se ofrecen 

242.652 reales de vellón, el precio de salida. 

Se convoca para el primer remate el día 19 de enero, “en una de las salas del 

suprimido Consejo de Indias, casa llamada de los Consejos”. A las diez de la 

mañana. 

El 9 de enero se informa de que, el día anterior, se había celebrado el primer 

remate de una finca de 6 fanegas de tierra, en el término de Cabra, arrendada a 

doña María Coello en 1.000 reales, lo que hace un precio de venta de 12.000 

reales. Se ha ofrecido la misma cantidad. Se cita para el segundo remate, el día 

13 de enero, a las diez en punto. 

El 19 de enero se celebra el primer remate de 142 aranzadas y cuarta de olivar y 

un molino de aceite, con dos vigas, al sitio del Colmenar y término de Cabra. Se 

ofrecen 242.652 reales de vellón y se ha rematado en la misma cantidad. Se cita 

para el segundo remate para el día 24, a las diez de la mañana. 

El lunes, 4 de febrero, se anuncia que se ha hecho el segundo remate de las 115 

aranzadas y un octavo, de olivar y estacada en 18 suertes y en distintos partidos 

de los términos de la ciudad de Lucena y de la villa de Cabra. Más una viga de 

molino en la calle Ancha, de Lucena. Se ha realizado por el precio final de 
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113.136 reales de vellón. Es decir, solamente ha habido un postor, que paga el 

precio de salida. 

El día 24 de enero de 1811 se hace el segundo remate de las 142 aranzadas y 

cuarta de olivar y un molino de aceite con dos vigas, en el sitio del Colmenar. Se 

remata en 257.000 reales de vellón. El precio de salida había sido de 242.652 

reales. 

A título de curiosidad, diremos que la huerta del suprimido monasterio cordobés 

de San Jerónimo, “compuesta de 13 fanegas de tierra, con agua de pie, poblada 

de frutales, naranjos y demás”, apreciada en venta en 96.000, se remata 

finalmente en 130.000 reales. 

Un Real Decreto, de 3 de marzo de 1811, ordena que a las personas que 

compraren bienes nacionales no se les entreguen los títulos originales de 

propiedad sino un “testimonio del acto del remate y adjudicación definitiva de la 

finca, que le servirá de título de propiedad”. Un detalle importante que iba a tener 

consecuencias a la caída del monarca francés. 

No hemos encontrado más información sobre el remate final de las seis fanegas 

de tierra arrendadas a doña María Coello, que imaginamos se venderían por el 

precio de salida. 

El Diario de Madrid, del día 28 de mayo de 1811, publica un Real Decreto, de 22 

de abril de 1811, en el que informa de que no se han recibido ofertas para la 

compra del llamado Soto de Roma y se abre nuevo plazo de admisión de posturas. 

La hacienda denominada Soto de Roma tenía su origen en unas tierras de la Vega 

de Granada, recuperadas para la Corona española tras la toma de aquella ciudad. 

A ellas se fueron uniendo otros bienes de la Corona, en diversos lugares de 

España, que se solían arrendar a modestos labradores. 

Hacia el año 1544, el quinto conde de Cabra y tercer duque de Sesa, don Gonzalo 

Fernández de Córdoba, poseía unas tierras y alquerías junto a las del Soto de 

Roma, en la Vega de Granada, que ofreció vender a la Corona.   
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Dentro ya del siglo XVIII, la Monarquía ordenó construir allí una Casa-Palacio 

para residencia vacacional de los miembros de la Casa Real e invitados. 

En el año 1811, como decíamos, se extraen las fincas del Soto de Roma del listado 

general del Decreto de 16 de octubre de 1810. 

Se trata de numerosos bienes repartidos por casi todas las provincias andaluzas y 

algunas de los alrededores de Madrid. 

Esta enorme hacienda había sido regalada, en la segunda mitad del siglo XVIII a 

don Manuel Godoy, como pago de sus servicios a la Monarquía. Pero, tras la 

caída de Godoy, estos bienes revirtieron en la Corona y ahora eran objeto de 

subasta pública. 

En principio, se sacan a la venta varias fincas de las provincias de Córdoba y 

Granada. 

En este número, de 28 de mayo, aparecen fincas en los términos de Córdoba, 

Jauja, Lucena (una huerta contigua al convento de carmelitas descalzos), Écija… 

En la edición del día 29 de mayo, aparecen en oferta cinco fincas rústicas de 

Cabra, junto a otras muchas de Lucena y Granada. 

En Cabra: 

Una suerte de tierra de 33 ¼ aranzadas de olivar, con su casa de teja, en el partido 

del Camino de Córdoba, linde con tierras de D. Francisco de Paula Ulloa.    2.559 

reales y 8 maravedíes de renta y 30.710 reales y 28 maravedíes en venta. 

Otra suerte de olivar de 13 ¼ aranzadas, en el partido del Carmonil y Campillo, 

y linda al camino que de Cabra va a Rute.                                                           795          

9.540 

Otra de 24 ¾ aranzadas en el mismo partido del Carmonil y Campillo; linda con 

D. Joaquín Castillejo                  1.113 reales y 25 mrs. de renta y 13.364 reales 

y 28 mrs. en venta. 
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Una suerte de viña de 40 ¼ aranzadas en el mismo partido del Carmonil; lindan 

los herederos de Juan Pasqual Blazquez          1.932               23.184 

Una suerte de olivar de 12 ½ aranzadas al sitio del camino y llano del convento 

de la Victoria, linde con la calzada que va a él, y el arroyo de la Tejera               675                 

8.100 

En los días siguientes, aparecen otras fincas del Soto de Roma en otros lugares. 

El total que se saca a subasta asciende a 9.604.683 reales y 22 mrs. 

Dado en Madrid, el 21 de abril de 1821. Firman el Rey y sus secretarios. 

La oferta tiene poco éxito y muchas fincas se venden por el precio de salida. 

El día 4 de septiembre de 1811, miércoles, se celebran los primeros remates de 

dos de los bienes ofertados en Cabra. Se anuncia el segundo remate para el día 

10. 

Se trata de un portal en la bajada de Plaza, arrendado a Manuel Ordóñez. 

Estimado y rematado en 1.632 reales. Este portal se conoce hoy como 

Porciúncula de la Virgen de la Sierra. 

Una casa dividida en cuatro viviendas, arrendada a Antonio Muñoz y 

compañeros. Estimada y rematada en 11.816 reales. 

Ante la difícil situación económica del gobierno, el diario del 17 de septiembre 

de 1811 publica un Real Decreto, de 28 de julio de 1811, por el que se ordena 

vender, en las provincias de Andalucía, bienes nacionales por un total de 25 

millones de reales, por subasta pública directa ante el Prefecto de cada provincia. 

Se pagarán a metálico y el valor de las fincas rústicas no será inferior al de diez 

veces el de renta y de seis veces el de las fincas urbanas. 

A continuación, se decreta que “queda derogada la facultad de vender por precio 

convencional y sin subasta”. 
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El diario del sábado, 21 de septiembre de 1811, anuncia que, el día anterior, se 

han recibido posturas para las siguientes fincas de Cabra. 

Una suerte de olivar de 13 ¼ aranzadas, en el partido del Carmonil y Campillo, 

y linda al camino que de Cabra va a Rute.                                       En  9.540 reales 

Otra de 24 ¾ aranzadas en el mismo partido del Carmonil y Campillo; linda con 

D. Joaquín Castillejo            En 13.364 reales y 28 mrs. 

Una suerte de olivar de 12 ½ aranzadas al sitio del camino y llano del convento 

de la Victoria, linde con la calzada que va a él, y el arroyo de la Tejera  En  8.100 

reales. 

Se anuncia que el primer remate se celebraría el día 2 de octubre. 

Celebrados las primeras pujas de estas fincas, con el mismo precio, se anuncian 

los segundos remates para el día 7 de octubre. 

El Diario de Madrid, del 18 de octubre de 1811, anuncia que se han recibido 

posturas para tres casas en la villa de Cabra. Se postulan por el mismo valor de 

salida. 

Una casa en la calle de Álamos, arrendada a Sebastián de Viñas       4.400 reales 

Otra en la calle de Priego, arrendada a Santiago Leiva                       5.280 

Otra en la calle de Baena, arrendada a Pedro Aranda           2.816 

Se anuncia el primer remate para el día 29 

Por otra parte, el día 30 de octubre de 1811 se publica el primer remate de otras 

fincas en Cabra. Se ha hecho en el mismo precio de salida y se anuncia el segundo 

remate para el día 4 de noviembre. Se trata de las tierras del Llano de las Damas 

y las casas arrendadas a Sebastián de Viñas, Santiago Leiva y Pedro Aranda. 

El periódico del día 12 de noviembre de 1811 reseña que se han celebrado, el día 

anterior, los primeros remates de varias casas en Cabra y se anuncia el segundo 

remate el día 16. Se trata de: 
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Una casa, en la calle del Granadal, arrendada a Josef Moñiz. Valor en venta de 

4.576 reales. Se iguala la oferta. 

Una casa, en la calle de Priego, arrendada a Pablo Pastor. Igual, 4.576 reales. 

Una casa, en la calle de Granada [será Granadal], arrendada a doña María 

Magdalena de Arce. Igual, 5.104 reales 

Una casa, en la calle de los Álamos, arrendada a Francisco Mariscal. Igual, 3.256 

reales. 

El diario del lunes, 9 de diciembre de 1811, anuncia la postura para una suerte de 

viña de 40 ¼ aranzadas en el partido del Carmonil; que linda con los herederos 

de Juan Pasqual Blázquez. Por el mismo precio de la salida, 23.184 reales. 

El primer remate será el día 18 de diciembre. En el mismo, se ofrecen 23.684 

reales. 500 reales más. Se fija el segundo para el día 23. 

El diario del viernes, 27 de diciembre de 1811, anuncia que, el día 26, se ha hecho 

postura para “una suerte de tierra de 33 ¼ aranzadas de olivar, con su casa de 

teja, en el partido del Camino de Córdoba, linde con tierras de D. Francisco de 

Paula Ulloa”. En 30.710 reales y 28 mrs. 

Se fija el primer remate el día 7 de enero de 1812. Celebrado este y ofrecido el 

mismo precio, se convoca el segundo remate para el día 14 de enero. 

El 18 de enero se anuncia nueva subasta de fincas del Soto de Roma para las que 

no se han recibido posturas. En los días siguientes, se vuelven a hacer ofertas, 

mediante Edictos, de subastas directas para estas fincas. 

Las posturas de algunas fincas llegan a ser de seis veces la renta anual. Una 

auténtica ganga, como decíamos con anterioridad. 

En esta situación llegamos al día 12 de agosto, en que el duque de Wellington 

entra en Madrid y se suspende la actividad pública del Gobierno invasor. 



  

 

 La guerra de Independencia en Cabra 

 

 

  

61 

 

Como recompensa por su labor militar, el duque de Wellington iba a recibir, 

además del ducado de Ciudad-Rodrigo, la hacienda del Soto de Roma, en la Vega 

de Granada. 

La información del Diario de Madrid no ofrece datos de la identidad de los 

nuevos propietarios de las fincas, por lo que la única posibilidad de localizarles 

es a través de algunos procedimientos de recuperación llevados a cabo por la 

Junta Suprema de Reintegros, de que trataremos en un nuevo trabajo. 
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       La Junta Suprema de Reintegros 

 

Uno de los primeros temas sociales de Fernando VII a su regreso al trono fue la 

devolución de los bienes confiscados por el Gobierno intruso a sus legítimos 

propietarios. Un fragmento social que incluía tanto a personas particulares como 

a conventos, parroquias e instituciones civiles. La Gaceta de Madrid, del 27 de 

septiembre de1814, publicaba una “Real cédula sobre la restitución de las fincas 

y muebles, de cualquier clase que sean, llamados nacionales, confiscados por los 

enemigos”. Dictada en Madrid, en el Palacio Real, el 31 de agosto de 1814.Iba 

dirigida a todos los miembros de Su Consejo, presidentes de las Chancillerías, 

Gobernadores, Alcaldes Mayores, Corregidores y todos aquellos bajo su mando. 

Se justifica ante la necesidad de corregir los abusos de “los desnaturalizados 

españoles que, por diferentes medios ilícitos, tratos y compras voluntarias y 

detestables de bienes llamados nacionales, en tiempos del Gobierno intruso, se 

habían enriquecido a costa de propietarios fieles y vasallos honrados de todas 

clases”. Para ello, se había oído la opinión de los “tres Fiscales” y revisado los 

Decretos dictados por el Consejo de Regencia a partir del día 11 de agosto de 

1808, declarando nulas las ventas de las fincas confiscadas, tanto a propietarios 

particulares como “a los cuerpos eclesiásticos y municipales”. Normas 

posteriores de la Regencia habían insistido en la ilegalidad de estas ventas, 

especialmente una Circular de 24 de noviembre de 1812, en la que “se declaró la 

nulidad de su adquisición, y se condenó a los compradores a la pérdida de su 

dominio y precio desembolsado por él, y a la satisfacción de los daños y 

perjuicios que hubiesen causado, y en la de los gastos, reparos y mejoras”. Se 

justifica esta Real Cédula en la necesidad de dar una norma clara y uniforme a 

los Jueces y Tribunales del Reino, para evitar injusticias y posibles errores. Se 

argumenta que la Corona había tenido noticias de lugares en los que estos falsos 

propietarios seguían disfrutando de las fincas frente a sus legítimos propietarios 

y que muchos establecimientos religiosos estaban pasando muchas calamidades 

al seguir desposeídos de sus bienes e ingresos. La Real Cédula finaliza con el 

Reglamento que habían de observar las diferentes Juntas de Reintegro de los 

bienes confiscados por el Gobierno intruso. Se ordena que, en todas las capitales, 
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se forme una Junta Provincial de Reintegro, que será coordinada por una Junta 

Suprema, con sede en Madrid. Los actuales poseedores habrían de rendir cuentas, 

además, de los frutos obtenido por esas fincas durante el tiempo que las habían 

disfrutado.  

Estos compradores serían también objeto de multas, en función de la importancia 

y malicia del hecho. En los expedientes que hemos tenido ocasión de consultar, 

para una finca de tipo medio, la multa oscilaba entre trescientos y mil ducados. 

Los Ayuntamientos estarían obligados a colaborar en la investigación de todos 

los hechos. 

Firman la Real Cédula, junto al Rey, su secretario don Juan Ignacio de Ayestarán, 

el duque del Infantado, el conde del Pinar, don Antonio Álvarez de Contreras, 

don Tomás Moyano, don José Antonio de Larrumbide y el Teniente de Canciller 

Mayor, Fernando de Iturmendi. 

La edición impresa va avalada por don Bartolomé Muñoz de Torres, Escribano 

de Cámara más antiguo y secretario del Rey. 

El Diario de Madrid del jueves 1 de diciembre de 1814, anuncia que, el día 

anterior, se había nombrado a los componentes de la Junta Suprema de 

Reintegros. Una institución que iba a conocer e intervenir en la devolución de los 

bienes confiscados por el Gobierno intruso. Se reuniría los miércoles y sábados 

de cada semana, “en la casa llamada de la Aduana vieja”. 

El día 3 de diciembre de 1814, la Junta Suprema de Reintegros ordenó que los 

Intendentes provinciales del Reino informaran de todas las personas que había 

comprado Bienes Nacionales o confiscados durante el Gobierno de José 

Bonaparte, según lo establecido en la Real Cédula de 31 de agosto de 1814. 

Pero, tras la deposición del Gobierno intruso y antes de huir, muchos 

responsables políticos habían hecho destruir toda la documentación que podía 

perjudicarles, en caso de caer prisioneros. 
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En el Archivo Histórico Nacional se conserva un cierto número de estos 

expedientes de reintegro. 

En un certificado, fechado en Madrid el día 22 de octubre de 1818, por don 

Manuel Abad, Escribano de Cámara del Rey y secretario de la Junta Suprema de 

Reintegros, se informa de la situación de los expedientes analizados y se afirma 

que, por un “Auto del señor Fiscal”, de 17 de mayo de 1815, se ordenó hacer un 

listado de los documentos que obraran en la Escribanía de Cámara, en que 

constaran estas adquisiciones. (Consejos, 6196, exp. 9) 

También se habían recogido los expedientes que había en la Escribanía Mayor de 

Rentas, de la provincia de Madrid, que estaban “en casa de don Julián González 

Sáez, escribano que fue de la Prefectura de ella, al tiempo de su fuga de esta Corte 

con los enemigos y son, entre otros, los registros, al parecer, de las escrituras 

otorgadas por el dicho Prefecto Don Pedro de Lomas y Mora, en favor de diversos 

compradores de bienes nacionales”. 

Nosotros hemos tenido la suerte de localizar algunos legajos relativos a bienes 

egabrenses incautados. 

Aunque, en un principio, fue sometida a investigación, quedó libre de sospecha 

una venta de un olivar, hecha en Cabra el día 18 de octubre de 1809, por don 

Lorenzo Cuenca Romero, que el Gobierno intruso entendía como un 

levantamiento de bienes para evitar su confiscación. (Consejos, 13541, exp. 74) 

El expediente figura como “solicitud presentada por Lorenzo de Cuenca, 

maestrante de Ronda, para vender un olivar e invertir las ganancias en la 

reparación de un molino aceitero sito en la villa de Cabra, provincia de 

Córdoba”. 

En el Registro General de la Sección de Consejos Suprimidos, este expediente 

estaba clasificado, dentro de la Cámara de Castilla, en la serie de "Invasión 

francesa. Personal", formada por los legajos 13538 a 13560. 

Don Lorenzo Cuenca Romero fue uno de los tres hacendados egabrenses 

enviados como rehenes a Córdoba, tras la represión de las fuerzas francesas por 
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los hechos ocurridos, entre los días 13 y 15 de septiembre de 1810, en Lucena, 

cuando lucentinos, egabrenses y ruteños se enfrentaron al coronel Bourban 

Burset, para impedir su entrada en Lucena. El día 18 de septiembre, había llegado 

a Cabra el general de brigada Barón de Saint Paul y había pedido doce vecinos 

relevantes, para su ejecución, además de imponer una fuerte sanción económica. 

El molino formaba parte del vínculo fundado por el presbítero Juan Salvador de 

las Casas Ramírez, en activo a finales del siglo XVII, del que era poseedor el 

solicitante. 

Don Lorenzo Cuenca Romero era regidor de Cabra por el año 1819. Estaba 

casado con doña María Concepción Alcalá-Galiano. 

Por otra parte, el día 3 de enero de 1811, se venden “unas tierras en los 

municipios cordobeses de Lucena y Cabra a favor de José Lacrouts”. (Consejos, 

6222, exp. 6)  

En el expediente se indica que se trata de “unos terrenos de 115 aranzadas y un 

octavo de olivar y una estacada, cuyo precio de remate final fue de 113.136 

reales”. 

Incluye, además de la escritura, de fecha 7 de enero, la carta de pago por la 

transacción, de fecha 5 de enero, expedida por el escribano madrileño Alejandro 

Fernández de Ruidíaz, depositario general de Bienes Nacionales y la copia 

manuscrita del remate de la venta.  

Se señala que la venta se había otorgado por la Prefectura de Madrid, en 

aplicación del artículo 14 del Real Decreto de 9 de junio de 1809. 

En la relación de fincas que sigue al Real Decreto de 16 de octubre de 1810, 

figura como “un conjunto de 115 aranzadas y un octavo, de olivar y estacada en 

18 suertes y en distintos partidos de los términos de la ciudad de Lucena y de la 

villa de Cabra. Más una viga de molino en la calle Ancha, de Lucena. Por todo 

ello, se venía pagando al año 8.668 reales en metálico, más tres fanegas de 

aceituna y doce arrobas de aceite. Se valora la aceituna a 20 reales la fanega y 
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el aceite a 35 reales la arroba. De manera que hace una renta anual de 9.428 

reales y un valor en venta de 113.136 reales”. 

La prensa madrileña del día 17 de diciembre de 1810 anunciaba una postura por 

dicha finca en el precio de salida. El segundo remate se celebró el día de 3 de 

enero de 1811, en el mismo precio final. 

Pero José Lacrouts iba a comprar otras fincas en Cabra y Lucena. 

Entre los días 27 de diciembre de 1810 y 3 de enero de 1811 se hacía el “remate 

a favor de José Lacroust de diversas propiedades en las localidades cordobesas 

de Lucena y Cabra”. (Consejos, 6215, exp. 51). Se trata de unos olivares y otros 

bienes inmobiliarios en dichas localidades. 

El día 13 de enero de 1811, se realiza la “venta judicial de unas tierras sitas en 

el municipio cordobés de Cabra a favor de Juan Moreno” (Consejos, 6222, exp. 

87) 

Se trata de un terreno de 6 fanegas de tierra, adquirido en subasta pública por un 

precio de remate final de 12.000 reales.  

El expediente incluye la copia manuscrita del remate y su correspondiente carta 

de pago, de fecha 15, expedida por Alejandro Fernández de Ruidíaz, depositario 

general de Bienes Nacionales. Venta otorgada por la Intendencia de Madrid en 

aplicación del artículo 14 del Real Decreto de 9 de junio de 1809. 

En la oferta hecha en octubre de 1810 se dice que es “una finca de 6 fanegas de 

tierra, en el término de Cabra, arrendada a doña María Coello en 1.000 reales, 

lo que hace un precio de venta de 12.000 reales”. 

Solo había habido un solicitante, Juan Moreno, que la obtuvo por el precio de 

salida. 

Como decíamos en otro lugar, la dificultad de desplazarse a Madrid para asistir a 

las subastas, hacía que los posibles compradores delegaran en unos 
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intermediarios apoderados que compraban, en su nombre, a cambio de una 

importante comisión. 

Una de estas personas era Gregorio Viale, especializado en la compra de bienes 

en Córdoba capital y algún otro lugar. (Consejos, 6216, exp. 175 a 180) 

José Zayas y Antonio Rafael Narváez también actúan de apoderados en la compra 

de bienes en Córdoba y otros lugares. Tomás Muñoz, por el contrario, compra 

varios bienes en Córdoba, para sí mismo. (Consejos, 6216, varios expedientes) 

A estas compras fraudulentas, a través de intermediarios, también acudieron 

gentes de la nobleza española que, luego, tuvieron que rendir cuentas ante la 

Justicia.  

Miguel Alarcón, vecino de Madrid, aparece como apoderado o como titular en 

más de cien escrituras de fincas enajenadas en Madrid, Extremadura, la Mancha 

y Andalucía (provincias de Córdoba, Granada, Sevilla y Cádiz, especialmente). 

El dueño final de un número importante de estas fincas fue un ciudadano llamado 

Frutos Álvaro Benito, el auténtico inversor. 

Hemos localizado compras de Frutos en Cabra, Lucena y Doña Mencía, entre 

otros lugares. 

Frutos era un rico comerciante madrileño, vecino de la calle del Arenal, que 

decidió invertir casi toda su fortuna en estas compras especulativas, lo que le hizo 

caer, luego, en la ruina al exigirle la Junta Suprema de Reintegros la devolución 

de todos los bienes, con sus frutos, costas y varias multas por un valor total de 

tres millones de reales, que luego se reducirían a un millón trescientos setenta 

mil. 

Varios voluminosos legajos conservan los expedientes abiertos en su contra entre 

los años 1814 y 1821. En cierto momento, los autos judiciales hablan de 

“compras escandalosas” por parte de Frutos. 

El día 28 de enero de 1811, en Madrid, Miguel Alarcón compra, en nombre de 

Frutos Álvaro Benito, “un terreno de 142 aranzadas, un olivar y un molino de 
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aceite, cuyo precio de remate final fue de 257.000 reales”. En el término de Cabra 

(Córdoba). 

Se trata de la llamada finca del Colmenar, cuyo molino era de dos vigas. Había 

estado alquilada por la cantidad de 20.221 reales anuales y salió por un precio 

inicial de venta de 242.652 reales. 

En el primer remate, celebrado el día 19 de enero, se había cerrado con el mismo 

precio de salida. Había habido un solo postor. 

El segundo remate se celebró el día 24, a las diez de la mañana. En él, Alarcón 

ofreció la cantidad de 257.000 reales, que fue aceptada. La escritura se otorgó el 

día 28 citado. (Consejos, 6222, exp. 38)  

La venta se había otorgado por la Prefectura de la provincia de Madrid, en 

aplicación del Real Decreto de 9 de junio de 1809. 

En el Archivo Histórico Nacional se conserva el expediente de un remate “a favor 

de Pedro Dubois de un olivar en la localidad cordobesa de Cabra”. En él se 

indica que el terreno, lindante con el camino de Rute, se ubicaba en el partido del 

Carmonil y Campillo. Subasta verificada con arreglo al Decreto de 16 de octubre 

de 1810 y Real Instrucción sobre venta de Bienes Nacionales. (Consejos, 6217, 

exp. 61) 

El olivar se había sacado a subasta el día 29 de mayo de 1811, como parte del 

llamado Soto de Roma. Consistía en un “olivar de 13 ¼ aranzadas, en el partido 

del Carmonil y Campillo, y linda al camino que de Cabra va a Rute”. Arrendado 

en 795 reales anuales y con precio de venta inicial en 9.540 reales. 

Hasta el día 21 de septiembre no hubo postor. El único interesado ofreció el 

precio de salida. 

El primer remate se hizo el día 2 de octubre, en la misma cantidad. El segundo 

remate fue el día 7 de octubre y se otorgó, en el precio citado, a Pedro Dubois.  
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Por otra parte, el día 4 de noviembre se remata en favor de Fausto Martín Pérez 

una casa en la villa de Cabra. En el expediente se indica que “el inmueble, 

arrendado a Sebastián de Viñas, se ubicaba en la calle de Álamos”. De acuerdo 

con el Decreto y la Real Instrucción ya citados. (Consejos, 6217, exp. 141)  

La casa ya aparecía en la primera relación de fincas a subastar según el Real 

Decreto de 16 de octubre de 1810. Allí figura como “una casa, en la calle Álamos, 

arrendada a Sebastián de Viñas en 550 reales anuales”. 

Pero no iba a haber postura hasta el día 17 de octubre, en que se ofrecen los 4.400 

reales del precio de salida. Los remates se celebraron los días 30 de octubre y 4 

de noviembre, con la misma oferta de compra. 

El mismo día, 4 de noviembre de 1811, se adjudica a Fausto Martín Pérez otra 

casa de Cabra. Procedía, también, de la primera oferta de fincas, de 16 de octubre 

de 1810. (Consejos, 6217, exp. 142) 

En el expediente se indica que “el inmueble, arrendado a Santiago Leiva, se 

ubicaba en la calle de Priego”. En la primitiva oferta aparecía como “una casa, 

en la calle de Priego, arrendada a Santiago Leiva en 660 reales anuales”. 

Pero, de nuevo, no iba a haber postura hasta el día 17 de octubre, en que se ofrecen 

los 5.280 reales del precio de salida. Los remates se celebraron los días 30 de 

octubre y 4 de noviembre, con la misma oferta de compra. 

El mismo día, 4 de noviembre de 1811, Fausto Martín Pérez iba a adquirir unas 

tierras egabrenses por el mismo procedimiento. En el expediente se dice que los 

terrenos estaban “en el Llano de las Damas”. (Consejos, 6217, exp.134) 

Figuraba en la oferta inicial del Decreto, donde aparecía como una finca “de 3 

fanegas de tierra, en el partido del Llano de las Damas, término de Cabra, con 

un valor en renta de 180 reales y de venta en 2.160 reales”. 

El procedimiento es el mismo. Han pasado dos años y surge una oferta. Tras los 

dos remates preceptivos, al haber un único postor, la finca se adjudica en el precio 

de salida. 
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En cuanto al comprador, no debía ser vecino de Cabra. Únicamente hemos 

encontrado a un Asensio Martín Pérez, en activo en Cabra en el año 1613. 

Fausto debió ser un inversor forastero, interesado en estos bienes egabrenses. 

Aunque la aventura tuviera un final no deseado. 

Un importante inversor en la adquisición de Bienes Nacionales fue un ciudadano 

llamado don José María Arana. Una persona muy ligada al Gobierno del rey José 

Napoleón, que le había nombrado Caballero de la Real Orden. 

La Real Orden fue fundada por el Rey intruso, para premiar los servicios y 

adhesión de personas muy diversas, como simples soldados, jueces, magistrados 

e incluso dignidades eclesiásticas. 

Se trataba de suplir la disolución temporal de las Órdenes Militares, decretada en 

el año 1809 por el rey José Napoleón, que ordenaba su supresión civil y la 

incautación de todos sus bienes.  

En el Archivo Histórico Nacional se conservan varios expedientes acerca de las 

compras de Arana durante la invasión francesa. 

Un documento, que va del día 10 de septiembre de 1811 al 28 de febrero de 1812, 

nos informa de la venta, en su favor, de varias casas, portales y huertas, repartidas 

entre las provincias de Sevilla (Sevilla capital), Cádiz (Chipiona, Jerez de la 

Frontera y Sanlúcar de Barrameda) y Córdoba (Cabra).  

El expediente incluye las cartas de pago por las transacciones, expedidas por el 

depositario general de Bienes Nacionales, Alejandro Fernández de Ruidíaz.  

Las ventas habían sido otorgadas por don Andrés Romero Valdés, Prefecto en 

comisión de la provincia de Madrid. (Consejos, 6225, exp. 27). 

Otro documento, que se inicia el día 23 de septiembre de 1811 y finaliza el 28 de 

febrero de 1812, se refiere a la compra, por Arana, de una huerta en la localidad 

gaditana de Sanlúcar de Barrameda y de una casa en la calle de los Trinitarios de 

Sevilla. Incluye cartas de pago por las transacciones expedidas por el depositario 

general de Bienes Nacionales, Alejandro Fernández de Ruidíaz. Venta otorgada 
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por don Andrés Romero Valdés, Prefecto en comisión de la provincia de Madrid. 

(Consejos, 6225, exp. 28). 

Más adelante, el día 17 de julio de 1816, se inicia el expediente relativo a la causa 

incoada por la Junta Suprema de Reintegros a don José María de Arana, por haber 

comprado varias propiedades en Andalucía durante la dominación francesa. 

(Consejos, 6191, exp. 19) 

Los inmuebles fueron adquiridos en pública subasta en los segundos remates de 

fincas de Bienes Nacionales, realizados con arreglo al Real Decreto de 16 de 

octubre de 1810 y consistían en una casa y cinco casas-almacén en la ciudad de 

Sevilla, tres casas y una bodega en Jerez de la Frontera, un portal y una casa en 

Cabra y una huerta en Sanlúcar de Barrameda. Incluye las diligencias y los 

trámites judiciales practicados para la averiguación del paradero del encausado y 

el esclarecimiento del caso. 

El expediente se inicia con un certificado, fechado en Madrid el día 17 de julio 

de 1816, don Manuel Abad, Escribano de Cámara del Rey y secretario de la Junta 

Suprema de Reintegros, en el que se afirma que, por un Auto del señor Fiscal, de 

17 de mayo de 1815, se ordenó hacer un listado de los documentos que obraran 

en la Escribanía de Cámara, en que constaran estas adquisiciones. A 

continuación, se informa de la existencia, en la Dirección General de Bienes 

Nacionales, de un documento titulado “Estado demostrativo de los segundos 

remates de fincas de bienes nacionales, vendidas en pública subasta, con arreglo 

al Real Decreto de diez y seis de Octubre de 1810, desde el día cinco de 

Diciembre de 1810 del mismo, en que tuvieron principio hasta el día de la fecha, 

de lo sujetos y cantidades en que se remataron: de los pagos y fechas en que se 

remataron: y de los remates y pagos que no han tenido efecto”. 

El certificado añade que, en dicho documento, en el folio veinte, línea tres, se 

dice que “a don José María de Arana se remató una Casa Almacen en Sevilla, 

contigua a la Carretería, número tres, en cinco mil setecientos sesenta reales, 

que pagó en diez de Septiembre de mil ochocientos once”. 
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Que, en el mismo folio, en la línea cuatro, se dice que, en el mismo día, se le 

remató “otra Casa Almacen, en la misma Ciudad, calle de Cantarranas, en ocho 

mil seiscientos cuarenta reales”, que pagó del mismo modo. 

En la línea cinco aparece el remate de “otra Casa Almacen en Sevilla, Plaza de 

los Curtidores, que pagó en cuatro mil ochocientos reales”. 

En la línea seis aparece el remate de “otra Casa Almacen, en la misma Ciudad, 

en la Cava de Triana, en cinco mil setecientos sesenta reales”. 

En la línea siete aparece el remate de “otra Casa Almacen, en la misma 

población, en la Carretería, en cinco mil setecientos sesenta reales”. 

En la línea ocho aparece el remate de “otra Casa, en Xerez de la Frontera, calle 

Larga, en ocho mil ochocientos reales”. 

En la línea nueve aparece el remate de “otra Casa, en la misma Ciudad de Xerez, 

calle de Francos, en diez y siete mil trescientos sesenta reales”. 

En la línea ocho aparece el remate de “otra Casa, en Xerez de la Frontera, 

calle…” 

En la línea diez aparece el remate de “una vodega y almacen en el Arroyo, en 

dicha ciudad, en siete mil doscientos diez y seis reales”. 

En la línea once se indica que “en dicho se remató un Portal en la villa de Cabra, 

Provincia de Cordoba, en mil seiscientos treinta y dos reales”. 

En la línea doce aparece el remate hecho en su favor de “una Casa dividida en 

quatro bibiendas, en la misma Plaza de Cordoba [sic], en once mil ochocientos 

diez y seis reales”. 

En la línea trece aparece el remate de “una Casa en Sevilla, en la calle de la 

Feria, en siete mil doscientos reales”. 

El pago de todos estos remates se hizo el día 10 de septiembre de 1811. 



 

  

 

 Antonio Moreno Hurtado 

 

 

  

74 

 

En el mismo folio, línea veintisiete, figura que se le remató “una Huerta a 

Espalda del convento de Santo Domingo, en San Lucar, en veinte y un mil 

nuevecientos reales, que pagó en veinte y tres de Septiembre de mil ochocientos 

y once”. 

En Madrid, el día 29 de agosto de 1816, el Fiscal de la Real Intendencia, en vista 

de la certificación de la Escribanía de Cámara, ordena localizar a don José María 

Arana y reclamarle los frutos que habían producido las fincas desde el día de su 

adquisición “hasta Agosto de 1812, en que los Franceses evaquaron dichas 

Provincias”; así como declarar en favor del Real Fisco el importe de las mejoras 

realizadas en las mismas en ese tiempo, condenarle a la multa de mil ducados e 

inhabilitarle para obtener “empleo publico o concejil por ocho años”. 

El día 7 de septiembre, la Junta Suprema de Reintegros ordena la comunicación 

al interesado o a su familia, al que se le concede un plazo de tres días para hacer 

la devolución decretada. 

Pero los intentos del escribano para localizar a Arana en Madrid resultan estériles. 

Al final, un vecino de la calle de la Ballesta, también llamado Arana, dice que 

sabe que un tal José María Arana había sido en Sevilla “oficial de la Secretaría 

de Gracia y Justicia con el Gobierno intruso, con el que se fue”. 

El día 24 de febrero de 1817, en Madrid, el Fiscal ordenar hacer nuevas 

investigaciones sobre el fugado y si conserva algunos bienes en España. 

Dos días después, la Junta Suprema nombra una Comisión, presidida por don 

Joaquín de Almazán, Teniente de Corregidor del Ayuntamiento de Madrid, para 

continuar la indagación pedida por el Fiscal. 

Los datos que se consiguen sobre Arana son mínimos. Nada de sus bienes. 

Solamente se sabe que había estado un tiempo en Madrid y que luego se fue a 

Sevilla, con el Rey, de donde había huido a Francia. 

La instrucción finaliza el día 7 de mayo de 1817.  
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Solamente nos queda analizar el procedimiento seguido para la venta de las dos 

propiedades egabrenses. 

En la primera relación de bienes sacados a subasta, en aplicación del Real Decreto 

de 16 de octubre de 1810, figuran 24 casas y un portal en la villa de Cabra, así 

como cuatro fincas rústicas. 

El portal aparece descrito como “un portal en la bajada de la Plaza, arrendado 

a Manuel Ordóñez en 204 reales”. Se ofrece con un precio de salida de 1.632 

reales. Se trata del local que hoy se conoce como “Porciúncula” de la Virgen de 

la Sierra.  

En cuanto a la casa citada en este documento, se describe como “una casa 

indivisa, con cuatro viviendas, arrendadas Antonio Muñoz, Juan Pastor, Juan 

Barranco y Bartolomé de Mora en 1.477 reales anuales”. Se ofrece en 11.816 

reales. 

Pasa casi un año sin que se reciba ninguna oferta por estos dos edificios.  

El día 4 de septiembre de 1811, miércoles, se celebran los primeros remates de 

dos de los bienes ofertados en Cabra, para los que se ofrece el mismo precio de 

salida.  

Se anuncia el segundo remate para el día 10, fecha en la que se adjudicarían a 

José María Arana en el precio citado. 

La casa de cuatro viviendas citada, ocupaba el solar que hoy tiene la Plaza de 

Rubén Darío, frente a la portada principal de la iglesia de la Asunción, que había 

sido del presbítero don Francisco de Peñalosa y Cadena y que, en el año 1739, la 

había donado a la cofradía de la Soledad. 

Se trataba de un edificio doble, con dos partes diferenciadas. La principal, con 

tres viviendas y salida a la calle Mayor y otra, anexa, que salía a la primitiva 

calleja de la Esparragosa. Ambas partes tenían torre y vistas, por atrás, a la 

muralla. 
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Se sabe que, en el año 1804, la cofradía de la Soledad seguía siendo dueña de este 

edificio, en el que realizó algunas obras de refuerzo y reparación. 

El edificio continuó siendo utilizado como vivienda de varios vecinos, hasta su 

demolición, hace unos años, para instalar la plaza pública citada.  
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   La saga de los Sarraille 

 

Cabra había venido recibiendo, desde hacía más de doscientos años, a ciudadanos 

franceses de varias profesiones. Tenderos de telas y de especias, sederos, 

destiladores de aguardientes, caldereros, molineros, panaderos… 

A algunos de ellos nos hemos referido ya en varias ocasiones, como es el caso de 

la familia Soca, los Bernal, los Fuillerat o los Bladero Ubalde. 

Por su relación directa con los acontecimientos de la Guerra de Independencia en 

Cabra, nos toca hoy hablar de los Sarraille. 

Los Sarraille procedían del sur de Francia, de las localidades de Santa María de 

Olorón y de Moumour, en la región del Piémont Béarnais. 

Sus amigos, los Soca, procedían de la cercana localidad de Gomer, en el obispado 

de Caserans. 

Los Sarraille se dedicaban a la comercialización de todo tipo de telas. 

Un primer Sarraille, Nicolás, se instala en Málaga a mediados del siglo XVIII y 

pronto se convierte en un importante mercader de telas al por mayor. 

Por el año 1791 una de las más importantes “compañías de comercio” de Málaga 

era la de “Nicolás Sarraille y Cía”. 

Poco a poco, los empresarios franceses siguen su expansión en Málaga e intentan 

entrar en otro tipo de negocios. 

Pero, en el año 1794, se dictó una orden de alejamiento de los franceses a una 

distancia de veinte leguas de todo puerto de mar, con lo que se inicia una crisis 

de la colonia francesa de Málaga. 

De manera que los mercaderes franceses se obligan a penetrar hacia el interior de 

Andalucía, con una mayor presencia en las localidades de cierta entidad. 
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Otro francés, Juan María Maury y Juan Sarraille, hijo de Nicolás, fundaron una 

“compañía de comercio” en París, hacia el año 1795, titulada “Sarraille, Maury 

y Cía”. 

Otro tipo de negocio era el de mercader ambulante, que iba por lugares menores 

e incluso por zonas rurales, ofreciendo su mercancía. Se trata de los llamados 

“mercaderes de vara”, una especie de redistribuidores de las importaciones 

textiles que llegaban a los puertos andaluces. Recibían el nombre por vender sus 

telas “por varas” y no por piezas enteras. 

A lo largo del siglo XVII, encontramos en Cabra la presencia de varios 

mercaderes de telas que vienen y venden directamente a los particulares, 

otorgándose las correspondientes escrituras ante los escribanos locales. 

Estos mercaderes también recibían el nombre de “cajeros”, ya que solían llevar 

su mercancía en unas cajas grandes. 

Muchos franceses usaron de este oficio durante los siglos XVII y XVIII. 

En estos lugares pequeños, las telas se llegaban a vender en las llamadas tiendas 

de especería o mercerías, que podían incluir la venta de artículos coloniales, 

especias, ferretería, hilos, quincalla e incluso pólvora. 

Algunos mercaderes de “por mayor” ayudaban a sus compatriotas a instalarse en 

otras localidades, suministrándoles la mercancía, que solían ir liquidando de 

forma escalonada. 

A veces, incluso, aceptaban como pago los productos de los campesinos, que los 

mercaderes reintroducían en el circuito del comercio. 

Pero no fue esta la causa de la llegada a Cabra de José Sarraille, primo de Nicolás 

Sarraille. 

La primera noticia suya la tenemos en el año 1782, en que don Antonio Romero 

Cuenca, en nombre de su hermano, el canónigo don Juan Rufino Cuenca Romero, 

cede en arrendamiento a don José Sarraille un local que tiene en el “llanete del 
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Mesón Grande”, en la calle de San Martín. El local linda con las casas principales 

de los Cuenca Romero, que dan frente a la calle de la Alcaidesa. La escritura se 

otorga ante el escribano Juan de Heredia Sandoval. 

En este llanete había otras dos tiendas que, hacia el año 1733, pertenecían a don 

Francisco Fernández del Rivero. Así consta en una escritura de arrendamiento 

que se otorga, el día 1 de octubre de ese año, ante el escribano Francisco Lozano 

Carrillo. Allí se indica que “la tienda que hace rincón” linda con las casas del 

escribano Antonio Romero de Porras. 

Esta tiendecita de la calle de San Martín iba a ser el primer local que iba a regentar 

don José Sarraille. 

En Cabra, Sarraille se relaciona con otros franceses, los Fuillerat y sus paisanos 

los Casamayor. Los Casamayor eran mercaderes de paños, oriundos de Santa 

María de Olerón, como los Sarraille. 

Fruto de esta amistad y cercanía es el matrimonio de José Sarraille con doña 

Nicolasa Josefa Casamayor. 

Don José Sarraille Meilhon, natural de la villa de Moumour, era hijo de don Juan 

Sarraille, natural también de la villa de Moumour y de doña María Meilhon, 

natural de la ciudad de Santa María de Olorón, en “el Reyno de Francia y 

provincia de Béarne”. 

Doña Nicolasa Josefa Casamayor González, natural de la ciudad de Andújar, era 

hija de don Diego Casamayor, natural de Olorón y de doña Beatriz González, 

natural de Arjonilla. 

Sin embargo, el primero de sus hijos iba a nacer en Rute. 

Según el acta de bautismo, otorgada el día 31 de enero de 1783, había nacido en 

Rute, el día anterior, jueves, a las siete de la mañana. 

Recibió los nombres de Juan María Josef Nicolás Martín. Fue su padrino su tío 

don Josef María González Caballero, soltero, vecino de Cabra. 
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Todos estos datos constan en el expediente de limpieza de sangre de Juan María, 

para ingresar como colegial becado en el Real Colegio de Estudios Mayor de la 

Purísima Concepción, de Cabra, otorgado el día 30 de septiembre de 1794, 

cuando contaba once años de edad. 

Intervienen como testigos del interrogatorio tres vecinos de Cabra, también de 

nacionalidad francesa. Se trata de don Juan Carrera, de 50 años, don Juan Josef 

Campaña, que declara tener más de 50 años y don Josef Fuillerat y Villatoro, 

presbítero, también de más de 50 años. 

De manera que el joven Juan María Sarraille ingresa como estudiante de primer 

curso de Filosofía, tras un examen de ingreso, celebrado el día 14 de octubre de 

1794 ante el Rector y catedráticos del Colegio, que le dan la calificación de 

“Bueno”. 

Al finalizar el curso, el día 23 de mayo de 1795, supera los exámenes con la 

calificación de “Bueno”. 

Sin embargo, Juan María no iba a continuar sus estudios en el Real Colegio de 

Cabra. 

Pero volvamos al entorno familiar de los Sarraille. 

El segundo hijo, Nicolás, nace en Cabra en 1784 (B-49, 283v) 

Juana, nacida en Cabra en 1785 (B-50, 59v) 

Josefa, nacida en Cabra en 1788 (B-50, 296). Fallecida en 1790. 

Manuel, nacido en Cabra en 1789 (B-51, 91).  

De manera que la familia Sarraille hace su vida normal en Cabra, con los recursos 

que ofrece la tienda de telas. 

Pero llega la invasión francesa y todo se revoluciona. 
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Como hemos visto en otro lugar, don José Sarraille y su hijo Juan María, 

intervienen ante las autoridades francesas para suavizar las represalias francesas 

por la rebelión de los ciudadanos egabrenses contra el ejército invasor. 

Los días 13 y 14 de septiembre de 1810, bandas organizadas de vecinos de 

Lucena, Cabra, Rute y otros lugares se habían reunido en Lucena para evitar la 

entrada del coronel Bourban Burset,  

El día 15, los franceses consiguen entrar en Lucena, pero, el mismo día, ante la 

actitud de los pueblos sublevados, el coronel Bourban se ve obligado a abandonar 

la ciudad. 

Como reacción lógica, los franceses asedian Lucena, que está defendida con la 

ayuda de vecinos egabrenses y de otros lugares de la zona.  

No obstante, la fortaleza de las fuerzas invasoras hace que la ciudad capitule el 

día 17. Una rendición que incluye a Cabra y Rute. 

Como media de represión, el día 18 de septiembre de 1810, llega a Cabra el 

general de brigada Barón de Saint Pau, lo que produce la huida de numerosos 

egabrenses. 

Se piden 12 vecinos relevantes, para su ejecución, además de imponer una fuerte 

sanción económica. 

Finalmente, fueron conducidos a Córdoba los hacendados don Antonio de 

Vargas, don Lorenzo Cuenca Romero y don Juan Fernández Tejeiro. Tejeiro era 

regidor del Ayuntamiento y Vargas era el Síndico Procurador General del mismo. 

En ningún acta capitular de esos días aparece mención alguna a estos 

acontecimientos y sus consecuencias para el pueblo. 

Sarraille y su hijo actúan como intérpretes entre los franceses y las autoridades 

locales egabrenses, consiguiendo calmar la ira del general francés y logrando que 

no se saquease el pueblo de Cabra. También consiguieron que, de los doce 

rehenes previstos para su ejecución, solamente se fusilara a tres presos comunes. 

(Albornoz, 176) 
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Esta circunstancia iba a suponer para Juan María Sarraille su casi inmediato 

nombramiento como Subprefecto del gobierno francés en la ciudad de Lucena, 

como cabeza de partido. 

En los archivos de Cabra hemos podido encontrar algunos documentos firmados 

por don Juan María Sarraille, con instrucciones para las poblaciones de su zona 

de influencia. 

En el primer Cabildo de noviembre de 1810, se recibe un Decreto de don Juan 

María Sarraille, dado en Lucena, el día 4 de noviembre, ordenando que Félix 

Pérez Rabadán ejerciera, en adelante, el cargo de Maestro de Cañerías y la 

Dirección de las Aguas para la fuentes públicas y particulares. Hasta ahora había 

desempeñado el cargo de Maestro Mayor de obras públicas de Cabra. 

Desde Lucena, el día 15 de junio de 1811, Juan María Sarraille, Subprefecto del 

partido de Lucena, remite al Corregidor de Cabra, don Juan Álvarez de 

Sotomayor y Notario, un oficio del Prefecto Provincial sobre el arreglo del 

anterior Hospital de San Juan de Dios, ahora convertido en Hospital Real, “con 

independencia absoluta de la Administración de los Bienes Nacionales”. 

Con este motivo, se realiza un detallado inventario de todas las pertenencias del 

Hospital. 

Todavía quedan algunos datos más de la vida pública de los Sarraille en Cabra. 

Don José Sarraille murió en Cabra en el año 1826. 

Su esposa, doña Nicolasa Josefa Casamayor, moriría en 1831. 

Mientras tanto, el hijo menor, Manuel Sarraille, se va dando a conocer en Cabra. 

En un Cabildo, de 24 de noviembre de 1821, se acuerda convocar elecciones 

locales para el día 2 de diciembre. Unos comicios que se iban a llevar a cabo en 

las iglesias locales, entre sus vecinos. De entre los electores que salieran en esta 

primera fase, se elegirían dos alcaldes, cuatro regidores y un síndico. 

Manuel Sarraille resulta elegido regidor de Cabra. 
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En un amplio informe de fecha 31 diciembre 1821, que recoge el libro capitular 

de ese año, se analizan y valoran las tareas desarrolladas por la Corporación en 

ese año. Lo firma don Juan Antonio Ruano y Aguilera. 

En dicho informe, don Manuel Sarraille figura como una de las seis personas que 

han trabajado en la elaboración del Padrón General de Evaluación de Riqueza 

Territorial, Industrial y Comercial de la villa de Cabra.  

Sarraille cobra 750 reales por su tarea. Los otros cinco cobran 520 reales cada 

uno. Aparecen sus firmas como justificantes de cobro. Tiene fecha de 25 febrero 

1821 y lo asume el Depositario don José Pérez Salamanca. 

En el Cabildo del día 2 de enero de 1822, toman posesión los nuevos 

representantes locales y se nombran las Comisiones para ese año. 

Don Manuel Sarraille va en las Secciones de Gobierno Político y Contribuciones, 

Milicia Nacional, Pósito, Policía, Salud Pública y Beneficencia. Lo que da noticia 

de su personalidad. 

Firman el acta: Ángel Texeiro (Alcalde 1º), Martín Moreno (Alcalde 2º), Ramón 

de la Peña, Manuel Notario, Lorenzo Almedina, Juan Álvarez de Sotomayor, 

Manuel Sarraille, José María del Río, Manuel Belmonte, Antonio Valdelvira, 

Antonio García (Síndico) y Lorenzo Díaz, escribano. No figura don Juan José 

Ulloa (regidor perpetuo), por estar ausente. 

(Han cesado Juan Antonio Ruano Aguilera, Francisco de Paula Prieto, Salvador 

Valera, Antonio Serrano y Vázquez, Rafael Ortiz, José Coello y don Joaquín 

Fernández Texeiro y Lastres) 

En el año 1823, durante el segundo periodo absolutista, don Manuel Sarraille 

sigue de regidor electo. 

Tras un largo paréntesis, en el Cabildo de 31 de marzo de 1844 se nombra 

secretario del Ayuntamiento, por votación, a don Manuel Sarraille. Ha tomado 

posesión una nueva Corporación local y uno de sus primeros acuerdos es cesar al 

secretario anterior, don Antonio Cañete. 
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Don Manuel Sarraille actúa como secretario del Ayuntamiento, el día 9 de mayo 

de 1844, en la venta de la ermita de la Virgen de la Cabeza y San Marcos al 

Concejo local.   

También actúa como tal en la permuta de la huerta del Hospital de Beneficencia 

por unos terrenos que tenía el Concejo local junto a la Fuente de las Piedras, para 

la construcción del Paseo “Alcántara Romero”. El documento se otorgó el día 25 

de marzo de 1848. 

Don Manuel Sarraille murió en Cabra en 1851, a los 62 años de edad. 

No hemos encontrado datos de posibles descendientes suyos en Cabra. 

En el próximo capítulo, estudiaremos la intervención de los Sarraille en la 

compraventa de Bienes Nacionales y sus consecuencias legales. 
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     Los Sarraille y los Bienes Nacionales 

 

En anteriores trabajos hemos visto la llegada a Cabra de la familia Sarraille, su 

introducción en la sociedad egabrense y su positiva participación en el conflicto 

de la villa de Cabra con las tropas francesas, en septiembre del año 1810. 

Hemos seguido la trayectoria de los descendientes de don José Sarraille, 

mercader de telas, hasta su desaparición de Cabra. 

Hoy nos toca analizar la intervención de los Sarraille en el proceso de subastas 

públicas de los bienes incautados a ciertas instituciones religiosas e incluso a 

particulares no afectos al régimen de José Napoleón. 

El origen de estas ventas se encuentra en un Real Decreto, de 16 de octubre de 

1810, por el que “se señalan fincas para hipoteca especial de los créditos del 

servicio corriente, contraídos desde 6 de Julio de 1808 hasta 30 de Setiembre 

último”. 

Expedido en el Palacio Real de Madrid, por el Rey Josef Napoleón “Rey de las 

Españas y de las Indias”. Rubricado por el Ministro Secretario de Estado, 

Mariano Luis de Urquijo. Publicado en el Diario de Madrid, del sábado 3 de 

noviembre de 1810, nº 307, p. 541-43. La relación de fincas afectadas se continúa 

en números posteriores. 

Cuando comienzan las subastas, a finales de 1810, aparece por Cabra un 

enigmático Enrique Sarraille, hermano del mercader. 

Su condición de ciudadano francés, tío del subprefecto del partido de Lucena, le 

hace ocupar una posición de cierto nivel en el terreno político de la provincia. 

Pero, en el fondo, Enrique Sarraille es un especulador sin escrúpulos que va a 

implicar a su hermano en algunos de sus sucios negocios. 
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Por otra parte, la restauración de la Monarquía, en la persona de Fernando VII, 

iba a traer, entre otras cosas, la devolución de los llamados Bienes Nacionales a 

sus legítimos propietarios. 

Una circunstancia que fueron reclamando los dueños de las fincas, en cuanto los 

territorios volvían al dominio del Gobierno español. Pero había un cierto 

desorden en la ejecución de las sentencias y se hizo necesaria una norma 

unificadora. 

Una circunstancia que fueron reclamando los dueños de las fincas, en cuanto los 

territorios volvían al dominio del Gobierno español. Pero había un cierto 

desorden en la ejecución de las sentencias y se hizo necesaria una norma 

unificadora. 

Por fin, la Gaceta de Madrid, de 27 de septiembre de 1814, publicaba una “Real 

cédula sobre la restitución de las fincas y muebles, de cualquier clase que sean, 

llamados nacionales, confiscados por los enemigos”. Dictada en Madrid, en el 

Palacio Real, el 31 de agosto de 1814. 

Iba dirigida a todos los miembros del Consejo Real, presidentes de las 

Chancillerías, Gobernadores, Alcaldes Mayores, Corregidores y todos aquellos 

bajo su mando. 

Se justificaba ante la necesidad de corregir los abusos de “los desnaturalizados 

españoles que, por diferentes medios ilícitos, tratos y compras voluntarias y 

detestables de bienes llamados nacionales, en tiempos del Gobierno intruso, se 

habían enriquecido a costa de propietarios fieles y vasallos honrados de todas 

clases”. 

En el Archivo Histórico Nacional, sección de Consejos, se conservan algunos de 

los expedientes de compra realizados por la familia Sarraille. 

El día 7 de octubre de 1811, se formaliza la venta de tres fincas de la localidad 

de Cabra en favor de don José Sarraille. (Consejos, 6224, exp. 52) 
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El Diario de Madrid, del sábado 21 de septiembre de 1811, anunciaba que, el día 

anterior, se habían recibido posturas para las siguientes fincas de Cabra. 

Una suerte de olivar de 13 ¼ aranzadas, en el partido del Carmonil y Campillo, 

y linda al camino que de Cabra va a Rute.                                       En 9.540 reales 

Otra de 24 ¾ aranzadas en el mismo partido del Carmonil y Campillo; linda con 

D. Joaquín Castillejo            En 13.364 reales y 28 mrs. 

Una suerte de olivar de 12 ½ aranzadas al sitio del camino y llano del convento 

de la Victoria, linde con la calzada que va a él, y el arroyo de la Tejera    

En 8.100 reales 

Las fincas, pertenecientes al Soto de Roma hasta su segregación, fueron 

rematadas ese día, 7 de octubre de 1811 en favor de Valentín Arripe como 

representante de José Sarraille, vecino de Cabra.  

El expediente incluye una carta de pago por la transacción, expedida el día 11 por 

el depositario general de los mismos, Alejandro Fernández de Ruidíaz. La venta 

había sido otorgada por don Pedro de Mora y Lomas, Prefecto de la provincia de 

Madrid. 

Más adelante, el día 18 de noviembre de 1811, se remata en favor de “Enrique 

Sarraille y compañía” una hacienda en el término de Madrid. (Consejos, 6224, 

exp.139)  

La propiedad, perteneciente hasta entonces a don Juan José Marcó del Pont, se 

ubicaba en Hortaleza y comprendía una casa-palacio, una huerta, un jardín y unas 

tierras. Incluye varias certificaciones emitidas por don Pedro de Mora y Lomas, 

Prefecto de la provincia. La última de ellas lleva la fecha de 5 de diciembre de 

dicho año. 

Tras la ocupación francesa, la quinta había sido expropiada por el gobierno de 

José Napoleón I y sufrió los avatares y destrozos de la Guerra de la 

Independencia, siendo, sucesivamente, cuartel de tropas francesas e inglesas. 



 

  

 

 Antonio Moreno Hurtado 

 

 

  

88 

 

Algún tiempo después, Enrique Sarraille arrendó estos bienes a cinco vecinos de 

Hortaleza, que fundaron una sociedad con este motivo. 

Pero Marcó del Pont iba a ser uno de los primeros propietarios en recuperar sus 

fincas, como veremos más adelante. 

Por otra parte, el día 23 de diciembre de 1811 se finaliza el proceso de compra, 

por Enrique Sarraille, de una viña y un olivar en la provincia de Córdoba. 

(Consejos, 6224, exp.109) 

El expediente conjunto indica que los terrenos, pertenecientes al Soto de Roma, 

se encontraban, respectivamente, en las localidades de Cabra y Lucena.  

La subasta de la viña, en el término de Cabra, había aparecido en el Diario de 

Madrid del lunes, 9 de diciembre de 1811. Se decía que había habido una postura 

para “una suerte de viña de 40 ¼ aranzadas en el partido del Carmonil; que linda 

con los herederos de Juan Pasqual Blázquez”. Se había ofrecido el mismo precio 

de la salida, es decir, 23.184 reales. 

El remate definitivo tuvo lugar el 23 de diciembre de 1811 en favor de Miguel 

Alarcón, quien cedió su propiedad a Enrique Sarraille.  

Unos días después, el 16 de enero de 1812, Enrique Sarraille compra otras tierras 

en el término municipal de Cabra. (Consejos, 6225, exp.4) 

El Diario de Madrid, del viernes 27 de diciembre de 1811, anunciaba que, el día 

26, se había hecho postura para “una suerte de tierra de 33 ¼ aranzadas de 

olivar, con su casa de teja, en el partido del Camino de Córdoba, linde con 

tierras de D. Francisco de Paula Ulloa”. En 30.710 reales y 28 maravedíes. 

Se fijaba el primer remate para el día 7 de enero de 1812. Celebrado este y 

ofrecido el mismo precio, se convoca el segundo remate para el día 14 de enero, 

fecha en que se adjudicó a Miguel Alarcón como representante de Enrique 

Sarraille.  
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Los terrenos, pertenecientes al Soto de Roma hasta su segregación, se ubicaban 

en el partido del Camino de Córdoba, en el término municipal de Cabra. 

Decíamos que don Juan José Marcó del Pont había recuperado pronto su finca 

más importante, requisada por los franceses dos años antes. Lo hizo el día 9 de 

junio de 1813, ante el Juzgado de Hortaleza, iniciando los trámites para recibir el 

importe de los frutos obtenidos de ella y los daños recibidos durante el tiempo 

que estuvo en poder de los arrendadores. Reclama toda “la hacienda, con su Casa 

Palacio y todos sus muebles, ganados, aperos de labor, carros y otros enseres”. 

Marcó del Pont pertenecía a una rica familia de comerciantes que realizó 

múltiples desembolsos en apoyo de la corona. Él mismo formó parte del partido 

fernandino, antes de que comenzase la Guerra de la Independencia. 

Durante la invasión francesa, su padre y él crearon una fábrica de fusiles en el 

convento de Santo Domingo, de Pontevedra, para abastecer a sus compatriotas. 

Después, huido de Madrid, participa activamente en las Cortes de Cádiz, 

oponiéndose a la invasión francesa.  

Al finalizar la guerra, Fernando VII le ofreció varios cargos de relevancia. 

En el año 1815, se estudia una demanda interpuesta ante la Junta Suprema de 

Reintegros por don Juan José Marcó del Pont contra don Antonio Martínez, don 

José Serra, don Matías Perellón y don Manuel y don Gregorio Muñoz, acerca del 

pago del producto de una hacienda perteneciente al primero, que estos últimos 

habían arrendado durante la dominación francesa, así como los daños y pérdidas 

ocasionados en la misma. (Consejos, 6210, exp.42) 

La hacienda en cuestión, compuesta por unas tierras de labor, una casa-palacio y 

una huerta, se ubicaba en el término de la madrileña villa de Hortaleza. Fue 

comprada, en 1811, por Enrique Sarraille, de nacionalidad gala, quien la puso en 

manos de la sociedad formada por los ahora encausados, con una renta de 3.800 

reales al año.  
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Las diligencias se habían iniciado en marzo de l814, a petición de don Vicente 

Sánchez, vecino de Hortaleza, en nombre y con poder del don Juan José Marcó 

del Pont. 

Los acusados se remiten a una ejecutoria alcanzada en la Sala de los Señores 

Alcaldes de Casa y Corte en la que habían aceptado ciertos pagos y piden la libre 

absolución del resto. 

En el expediente se indica que, antes de fugarse de Madrid, Marcó había dejado 

como administrador de todos sus bienes a don Juan Ribas, “exreligioso de Santa 

Bárbara”. 

Que, al parecer, su gestión no era positiva, por lo que “se adjudicaron por vía de 

recompensa, satisfacción u otro título a don Enrique Serralle quien, al cabo de 

algunos días, trató de ponerlas en arrendamiento”. 

La escritura de alquiler se había otorgado el día 12 de abril de 1812, con efectos 

del día primero de mayo siguiente, durante seis años y una renta de 3.800 reales 

al año. 

Los acusados declaran que la hacienda fue vendida por el Gobierno intruso a don 

Enrique Sarraille “para en parte de pago de diferentes cantidades que le estaba 

debiendo”. 

También declaran que sabían que don Enrique Sarraille “trataba de demoler la 

Casa Palacio para sacar alguna utilidad de los materiales; por cuyo motivo ellos 

habían tratado de tomarlo todo en arrendamiento”. Algo que habían consultado 

previamente con doña María de Valladares, tía del señor Marcó, con la esperanza 

de que este se lo agradeciera en su momento. 

En la sentencia final, se obliga a los arrendatarios a pagar todos los daños del 

terreno y de la Casa Palacio y a allanar la tierra de los sembrados, dejándola como 

estaba al comienzo del arrendamiento. El dueño de la finca pagaría a los 

arrendadores el importe de la cosecha de paja y algarroba, que había retenido su 

apoderado. 
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Por último, analizamos un expediente relativo a la causa incoada por la Junta 

Suprema de Reintegros a don José Sarraille, vecino de Cabra, por haber 

comprado diversos bienes en Andalucía durante la dominación francesa. 

(Consejos, 6196, exp.9) 

Se trata de tres fincas de olivar, dos en el partido del Carmonil y otra, junto al 

arroyo de la Tejera, propiedad del convento de la Victoria, sitas en el término de 

Cabra. Vendidas a don José Sarraille, por medio de Valentín Arispe, el día 7 de 

octubre de 1811, como ya hemos indicado.  

El procedimiento incluye las diligencias y los trámites judiciales practicados para 

la averiguación del paradero del encausado y el esclarecimiento del caso. 

El expediente se inicia el día 22 de octubre de 1818 y finaliza, sobreseído, el día 

26 de abril de 1819. 

Se lleva a cabo ante don Manuel Abad, escribano de Cámara del Rey, actuando 

como Fiscal Relator el licenciado Pérez de Ribas. 

En la certificación inicial, se declara que, el día 11 de octubre de 1811, “por medio 

de don Valentín Arispe, se vendieron a don José Serraille, vecino de Cabra, 

varias fincas, a saber: una suerte de olivar de trece y una quarta aranzadas, en 

el partido del Carmonil y Campillo, y linda al camino que de Cabra va a Rute, 

en nueve mil quinientos quarenta reales; otra de veinte y quatro y tres quartas 

aranzadas, en el mismo partido del Carmonil y Campillo; linda con Don Joaquín 

Castillejo, en trece mil trescientos sesenta y quatro reales y veinte y ocho mrs.; 

y otra de doce y media aranzadas al sitio del Camino y llano del convento de la 

Vitoria, linda con la Calzada que va a él y el arroyo de la Texera, en ocho mil 

cien rs.” 

El Fiscal del Tribunal, con fecha 13 de noviembre de 1818, asume la veracidad 

de los datos y solicita que la Junta obligue a Sarraille a pagar “al crédito público 

los frutos que hayan producido o debido producir, en el tiempo de la detentación, 

las fincas que se justifique corresponder a [clérigos] Regulares”, además de 
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pagar una multa de 300 ducados y la inhabilitación para ocupar “empleo público 

o concejil por dos años”. 

El día 23, la Junta Suprema ordena que se comuniquen los cargos al interesado, 

a través del Alcalde Mayor de Cabra, en el plazo de tres días, para que pueda 

ejercer su defensa. 

Que, en caso de no poderlo hacer en persona, se haga la comunicación “a su 

muger, hijos, criados o vecinos más cercanos”. Que el interesado tendrá quince 

días de plazo para personarse ante la Junta. 

El día 9 de diciembre, el Alcalde Mayor, don Vicente Ruiz Morquecho, dicta un 

Auto por el que ordena hacer la notificación a don José Sarraille, a través del 

escribano Francisco José Pastor. 

El mismo día 9, el escribano comunica el Auto a Sarraille, que declara “que en 

ningún tiempo ha conocido a Don Valentín Arispe, ni menos le ha conferido su 

poder para la compra de los predios que se refieren en dicha Carta Orden; y 

sobre lo que el particular huvo fue que Don Enrique Sarraille, su hermano, entre 

otros bienes, compró las citadas poseciones en Cabeza, o a nombre del que 

habla, remitiéndole los documentos correspondientes, para que tomase la 

posesión de ellas, en virtud de que se las regalaba; lo que así verificó y labró, 

sin haver cojido sus frutos, por quanto al tiempo de su madurez regían ya en este 

país las órdenes y determinaciones de nuestro legítimo gobierno; y en su 

consequencia se hizo / este cargo de dichos frutos, segun estaba mandado. Y en 

el día, por sus enfermedades, y avanzada edad, no puede personarse en la Corte, 

ni menos conferir poder a ningún Procurador, mediante a hallarse destituido de 

medios, en terminos tales que se vale a expensas de su primo Don Martín 

Nogueras”. Firman Sarraille y el escribano. 

El día 31 de diciembre, el Fiscal propone a la Junta Suprema que se envíe una 

nueva Carta Orden al Alcalde Mayor de Cabra, requiriéndole para que informe si 

don José Sarraille posee algunos bienes y si se sabe el paradero de su hermano 

don Enrique Sarraille y de don Valentín Arispe. Se le concede un nuevo plazo de 

ocho días para personarse en Madrid. 
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La Junta Suprema de Reintegros lo hace con fecha 4 de enero de 1819. 

El día 16 de enero de 1819, el Alcalde Mayor de Cabra dicta un Nuevo Auto para 

que se haga la notificación a don José Sarraille. Lo que se verifica el día 18. 

El día 21, don Vicente Ruiz Morquecho, Alcalde Mayor de Cabra, informa a la 

Junta Suprema de Reintegros que “Don Enrique Sarraille vive actualmente en 

París; que así es público y notorio en esta Villa, entre las personas que del dicho 

tienen conocimiento, y no consta posea vienes algunos en este término, ni en 

otros de estos Reynos: Don Balentín Arispe, también me aseguran, se halla en 

Francia, sin poder designar su paradero”. 

El día 6 de febrero, la Junta insiste en su petición al Alcalde Mayor de Cabra, 

presionándole para que averigüe si los Sarraille tienen algunos bienes conocidos. 

El día 13, el Alcalde Mayor ordena hacer nuevas indagaciones, sin resultado 

alguno. 

En su respuesta, el Alcalde Mayor declara “acerca de los vienes que sean de la 

propiedad de don José Sarraille y de qué susiste, y ha resultado que hoy vive en 

casa que tiene arrendada Don José Nogueras, y susiste con los socorros que 

recibe del citado Nogueras y de los que le facilitan otros sus parientes y 

compatricios franceses, pues, aunque Sarraille tuvo una Casa de Comercio bien 

acreditada, estando casado con una española pudiente, su xiro vino a 

decadencia, perdiendo y gastando quanto poseía; de suerte que hoy Don José 

Sarraille es un anciano pobre, enfermo y sin propiedad alguna; Recive por 

merced los altos de la casa en que habita, siendo los bajos destinados a 

Almacenes de vinos propios de Nogueras; esta es hoy su suerte, sin que le quede 

otra esperanza, mas que la de los socorros que recibe de sus compaisanos y de 

algún otro pariente Comerciante de Málaga, donde estuvo en otro tiempo su 

vecindad y xiro”. 

Parece claro que Juan María Sarraille, su hijo, el que fuera Subprefecto del 

término de Lucena, también había huido de España, por miedo a posibles 

represalias. 
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Pero en Cabra permanece otro hijo, Manuel, con 29 años y cierto porvenir en la 

Administración local egabrense. 

Queremos creer que el Alcalde Mayor tiene en la memoria la actuación de los 

Sarraille, en favor de la población egabrense, unos años atrás y prefiere no 

profundizar en el tema. 

Ante este claro caso de insolvencia, el Fiscal propone el sobreseimiento del 

expediente, lo que se concede el día 26 de abril de 1819. 
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   Las elecciones municipales de 1820 

 

El día 15 de marzo de 2020, domingo, se cumplían doscientos años de las 

primeras elecciones locales en Cabra. 

Tras un primer intento, abortado, en el año 1814, el llamado “Trienio 

constitucional” (1820-1823) iba a dar a la ciudadanía la posibilidad de elegir a 

sus representantes locales. 

Lejos estaba todavía el sufragio universal, pero el paso a dar iba a ser muy 

importante. 

La Gaceta de Madrid, de los días 8 y 9 de marzo de 1820, iba a anunciar la jura 

de la constitución por el rey Fernando VII y la libertad de todos los presos 

políticos, respectivamente. 

Como consecuencia de ello, el acta del Cabildo egabrense del día 13 de marzo de 

1820 recogía el acuerdo de lucir tres noches de luminarias en las casas de los 

vecinos y labrar una lápida con la Constitución, que se fijaría en la Plaza Mayor 

y sería jurada públicamente. 

También la celebración de un solemne “Te Deum” el día 16 de marzo de 1820, 

en la iglesia mayor. 

El día 10 de marzo, la Gaceta de Madrid, nº 35, publicaba un Real Decreto del 

día anterior, por el que se ordenaba celebrar elecciones locales en todo el país. 

Los legisladores eran conscientes de la importancia, en estos procesos electorales 

municipales, de la presencia de los Jefes superiores políticos, presidentes de los 

Ayuntamientos de la capital, porque, además de encargarse de verificar que se 

realizaran las elecciones municipales de forma legal, tendrían que intervenir en 

las reclamaciones y recursos derivados de posibles irregularidades durante las 

mismas. De manera que se acuerda reponer en sus cargos, de forma interina, a 

todos aquellos jefes políticos que ocupaban el puesto en mayo de 1814. Se 
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recomienda que estos altos jefes tenían que ser personas “notoriamente afectas 

al sistema constitucional” 

Por un Decreto despachado el 19 de marzo, el rey nombra, con carácter interino, 

a los correspondientes jefes políticos provinciales. Entre ellos figura don Pedro 

Laynez y Laynez, para la provincia de Córdoba. 

El Decreto de 9 de marzo pretendía garantizar que se constituirían ayuntamientos 

en todos los núcleos de población superiores a 200 vecinos “o mil almas”. 

Según establecía el artículo 317 de la Constitución de 1812, tenían derecho a voto 

todos los varones mayores de 21 años avecindados y residentes en la parroquia 

correspondiente, incluidos los eclesiásticos seculares. 

Podían ser elegidos los varones mayores de 25 años, con cinco años de vecindad 

y residencia en la circunscripción, que tuvieran una renta proporcionada, 

procedente de bienes propios. 

Cabra es una de las primeras poblaciones en celebrar estas elecciones locales. 

La Gaceta de Madrid llega a Cabra el día 13 y se convoca un Cabildo 

extraordinario para el día siguiente, 14 de marzo, con objeto de poner en marcha 

el procedimiento. 

Según la normativa, a Cabra le correspondían dos Alcaldes Constitucionales, 

ocho regidores y dos síndicos procuradores. 

De manera que se acuerda, por unanimidad, cumplir inmediatamente lo 

establecido en el Real Decreto de 9 de marzo para constituir el nuevo 

Ayuntamiento Constitucional. Se acuerda convocar a todo el vecindario que 

reúna las condiciones exigidas para el día siguiente 15, a las nueve de la mañana, 

en las Casas Capitulares, para elegir a los 17 electores que designen a los cargos 

citados. 

Preside el Alcalde Mayor y juez don Vicente Ruiz Morquecho. 
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El mismo día 15, el Cabildo acuerda convocar a todos los vecinos a la Plaza 

Mayor para que se lea la Constitución. Firma Vicente Ruiz Morquecho, Alcalde 

Mayor. 

El mismo día, se levanta acta del juramento público realizado por el Juez de 1ª 

Instancia y Alcalde Mayor y los miembros del Ayuntamiento. 

Una vez realizado el escrutinio, el nuevo Ayuntamiento electo toma posesión de 

sus cargos en la mañana del día 18 de marzo de 1820. 

Don Juan Álvarez de Sotomayor y Notario, Alcalde 1º Constitucional. 

Don Antonio Espejo, Alcalde 2º Constitucional 

Regidores 

Don Juan José Ulloa, don Joaquín Fernández Texeiro y Lastres, don Salvador 

Valera, don Juan Antonio Garrido, don Antonio Serrano y Vázquez, don Antonio 

Ariza, don Dámaso de Estrada, don Salvador de la Cruz 

Síndicos Procuradores 

Don José Coello Jiménez y don Antonio Laguna. 

Secretario don Lorenzo Díaz y Ortiz, notario eclesiástico. 

El mismo día 18. se confirma como nuevo secretario a don Lorenzo Díaz y Ortiz, 

que ya lo había sido antes. Se le asigna un salario de 12 reales diarios. 

Se acuerda convocar para el día siguiente, 19, un solemne “Te Deum” en la iglesia 

parroquial. 

En el Cabildo del día 3 de junio nos encontramos algunos de los primeros 

acuerdos notables del Ayuntamiento. 

Se ordena la creación de doce sectores o barrios. Cada uno con un alcalde de 

barrio, designado por el Ayuntamiento, para un mayor control de “las 

ocupaciones y conducta política” de cada vecino. 
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También se acuerda la retirada de la vía pública de los escudos de armas del conde 

de Altamira y los de la extinguida Inquisición, así como “cualquier signo de 

vasallaje”. 

En el Cabildo del día 27 de junio se acuerda reparar las losas de las “pontanas” 

que cubren el Cauz de la calle San Martín. Ese día, un soldado y su caballo habían 

tenido un accidente por culpa de su deficiente estado. 

En el Cabildo del día 1 de julio, se acuerda nombrar una comisión para redactar 

el Padrón General de Vecinos y que la presida el síndico don José Coello Jiménez. 

Otro Cabildo interesantes es el del día 26 de octubre de 1820. 

En el mismo, el Alcalde 1º don Juan María Álvarez de Sotomayor informa “del 

fatal estado de su salud ocasionado del dolor de estómago habitual que padece, 

cuya enfermedad se ha graduado hasta el estado de una grande debilidad y 

pasión de ánimo que le ha imposibilitado de poder continuar en las funciones de 

su ministerio”. Aporta un certificado médico. Se acuerda consultar a la 

Diputación Provincial y que, mientras tanto, se haga cargo de sus funciones el 

Alcalde 2º don Antonio de Espejo y que las gestiones de este las haga el Regidor 

decano. 

Firman Juan María Álvarez de Sotomayor, Joaquín Tejero, Salvador Valera, 

Antonio Serrano y Vázquez, Juan Antonio Garrido, Dámaso de Estrada, Antonio 

Ariza, Salvador de la Cruz, José Coello, Antonio Laguna y el secretario Lorenzo 

Díaz y Ortiz. 

A principios del año 1821, en el Cabildo del día 2 de enero, figura ya como 

Alcalde 1º Constitucional don Juan Antonio Ruano y Aguilera, que había sido 

Alcalde en 1814, durante el primer Gobierno Constitucional y que se había 

ausentado de Cabra con su familia durante unos años. 

El Decreto de 9 de marzo de 1820, despachado el 17 de marzo por el Ministerio 

de la Gobernación de la Península, aclaraba que en las elecciones municipales 

podían ser reelegidos como alcaldes, regidores y procuradores síndicos los 

mismos que lo habían sido en 1814, “en consideración a haber mediado todo el 
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tiempo y aún más del que se necesita, según el artículo 316 de la Constitución 

política de la Monarquía española, para volver a ser elegidos”. 

Lo que se concede a Ruano, al estar vacante la plaza de Alcalde 1º, por renuncia 

de Álvarez de Sotomayor. 

El Alcalde 2º sería don Francisco de Paula Prieto. 

Se incorporan como nuevos regidores don Ramón de la Peña, don Manuel 

Notario, don Rafael Ortiz y don Lorenzo Almedina. 

Continúan en su cargo don Juan José Ulloa, que seguiría siendo el Regidor 

Decano, don Joaquín Fernández Tejeiro y Lastres, don Salvador Valera y don 

Antonio Serrano y Vázquez. 

Han cesado, por cumplimiento de mandato, don Juan Antonio Garrido, don 

Dámaso de Estrada, don Antonio Ariza y don Salvador de la Cruz. 

Figura como nuevo Síndico 2º Procurador don Antonio Valdelvira y continúa 

como tal don José Coello Jiménez, causando baja don Antonio Laguna.  

Posteriormente, en un Cabildo de 24 de noviembre de 1821, se acuerda convocar 

nuevas elecciones locales para el día 2 de diciembre. Unos comicios que se iban 

a llevar a cabo en las iglesias locales, entre sus vecinos. De entre los electores 

que salieran en esta primera fase, se elegirían dos alcaldes, cuatro regidores y un 

síndico. 

En un amplio informe de fecha 31 diciembre 1821, que recoge el libro capitular 

de ese año, se analizan y valoran las tareas desarrolladas por la Corporación en 

ese año. Lo firma don Juan Antonio Ruano y Aguilera. 

En el Cabildo del día 2 de enero de 1822, toman posesión los nuevos 

representantes locales y se nombran las Comisiones para ese año. 

Firman el acta: Ángel Texeiro (Alcalde 1º), Martín Moreno (Alcalde 2º), Ramón 

de la Peña, Manuel Notario, Lorenzo Almedina, Juan Álvarez de Sotomayor, 

Manuel Sarraille, José María del Río, Manuel Belmonte, Antonio Valdelvira 
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(Síndico), Antonio García (Síndico) y Lorenzo Díaz, escribano. No figura don 

Juan José Ulloa (regidor perpetuo), por estar ausente. 

Han cesado Juan Antonio Ruano Aguilera, Francisco de Paula Prieto, Salvador 

Valera, Antonio Serrano y Vázquez, Rafael Ortiz, José Coello Jiménez y don 

Joaquín Fernández Texeiro y Lastres. 

De este modo, sin ninguna incidencia notable, se ponía en marcha un proceso 

democrático que iba a llegar hasta nuestros días. 

Digamos, como curiosidad, que en las reclamaciones de otras localidades 

cordobesas intervino don Antonio María Alcalá-Galiano, hijo del marino 

egabrense don Dionisio Alcalá-Galiano, en su calidad de Intendente General de 

Córdoba y de Jefe Superior Político provisional, tras el cese de Laynez. 

Don Antonio Alcalá-Galiano había intervenido en Madrid, en el año 1816, en 

apoyo de la petición del Real Colegio de Humanidades para que el rey Fernando 

VII le autorizara a recuperar la normalidad académica con respecto a la 

Universidad de Granada (Vid. Secuelas de la Guerra XIII). 

Don Antonio María Alcalá-Galiano y Fernández de Villavicencio (1789-1865), 

era tío de don Juan Valera Alcalá-Galiano. Fue un importante político, orador, 

escritor y crítico literario. 

Galiano se había formado políticamente a través del Enciclopedismo francés y se 

considera uno de los pilares del liberalismo español. Al estallar la Guerra de la 

Independencia, reside en Cádiz, donde milita en las filas patrióticas.  

Más adelante, en 1813, el Gobierno liberal le nombra secretario de la legación de 

España en Suecia, desde donde comienza a atacar el despotismo de Fernando VII.  

Cesante ya de este cargo, en Madrid, Galiano se va radicalizando políticamente 

y en 1817 ejecuta sus primeros manejos revolucionarios contra el absolutismo 

real.  
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Desde Cádiz coopera en la revolución liberal de 1820, participando 

decisivamente en la conspiración que terminó con el triunfo del liberal Rafael del 

Riego y la proclamación de la Constitución de Cádiz, derogada por Fernando VII.  

Fue considerado como un gran orador y defendió el liberalismo exaltado en la 

llamada Fontana de Oro durante el Trienio Liberal, en que militó en la sociedad 

secreta Confederación de Caballeros Comuneros, para luego pasarse a la 

Masonería y finalmente al partido liberal moderado.  

El grupo La Fontana de Oro recibió el nombre de un café madrileño, próximo a 

la Puerta del Sol, donde se reunían escritores, artistas y políticos a comienzos del 

siglo XIX. Una tertulia de claro perfil radical y un lugar que iba utilizar Benito 

Pérez Galdós (1843-1920) para recrear el trienio liberal de 1820-1823. 

Al formar parte del grupo que votó la incapacidad del rey Fernando VII y 

restaurarse un gobierno absolutista, con el apoyo francés de los llamados Cien 

Mil Hijos de San Luis en 1823, decidió exiliarse a Inglaterra, siendo el primer 

catedrático de Lengua Española de la Universidad de Londres. 

Regresó a España, en 1834, al morir Fernando VII, siendo nombrado ministro de 

Marina en 1836 y, más adelante, ministro de Fomento, en abril de 1865.  

Conviene resaltar que la recomendación de Galiano tuvo gran relevancia en la 

buena solución del tema que estudiamos. Un hecho que ha sido omitido, hasta 

ahora, por los historiadores del Real Colegio. 
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El Real Colegio, una víctima más de la Guerra 

 

Las secuelas de los grandes conflictos suelen alcanzar ámbitos muy diversos. 

En el caso del Real Colegio de Estudios Mayores de la Purísima Concepción, el 

daño fue por partida doble. Por una parte, el aislamiento natural entre lugares 

durante la contienda, que dificultó su normal funcionamiento. Por otra, la crisis 

que se produce en el ciudadano medio ante la llegada de nuevas ideas, políticas 

y sociales, que se enfrentan a las más conservadoras del Antiguo Régimen. 

En el año 1816, la Junta de Patronos del Real Colegio inicia los trámites para 

obtener una Real Cédula que permita a dicha institución recuperar las 

prerrogativas obtenidas del rey Carlos III, en el año 1777.  

Aunque la Real Cédula de erección del Colegio, de 20 de septiembre de 1685, 

prohibía la entrada de más de doce colegiales de “manto y beca”, el Real Colegio 

venía admitiendo, desde hacía muchos años, a los llamados “colegiales 

porcionistas”, que pagaban sus gastos de alimentación, pero no los de enseñanza, 

que era gratuita. 

Esta situación quedó legalizada por la Real Cédula del Supremo Consejo de 

Castilla, fechada en Madrid el día 24 de diciembre de 1740, que mandaba “se 

guardase el estilo y práctica de este Colegio de admitir porcionistas”. (Vargas y 

Alcalde, p. 33)                                          · 

En su calidad de Colegio con reconocimiento oficial, sus alumnos no necesitaban 

una convalidación posterior de los estudios realizados en el mismo, pero una Real 

Cédula de 15 de abril de 1777 vino a ordenar que los estudios cursados en él 

“fuesen incorporados á la Real é Imperial Universidad de Granada, y además 

admitidos en todas las Universidades del Reino para la obtención de grados 

académicos, corno si en ella hubiesen sido hechos”. (Vargas, p. 34) 

Esto suponía la convalidación automática, bajo ciertas condiciones, de los 

estudios cursados en el Real Colegio de Cabra como si hubieran sido realizados 

en la “Imperial Universidad de Granada”. Una de ellas era someterse al control 
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periódico de dicha Universidad y remitir, cada año, el listado de alumnos y copia 

de las actas de los exámenes hechos a los colegiales. Algo que no había sido 

posible realizar durante tes años, a causa del citado aislamiento territorial.  

El acuerdo de iniciación del recurso se efectúa en una Junta de Patronos, de fecha 

26 de agosto de 1815, en que se autoriza al Rector para que inicie los trámites 

para reclamar “la habilitación de los tres años de Matrícula que, por la 

ocupación de la Provincia por las tropas francesas y por las circunstancias 

calamitosas de aquellos días, que impidieron del todo o retardaron la 

comunicación con la Universidad Matriz, se hallan sin incorporar, a fin de que 

no sufra[n] un perjuicio los Cursantes de aquel tiempo”. (Libro de Juntas 1806-

1828, fº. 46v) 

Como decíamos, la irrupción de los ejércitos franceses en España y la declaración 

de la llamada Guerra de la Independencia española, habían provocado, entre otros 

muchos conflictos, el aislamiento entre las regiones dominadas por el gobierno 

invasor y el legítimo español. 

Una circunstancia que había dado lugar a que los contactos entre el Real Colegio 

y la Universidad de Granada se suspendieran durante la guerra y no se recuperara 

la normalidad académica hasta varios años después, con la obtención de una Real 

Cédula, de 22 de diciembre de 1818. 

El rey Fernando VII, con dicha fecha, traslada al “Rector y Claustro de la 

Universidad de Granada” que el Consejo Real, con fecha 15 de abril de 1777, 

había concedido al Real Colegio de Cabra “la gracia que solicitó para que, 

incorporándose a esa Universidad, como más inmediata que la de Sevilla, se le 

admitieran sus cursos para la obtención de Grados en la misma forma que si se 

hubiesen tenido en ella, bajo el método y Orden de Estudios prescripto en su 

formal arreglo y demás prevenido en dicha Real Provisión”. Se indica que, con 

fecha 8 de marzo de 1816, el Rector de dicho Colegio, había presentado un 

Recurso ante el rey, a través de don Estanislao Godino y Muñoz, procurador, 

vecino de Madrid. (AFAYE_01_03_06_03_02) 



  

 

 La guerra de Independencia en Cabra 

 

 

  

105 

 

Como anexo del expediente aparece una carta de Godino al Rector del Colegio, 

de fecha 1 de marzo de 1816, acusando recibo de los 600 reales enviados por el 

mismo, mediante una “letra a la vista”, al inicio de sus gestiones en Madrid. Se 

los había entregado don Isidro Mugaburu, vecino de Madrid. También le indica 

que el abogado ya ha iniciado las gestiones del recurso y que ha hecho la gestión 

pedida ante el señor Galiano, con el que seguiría en contacto. También le 

comunica que el recurso se iba a presentar, el día siguiente, en la Escribanía de 

Gobierno del Consejo Real. 

El señor Galiano de referencia era don Antonio Alcalá-Galiano y Fernández de 

Villavicencio (1789-1865), hijo del marino egabrense don Dioniso Alcalá-

Galiano y Alcalá-Galiano y tío de don Juan Valera Alcalá-Galiano. Fue un 

importante político, orador, escritor y crítico literario. 

Galiano se había formado políticamente a través del Enciclopedismo francés y se 

considera uno de los pilares del liberalismo español. Al estallar la Guerra de la 

Independencia, reside en Cádiz, donde milita en las filas patrióticas.  

Más adelante, en 1813, el Gobierno liberal le nombra secretario de la legación de 

España en Suecia, desde donde comienza a atacar el despotismo de Fernando VII.  

Cesante ya de este cargo, en Madrid, Galiano se va radicalizando políticamente 

y en 1817 ejecuta sus primeros manejos revolucionarios contra el absolutismo 

real.  

Desde Cádiz coopera en la revolución liberal de 1820, participando 

decisivamente en la conspiración que terminó con el triunfo del liberal Rafael del 

Riego y la proclamación de la Constitución de Cádiz, derogada por Fernando VII.  

Fue considerado como un gran orador y defendió el liberalismo exaltado en la 

llamada Fontana de Oro durante el Trienio Liberal, en que militó en la sociedad 

secreta Confederación de Caballeros Comuneros, para luego pasarse a la 

Masonería y finalmente al partido liberal moderado.  

El grupo La Fontana de Oro recibió el nombre de un café madrileño, próximo a 

la Puerta del Sol, donde se reunían escritores, artistas y políticos a comienzos del 
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siglo XIX. Una tertulia de claro perfil radical y un lugar que iba utilizar Benito 

Pérez Galdós (1843-1920) para recrear el trienio liberal de 1820-1823. 

Al formar parte del grupo que votó la incapacidad del rey Fernando VII y 

restaurarse un gobierno absolutista, con el apoyo francés de los llamados Cien 

Mil Hijos de San Luis en 1823, decidió exiliarse a Inglaterra, siendo el primer 

catedrático de Lengua Española de la Universidad de Londres. 

Regresó a España, en 1834, al morir Fernando VII, siendo nombrado ministro de 

Marina en 1836 y, más adelante, ministro de Fomento, en abril de 1865.  

Conviene resaltar que la recomendación de Galiano tuvo gran relevancia en la 

buena solución del tema que estudiamos. Un hecho que ha sido omitido, hasta 

ahora, por los historiadores del Real Colegio. 

En el recurso, la institución educativa egabrense decía que, desde la Real 

Provisión de 1777, se habían remitido a Granada “constantemente las listas 

correspondientes de Matrícula de los colegiales para su incorporación con las 

de la referida Universidad. Mas, habiéndose interrumpido la comunicación con 

motivo de la invasión de los franceses, sucede que, aunque el Colegio continuó 

bajo el mismo Plan de enseñanza, no pudieron incorporarse las matrículas 

mientras duró la ocupación. Ni tampoco se han insertado y habilitado las de los 

años posteriores, a causa del hueco que se nota por la falta de las otras. Ninguna 

dificultad se ofrece para ello por parte del Rector y Claustro de la referida 

Universidad de Granada, sabiéndose que las Cátedras del Colegio estuvieron 

abiertas y que los Colegiales han aprovechado no menos que en los otros tiempos 

de quietud y tranquilidad. Pero se han opuesto a hacerlo hasta que proceda el 

correspondiente mandato del Consejo”. 

El escrito de Godino concluye pidiendo que se normalice la situación de los 

colegiales ante la Universidad de Granada, tanto los de la época de la invasión 

francesa, como los siguientes hasta el día de la fecha. Firman el licenciado don 

Francisco Ortiz y Flores y el propio Godino. 
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El Consejo Real, mediante Auto de 16 de abril de 1817, había dictado un informe 

favorable para esta autorización, previa comprobación de que las circunstancias 

no habían cambiado con respecto a la Real Provisión de 1777. 

Don Francisco de Paula Ximénez y Vida, “Rector perpetuo del Muy Ilustre Real 

Colegio de Estudios Mayores titulado de la Purísima Concepción de la villa de 

Cabra”, había remitido, con fecha 19 de junio de 1817, una certificación de reunir 

todos los requisitos exigibles por las facultades de Filosofía y Teología de la 

Universidad de Granada. Firman el Rector y el secretario don Atanasio Linares y 

Notario, presbítero, Catedrático de Vísperas de dicho Colegio. 

La certificación había sido legalizada, el mismo día, por los escribanos públicos 

de la villa de Cabra. La firman Francisco José Pastor, Justo de Cuevas y Romero 

y Francisco Román de Gárate y Aguayo. 

La certificación va acompañada de un nuevo pedimiento, a través de don 

Estanislao Godino y Muñoz, en nombre del Real Colegio, solicitando la 

expedición de la Real Cédula. 

Se cita un Auto del Consejo Real, de fecha 7 de febrero de 1818, aprobando la 

solicitud de la Real Cédula que, por fin, se expide en Madrid, el día 22 de 

diciembre de 1818. 

Firman los miembros del Consejo (el Duque del Infantado, don Andrés Lajanca, 

don Manuel de Torres, don Felipe de Obrado y don Juan Benito Hermosilla) y 

don Valentín de Pinilla, escribano de Cámara del Rey. 

El Rector seguía siendo don Francisco de Paula Ximénez y Vida, presbítero y 

Familiar del Santo Oficio de la Inquisición de Córdoba, vecino de la villa de 

Cabra. Era natural de Encinas Reales y había ingresado, como colegial de 

Teología, el día 22 de septiembre de 1784. (Recepciones, fº 54) 

Continuaba estudios, con la consideración de “huésped”, el 1 de octubre de 1787, 

donde, el día 1 de octubre de 1790 ocupaba ya la cátedra de Artes. (Ibidem, fº 65) 

Falleció en Cabra en el año 1835. (D-9, 51) 
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Sin embargo, la Real Cédula de 22 de diciembre de 1818 solo iba a suponer un 

respiro temporal en la vida del Real Colegio. 

El final de la Guerra de la Independencia puso de manifiesto la división 

ideológica que había surgido entre los españoles. Por una parte, los defensores 

del Antiguo Régimen y una monarquía de corte absolutista y aquellos que pedían 

la entrada de los nuevos aires democráticos, surgidos, entre otras fuentes, de la 

propia Constitución de 1812, que no todos los españoles habían acogido con 

entusiasmo. 

El día 7 de octubre de 1812 se había celebrado en Cabra la publicación de la 

Constitución de Cádiz. 

Por otra parte, en el verano de 1813, el Ayuntamiento recibía una curiosa carta, 

con una proposición de rogativa, para que la Virgen intercediera en la finalización 

de la guerra de la Independencia. (AHAC, caja 216, doc. 38) 

Algo que iba a ocurrir el día 30 de octubre, con la capitulación de las tropas 

francesas en Pamplona. 

Pero la postura ambigua del rey Fernando VII ante las presiones de absolutistas 

y constitucionalistas iba a provocar un estado de zozobra política que iba a influir 

directamente en toda la vida española. 

Un Real Decreto de 11 de mayo de 1814, fechado el 4 en Valencia, reimplantaba 

un gobierno de corte absolutista, que iba a frenar la euforia de los padres de la 

Constitución de 1812. 

Las reacciones son varias. En Cabra, como en muchos otros lugares, se llega a la 

depuración de los llamados “afrancesados” y la gente lucha por conseguir su 

certificado de “patriotismo”. 

Se produce el reintegro de los privilegios señoriales, anulados por las Cortes 

gaditanas el día 6 de agosto de 1811, por lo que el conde de Altamira va a volver 

a ser determinante en la vida de Cabra. Pero ya no van a depender de él los 

nombramientos de los cargos de los ayuntamientos. A partir de ahora, los 
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refrendaría la Real Chancillería de Granada, a propuesta de los propios 

ayuntamientos. 

El nuevo Ayuntamiento egabrense tendría un Alcalde Mayor, siete regidores y 

cuatro jurados. El regidor decano podía sustituir al Alcalde Mayor en sus 

ausencias. 

Para más detalles sobre este tema, véase Cabra en el siglo XIX, de José Calvo 

Poyato y José Luis Casas Sánchez. 

El llamado pronunciamiento de Riego, de 1820, acabaría con el periodo 

absolutista. El 1 de enero de 1820 tuvo lugar en la localidad sevillana de Las 

Cabezas de San Juan el pronunciamiento militar del teniente coronel Rafael de 

Riego, quien había recibido el encargo de dirigir una expedición contra los 

insurgentes en las colonias de América.  

Tras un limitado éxito inicial, Riego proclamó inmediatamente la restauración de 

la Constitución de Cádiz y el restablecimiento de las autoridades 

constitucionales. El pequeño apoyo al golpe militar fue aumentando con el 

tiempo y prolongó el levantamiento hasta el 20 de marzo. En esa fecha, se publicó 

un manifiesto de Fernando VII acatando la Constitución de Cádiz que, unos días 

antes, el 8 de marzo, había jurado y publicado la Gaceta de Madrid. Al día 

siguiente, el Rey ordenaba poner en libertad a todos los presos políticos. 

En el Cabildo egabrense del 13 de marzo de 1820, se acuerda que haya luminarias 

durante tres noches en las Plazas y en las casas de los vecinos. También se manda 

labrar una lápida con la Constitución y fijarla en la Plaza Mayor. Sería jurada el 

día 15 y seguida de un solemne “Te Deum”, el día 16. 

De acuerdo con lo establecido por las Instrucciones publicadas en la Gaceta de 

Madrid, de 10 de marzo de 1820, se celebra en Cabra la elección de los 17 vecinos 

que habían de nombrar a los componentes del nuevo Ayuntamiento. A Cabra le 

va a corresponder, en esta ocasión, un alcalde constitucional, ocho regidores y 

dos síndicos. 
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En el Cabildo del día 23 de mayo de 1821 se recibe una petición del Rector del 

Real Colegio, por la que solicita se le conceda “el sobrante de agua que pasa con 

inmediación a dicho Colegio”. Se concede y acuerda que se otorgue escritura 

pública. Algo que se realiza con fecha 24 de mayo de 1821. 

En el Cabildo de 24 de noviembre de 1821 se convocan nuevas elecciones, para 

el día 2 de diciembre, en las parroquias. Por los electores que salieran se elegirían 

dos alcaldes, cuatro regidores y un síndico. Una renovación parcial, como estaba 

previsto, de los componentes del Ayuntamiento. 

El día 31 de diciembre de 1821, don Juan Antonio Ruano Aguilera, Alcalde 1º 

constitucional cesante, eleva una Memoria al Ayuntamiento, detallando las 

actividades realizadas durante su mandato y agradeciendo a los concejales su 

colaboración. 

En un Cabildo, celebrado ese mismo día, se reconoce la veracidad de lo expuesto 

por el señor Ruano. 

En el acta del Cabildo del día 2 de enero de 1822, aparecen los componentes del 

nuevo Ayuntamiento. 

Firman: Ángel Texeiro (alcalde 1º), Martín Moreno (alcalde 2º), Ramón de la 

Peña, Manuel Notario, Lorenzo Almedina, Juan Álvarez de Sotomayor, Manuel 

Sarraille, José María del Río, Manuel Belmonte, Antonio Valdelvira [Síndico], 

Antonio García [Síndico] y Fernando Cañete Ruiz de Ojeda, oficial mayor y 

vicesecretario del Ayuntamiento, en ausencia del secretario Lorenzo Díaz y Ortiz. 

No figura Juan José Ulloa (regidor perpetuo).  

Han cesado Juan Antonio Ruano Aguilera, Francisco de Paula Prieto, Salvador 

Valera, Antonio Serrano y Vázquez, Rafael Ortiz, José Coello Jiménez (Síndico) 

y don Joaquín Fernández Texeiro y Lastres.  

El llamado “segundo periodo absolutista” se produce como consecuencia de la 

intervención de los llamados “Cien mil hijos de San Luis”, al mando del duque 

de Angulema, a principios del año 1823. 
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Hay que tener en cuenta que el libro capitular del Ayuntamiento del año 1823 

está muy deteriorado hacia el mes de mayo y totalmente perdido desde junio. 

Justamente cuando toma posesión el nuevo Ayuntamiento absolutista. 

En ese mes, el Cabildo local acuerda quitar la lápida de la Constitución de la 

fachada de la Casa Consistorial y reponer en sus cargos a los componentes del 

Ayuntamiento que ejercían sus cargos con fecha de 1 de marzo de 1820. Se 

asumía lo ordenado por una carta de la autoridad superior en este sentido. 

Vuelve a haber presos políticos y se hace la purificación de empleados públicos 

y del Rector y catedráticos del Real Colegio de Estudios Mayores. 

Se recuperan los privilegios señoriales y se acuerda celebrar un solemne “Te 

Deum” de acción de gracias. Así lo relata el señor Carpio Montilla. 

“Motín del Pueblo. En 12 de Junio de 1823, se amotinó el pueblo, pidiendo a 

gritos que se cantase un solemne “Te Deum” en acción de gracias por la caída 

del sistema revolucionario constitucional. El Vicario, que era miembro de la 

Junta de seguridad, accedió a los deseos del pueblo y se cantó el “Te Deum”, 

con asistencia del Municipio y una enorme multitud, que llenó por completo toda 

la Iglesia. Por cierto que no faltó un patriota que, aprovechándose de la 

confusión robó una de las paces, que tenía de peso 1.280 reales de plata y de un 

valor total de 4.030 reales”. 

En cuanto a la purificación de los profesores del Real Colegio, nos dan cumplida 

información las historias del mismo de Soledad Rubio y Manuel Vargas y 

Alcalde, a las que nos remitimos. 

Unos años antes, por un Junta de 23 de septiembre de 1811, se había acordado 

poner en marcha una cátedra de Matemáticas, “para cumplir con las intenciones 

del Gobierno y auxiliar el estudio de Física Experimental, y otra de Sagrada 

Escriptura para complemento de la clase de Teología”. Para la nueva enseñanza 

de Matemáticas se nombró catedrático a don Josef Aznar, presbítero, “por su 

instrucción en las Matemáticas puras”. (Libro de Juntas 1806-1828, ff. 31v-32) 
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De manera que, a partir de ese año, se admiten colegiales para las especialidades 

de Filosofía, Teología y Matemáticas. 

Pero surge el problema de si la Junta de Gobierno tenía potestad para aplicar 

alguna de las doce becas del fundador a estudiantes de Matemáticas. En una Junta 

de fecha 31 de agosto de 1813, previa al comienzo de curso, se acuerda que no 

es posible otorgar becas a los estudiantes de Matemáticas pese a que el Patrono 

de Sangre, don Antonio Jesús de Vargas, pretendía una para su hijo. Se argumenta 

que la enseñanza de las Matemáticas “ha sido nuevamente instituida por exigirlo 

así los adelantamientos de el día”, por lo que no se podía incluir en la cláusula 

fundacional, que iba referida exclusivamente a estudiantes de Filosofía y 

Teología. 

Se acuerda que, para la enseñanza de las Matemáticas, se use el texto de 

“Ballejo”. Se trata del volumen titulado “Compendio de Matemáticas”, del 

granadino José Mariano Vallejo y Ortega (1779-1846). Un libro renovador en la 

línea del análisis matemático. 

A partir de ese año, se observa una gradual reducción de alumnos en el Colegio, 

especialmente en el área de Teología, que se compensa con el impulso nuevo de 

la de Matemáticas. Estamos en pleno aislamiento de Cabra con respecto a 

Granada y otras partes de Andalucía. 

Dos años después, el 26 de agosto de 1815, la Junta de Gobierno vuelve a 

considerar el tema de los posibles becarios de Matemáticas y se acuerda consultar 

a Su Majestad sobre si sería posible conceder beca, en caso de sobrar alguna de 

las doce destinadas a Filosofía y Teología. 

En Junta del día 10 de enero de 1816 se analiza la delicada situación económica 

del Colegio, provocada especialmente por “la morosidad notable de los alumnos 

porcionistas”, que no pagan puntualmente el importe de su alimentación. Se 

acuerda que el Rector tome las medidas conducentes a su normalización. 
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A pesar de ello, la Junta reconoce que los salarios de los catedráticos son bajos y 

acuerdan subirlos de 150 ducados anuales a 200. Excepto la Cátedra de Lógica, 

por ir “unida a la primera Presidencia”.  

Por otra parte, el aumento de enseñanzas y de colegiales hace necesario ampliar 

las instalaciones del Colegio, por lo que se acuerda comprar dos casas de la calle 

de Santa Ana, que lindan con dicho edificio. (fº 49ss)  

En la Junta del día 6 de abril de 1816 se recibe el ofrecimiento de don Joaquín 

Álvarez de Sotomayor, vecino de Lucena, para ocupar la cátedra vacante de 

Matemáticas, que había desempañado don Josef Aznar, ahora catedrático de 

Artes en dicho Real Colegio. Se acepta su nombramiento, con el mismo salario. 

(fº 52v) 

La Real Cédula de 1818 va a provocar un aumento considerable de colegiales, de 

muchos lugares andaluces, en todas las especialidades. 

En la Junta del día 17 de mayo de 1821 se analiza la situación que plantea la 

aplicación del artículo 125 y siguientes del Plan de Instrucción Pública aprobado 

por las Cortes ese año. Esta norma ponía en peligro el futuro del Real Colegio. 

El Rector informa de sus gestiones y del apoyo recibido por parte del 

Ayuntamiento Constitucional de Cabra, el de don Juan María Álvarez de 

Sotomayor, Diputado en Cortes, “y otras recomendaciones poderosas, 

procuradas al efecto”. Pero el tema no va por buen camino, a pesar de haberse 

esgrimido el hecho de que la institución era totalmente privada, sin ninguna 

subvención pública. Se acuerda insistir en el recurso, proponiendo su conversión 

en “Universidad de segunda clase”. (fº 98v) 

Pero llega el verano de 1823 y las cosas se complican. En la Junta de Gobierno 

del día 16 de septiembre, preparatoria del comienzo del curso académico, el 

Rector informa que “por circunstancias bien notorias no se habían fixado los 

edictos convocatorios” para los colegiales y se acuerda suspender las enseñanzas 

hasta el siguiente curso. 

Por otra parte, el Ayuntamiento, a través del Síndico Personero, ha comunicado 

que “desea se reduzca la enseñanza a las clases de fundación, porque las de 
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matemáticas, economía política y dibujo no merecen su aprobación, ni la del 

público, se supriman por ahora”. (fº 110) 

Según Vargas y Alcalde, la “Cátedra de Matemáticas y Dibujo” era muy 

“beneficiosa para los artesanos, como también las enseñanzas mandadas dar por 

las leyes, a saber, Economía Política, Derecho Público Constitucional y otras”. 

(op. cit., p. 34) 

En Junta del día 13 de octubre de 1823, se recibe un oficio del Ayuntamiento, 

con el acuerdo de que se suspenda “la apertura” del curso en dicho 

establecimiento. Lo firma don Francisco Ruano Calderón, en su calidad de 

“Regente de la Real Jurisdicción”, es decir, Juez de Primera Instancia y 

Corregidor. 

Vargas y Alcalde describe así las circunstancias que siguieron a la caída del 

Gobierno Constitucional en el año 1823. “Dominado este pueblo por la más 

incalificable de las reacciones; posesionado un hombre de la más baja e 

ignorante plebe, por si y ante sí, del bastón de Corregidor (que por eso fue 

después a un presidio); presas muchas personas…” el Ayuntamiento absolutista 

elevó un informe pidiendo la clausura del Real Colegio basándose “en imposturas 

e infamias”. (pp. 36-37) 

Digamos, con aclaración, que don Francisco Ruano Calderón era “Teniente 

Graduado de Infantería”, se había jubilado como Capitán del Regimiento 

Provincial de Écija, con un sueldo de 285 reales de vellón mensuales, según Real 

Despacho, de fecha 28 de agosto de 1821, que se recibe en el Ayuntamiento de 

Cabra en el Cabildo del día 6 de octubre de 1822, que había de informar de su 

presencia en ella cada tres meses. 

El día 19 de julio de 1824, la Junta de Gobierno acusa recibo de un oficio del 

Alcalde Mayor de Cabra, de fecha 14, por el que se comunica que ”teniendo a la 

vista la conducta observada durante el Sistema Constitucional por el actual 

Rector y Catedráticos del Real Colegio de esta Villa…” (contra los deseos del 

Monarca, sobre la educación de sus “fieles vasallos”) “todo lo qual es 

incompatible con las doctrinas que se enseñaban y defendían por los sectarios 
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de dicho abolido Sistema, cuya nota han merecido dicho Rector y Catedráticos, 

por lo que estuvieron algún tiempo arrestados”, se quita al Patrono de Sangre la 

potestad de nombrarles, por lo que el Ayuntamiento ordena a la Junta de Patronos 

que nombren un Rector y Catedráticos “de Confianza Pública, en quanto a sus 

opiniones Políticas y Religiosas”. Firma don Vicente Ruiz Morquecho, Alcalde 

Mayor. 

Ante esta situación, los Patronos del Real Colegio acuerdan elevar un informe 

directamente al Monarca, para su conocimiento. 

El día 7 de septiembre de 1824, se vuelve a reunir la Junta de Gobierno para 

acusar recibo de una Real Orden, de fecha 22 de agosto anterior, por la que se 

ordena al Ayuntamiento que se ajuste a lo dispuesto en la Real Orden de 21 de 

julio de 1823, sobre inmediatez de la ejecución de las leyes civiles. 

La siguiente acta de la Junta tiene fecha de 20 de febrero de 1827.  Una vez 

recuperada la vida política, se acuerda reanudar “las tareas literarias de esta casa 

que ha interrumpido la desastrosa calamidad y falta total de fruto en los años de 

mil ochocientos veinte y quatro y ochocientos veinte y cinco vajo el régimen y 

con sujeción a cuanto el Rey Nuestro Señor tiene mandado”.  (Juntas, fº 122) 

Se hace referencia a un Plan General de Estudios, aprobado el 14 de octubre de 

1824, al que el Real Colegio pretende adherirse, habiendo solicitado del Rey su 

reincorporación a la Universidad de Granada, en su calidad de Establecimiento 

de Patronato Particular. Se pide que le sea concedida en función del artículo 332 

de dicho Reglamento y por la circunstancia de ser una “casa de beneficencia en 

favor de los jóvenes pobres naturales de esta villa, acreedores a la enseñanza y 

manutención gratuita”. Para ello se encarga al vicario y copatrono para que haga 

las gestiones oportunas ante el monarca. 

En el acta de la Junta de Gobierno del día 20 de marzo de 1827 se acusa recibo 

de un oficio del Alcalde Mayor, don Francisco Argandoña, por el que se traslada 

una Real Resolución ordenando que “no se admitan a oposición de las Cátedras 

que vacasen en él a ninguno de los profesores de las ciencias que hayan sido 
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yndividuos de la llamada Milicia Local Voluntaria durante la época del Sistema 

Constitucional”. (Juntas, fº 127) 

El día 6 de agosto, la Junta se reúne de nuevo para acusar recibo de una Orden de 

don Francisco Marín, “Ministro del Real y Supremo Consejo y Cámara de 

Castilla”, presidente de la Real Inspección de Instrucción Pública, para que se le 

informe de las circunstancias que habían provocado la suspensión de la actividad 

durante los años anteriores. Se acuerda que el señor vicario redacte el documento 

correspondiente. 

El día 6 de noviembre de 1827, la Real Inspección de Instrucción Pública ordena 

al Corregidor de la villa de Cabra que haga visita al Real Colegio, que revise sus 

instalaciones y toda la documentación que precise. 

La visita se realiza el día 16 y se continúa en los días siguientes, para inspeccionar 

las instalaciones y las fincas pertenecientes al Real Colegio. 

En Junta del día 22 de enero de 1828 se tiene noticia de que la Inspección ha 

hecho informe favorable y se está en espera de la decisión del Rey para convertir 

el centro en un Colegio de Humanidades, lo que se confirma en la Junta del día 

10 de abril, en que se anuncia la publicación de una Real Orden, de fecha 3 de 

marzo. (Juntas, fº 139) 

La Real Orden sugería a los Patronos del Real Colegio que aceptasen su 

conversión en Colegio de Humanidades para adaptarse a los nuevos planes de 

estudios de la nación. 

Desde su fundación, el Real Colegio de Estudios Mayores de la Purísima 

Concepción había desarrollado un pan de estudios de tres años de Filosofía y 

cuatro de Teología. Pero, ahora, las enseñanzas de Teología habían sido 

asignadas a otro tipo de centros, con lo que el Colegio de Cabra se iba a ver 

privado de una parte importante de su función. 

El nuevo Colegio de Humanidades tenía que someterse a un Reglamente que 

había de ser asumido por los Patronos y catedráticos. 
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La Junta de Patronos, en su citada reunión del día 10 de abril de 1828 acepta la 

oferta, con lo que se consigue una Real Orden, de 5 de mayo, confirma la 

conversión del antiguo Colegio de Artes y Teología en un Real Colegio de 

Humanidades, bajo el control de su Junta de Patronato, que seguiría nombrado a 

sus catedráticos, mediante oposición. Mientras finalizaban los procesos de 

purificación de los anteriores, sus plazas podían ser ocupadas por interinos. 

Sin embargo, el puesto de Rector sería potestad del Rey, a propuesta de la Junta. 

Inmediatamente, la Junta de Patronos “redactaron el oportuno reglamento, 

aprobado por S. M., que se imprimió á fines de 1828, é hicieron las convocatorias 

y cuanto fue preciso para el más solemne ingreso de los colegiales, acordando 

que se verificase el dia 4 de Noviembre en celebridad de los dias del 

Ser[enisi]mo. Sr. Infante D. Carlos María de Borbon. También propuso la Junta 

para el cargo de Rector al mismo P[resbite]ro. D. Francisco de Paula Jiménez 

y Vida, que ya habia obtenido su purificación, y cuya propuesta fué admitida por 

S. M., expidiéndosele el nombramiento en 27 de Julio de 1828. 

El Ayuntamiento, al que disgustó mucho el regreso á su destino del Sr. Jiménez 

Vida, elevó una exposición á S. M., y formó un expediente lleno de crasas 

nulidades é inexactitudes, que así fué oficialmente calificado después; y abierta 

de Real orden una información sobre este asunto; vista una representación del 

Sr. Coronel don Francisco de Paula Roldan, Exento de Guardias de la Real 

Persona; con presencia de los informes del muy reverendo Obispo de Córdoba, 

y del Excmo. Sr. Capitán General del Reino, S. M. se dignó declarar, oido el 

parecer del Consejo de Sres. Ministros, en su Real decreto de 28 de Agosto de 

1829, haber visto con desagrado la conducta del Ayuntamiento, y especialmente 

la de algunos determinados de sus individuos, que no habían obrado en justicia 

y verdad; que estaba persuadido de la irreprensible conducta política y religiosa 

del benemérito eclesiástico D. Francisco de Paula Jiménez y Vida; y finalmente, 

que el Presidente y Ayuntamiento de Cabra quedaban personalmente 

responsables de la más pequeña alteración de la tranquilidad pública, que 

pudieran fraguar la intriga, el resentimiento y el deseo de venganza”. (Vargas, 

pp. 43-44) 
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Finalizaba así “lo que casi pudiéramos llamar escandaloso asunto” (Vargas, p. 

42). Uno de los periodos más críticos de la vida del Real Colegio de la Purísima 

Concepción. 

Digamos que, durante la tramitación del largo expediente, el Ayuntamiento de 

Córdoba había pretendido que se asignaran al Colegio de la Asunción las rentas 

del de Cabra, lo que, afortunadamente, no se había aceptado.  

En ese curso académico solo se impartieron los estudios del primer año de 

Filosofía, que se completaron en los dos años siguientes. No obstante, se 

continuaron, aunque de forma no oficial, las tradicionales enseñanzas de Francés, 

Dibujo y Matemáticas, como siempre, en sesión de noche, para que los artesanos 

pudieran asistir a ellas. Un sistema que se anticipaba en casi tres siglos a los 

actuales Centros de Educación de Adultos. 

Unos años más adelante, por una Real Orden, de 24 de febrero de 1847, y otra 

aclaratoria de 9 de abril del mismo año, el Real Colegio de Humanidades fue 

declarado Instituto de Segunda Enseñanza, gracias a una iniciativa conjunta del 

Ayuntamiento de Cabra, el Patrono y Superintendentes del Colegio y los 

responsables de las Escuelas Pías, que fundó, en 1763, don Gil Alejandro de Vida 

Hidalgo. 

Según Vargas Alcalde, el Ayuntamiento se comprometía “á subvenir á las 

necesidades de la primera enseñanza… y se pidió á S. M. la Reina la 

incorporación de las rentas de las Escuelas Pías al Colegio, para la erección de 

este Instituto, que tuvo lugar por las citadas Reales órdenes, y sin detrimento de 

la enseñanza gratuita, objeto primordial de las referidas Escuelas; porque 

consistiendo ésta en las primeras letras, latin y moral, quedaba cumplida la 

voluntad del Sr. Fundador de las mismas, cursándose estas dos asignaturas en 

el Instituto, y aquélla en las Escuelas públicas, que el Municipio costea.”  (p. 45) 

Con el paso de los años, el flamante Instituto de Cabra, que seguiría unido al Real 

Colegio, iría subiendo de categoría, tanto por la calidad de sus enseñanzas como 

por la especial circunstancia de ser un centro de educación secundaria con un 

internado en sus propias instalaciones. 
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